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-Con permiso constitucional no estuvo presente el diputado señor Fulvio Rossi.


-Asistió, además, el ministro de Minería, señor Alfondo Dulanto.

-


II. APERTURA DE LA SESIÓN


-Se abrió la sesión a las 10.40 horas.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión. 

III. ACTAS


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
El acta de la sesión 75ª se declara aprobada. 


El acta de la sesión 76ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados. 

IV. CUENTA


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta. 


-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.
V. ORDEN DEL DÍA

TRANSFERENCIA DE LA FUNDICIÓN Y REFINERÍA LAS VENTANAS A LA EMPRESA CORPORACIÓN NACIONAL DEL COBRE. Primer trámite constitucional.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Corresponde conocer, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley que autoriza a la Empresa Nacional de Minería para transferir a la Empresa Corporación Nacional del Cobre de Chile la Fundición y Refinería Las Ventanas. 


Diputado informante de la Comisión de Minería y Energía es el señor Cristián Leay. 



Antecedentes:


-Mensaje, boletín Nº 3298-08, sesión 20ª, en 29 de julio de 2003. Documentos de la Cuenta Nº 2.


-Informes de las Comisiones de Minería y Energía, y de Hacienda. Documentos de la Cuenta Nºs. 4 y 5, de esta sesión.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Solicito la autorización para que ingrese a la Sala el vicepresidente ejecutivo de Enami, don Jaime Pérez de Arce. 


No hay acuerdo. 


Tiene la palabra el diputado informante. 


El señor LEAY.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Minería y en mi calidad de presidente de ésta, paso a informar sobre el proyecto que autoriza a la Empresa Nacional de Minería para transferir a la Empresa Corporación Nacional del Cobre la Fundición y Refinería Las Ventanas.


La Enami fue creada en 1960, y su misión consistía, básicamente, en el fomento y desarrollo de la pequeña minería. 


Es importante entender qué se entiende por fomento. En aquella época, la ley establecía que fomento significaba explotación y beneficio de minerales, esto es, de una cadena productiva donde se realiza el fomento: producción, concentración, fundición, refinación y, finalmente, comercialización e industrialización.


En los últimos años, más o menos a partir de 1993, el Congreso Nacional ha aprobado partidas especiales en la ley de Presupuestos para que la Enami pueda materializar el fomento de la pequeña minería. Pero, lamentablemente -en esto quiero ser franco, y corresponde a una opinión más bien personal-, debido a malas administraciones, durante los últimos años la Enami ha exhibido resultados financieros negativos, debido a lo cual, año a año, en las leyes de Presupuestos 



hemos tenido que considerar recursos que permitan cubrir ese déficit, originado no por mal manejo de la refinería, de las fundiciones o de las plantas, sino, básicamente, por la deuda financiera de la empresa, que asciende, aproximadamente, a 500 millones de dólares.


Las causas de este exceso de endeudamiento son diversas: disminución de los cargos de tratamiento, inversión ambiental efectuada en la década de los ‘90 en la fundición y refinería Las Ventanas y en la fundición Paipote, retiros anticipados de utilidades por parte del fisco cercanos a los 160 millones de dólares, préstamos a la mediana minería, etcétera. Se generó, a nuestro juicio, un cuadro de inversiones que no fue bien acompañado por un cuadro de ingresos.


Por último, se hicieron inversiones sobre la base de supuestos ingresos que no se dieron, y hoy nos encontramos con una Enami que tiene un pasivo de 500 millones de dólares que no es capaz de servir.


El proyecto en informe tiene por objeto, entonces, encontrar una solución para cubrir ese pasivo, y la solución que nos presenta el Ejecutivo, y que la Comisión recomienda aprobar a la Sala, es la transferencia de la fundición y refinería Las Ventanas a Codelco Chile, transacción que apunta a crear nuevas condiciones estructurales que permitan dar viabilidad a la Enami en el corto y largo plazo.


Está de más decir, pero es bueno mencionarlo aquí, que la existencia de la Enami es básica para el desarrollo de nuestra mediana y pequeña minería. Sin ella, éstas no existirían. Pero, para que la pequeña y mediana minería sean viables, necesitamos una Enami viable, y hoy la empresa no lo es debido a sus pasivos financieros. El proyecto apunta a darle esa viabilidad y, por lo tanto, también a la mediana y pequeña minería.


El proyecto contiene dos aspectos muy importantes: primero, el traspaso propiamente tal, y, segundo, las condiciones comerciales en que Enami transferirá la Fundición y Refinería Las Ventanas a Codelco Chile.


Primero, se fija un criterio: que se haga a un precio transparente y de mercado, pues no se trata de que Codelco ponga cualquier cantidad de dinero para solucionar un problema de pasivo de Enami. No; se hará mediante una transacción transparente y a un precio real de mercado. Para lograrlo, se recurrió a distintos procedimientos; los directorios de Enami y de Codelco contrataron empresas que realizaron estudios, Cochilco tuvo una participación activa, etcétera. 
Finalmente, se llegó a un precio de venta definitivo.


El precio convenido se basó en una metodología de cálculo que se usa habitualmente para fijar el precio en cualquier compañía, que consiste en calcular el valor presente de los flujos futuros. En este caso, se usó un horizonte de 25 años. Ambos directorios acordaron un precio de venta o compra -depende del punto de vista desde el cual se mire la transacción- de 373 millones de dólares. A dicha cantidad, se sumaron 30 millones de dólares, que también recibirá Enami, producto de una devolución de inventario que, en realidad, corresponde al cobre que se encuentra en proceso en la refinería. De manera que, para los efectos de calcular el precio final, Enami recibirá alrededor de 403 millones de dólares por la transacción.


Como dije, la deuda de Enami, a diciembre de 2003, era de 482 millones de dólares. Con la venta de parte de sus activos, es decir, de la Fundición y Refinería Las Ventanas, por 403 millones de dólares, una vez concluida la transacción, quedará con una deuda cercana a los 79 millones de dólares. Si analizamos la posventa, tendremos que Enami quedará con una deuda de corto plazo cercana a los 16 millones de dólares y con una deuda de largo plazo de 63 millones de dólares.


¿Cuáles son las proyecciones posventa de Enami sin la Fundición y Refinería Las Ventanas como parte de sus activos? Según informes que nos entregó el Ministerio de Hacienda, se espera que a partir de 2006 los resultados negativos pasarán a ser positivos. Después de la venta, Enami quedará con una relación deuda-patrimonio de entre 0,3 y 0,5, que es, obviamente, baja, y con un patrimonio cercano a los 300 millones de dólares.


Más aun, el Ejecutivo presentó algunas indicaciones para dar mayor garantía y viabilidad a Enami. El tema fue muy discutido en la Comisión, porque existía la legítima duda entre sus integrantes, en cuanto a si el valor de la venta de parte de sus activos -la Fundición y Refinería Las Ventanas- sería suficiente para cubrir el pasivo de Enami. Los análisis que dieron a conocer los representantes del Ministerio de Hacienda señalan que eso es posible. Ahora, en el caso de que los cargos de tratamiento bajaran de 50 dólares por tonelada métrica y la relación deuda-patrimonio fuera superior a 1, el Ejecutivo se comprometió a establecer una especie de mecanismo de sustentación, en virtud del cual entregará un aporte con un tope máximo de 30 millones de dólares.


La iniciativa establece, también, una relación comercial entre Enami y Codelco, conservando la primera, obviamente, el fomento de la pequeña y mediana minería. Ambas empresas ya suscribieron un convenio para la contratación, a precio de mercado, de los servicios que deberá prestar a futuro a Enami, la Fundición y Refinería Las Ventanas, con el objeto de garantizar el tratamiento de la mediana y pequeña minería.


Los miembros de la Comisión de Minería presentamos una indicación al artículo 2º, que establece que Enami mantendrá íntegramente las obligaciones señaladas en el decreto supremo Nº 76, de 2003, del Ministerio de Minería -firmado por el Presidente de la República, y promulgado el año pasado-, que establece una política de fomento minero. Para ello, se obliga a Codelco a mantener en la Fundición y Refinería Las Ventanas la capacidad de fusión y refinación necesaria para garantizar el tratamiento de los productos de la pequeña y mediana minería.


El Ejecutivo planteó que la indicación estaba de más, debido a que existe un decreto supremo sobre la materia. Sin embargo, en la Comisión consideramos que no bastaba con ese decreto y acordamos por unanimidad incluir una disposición que garantizara su cumplimiento. Existen legítimas dudas en el sector de la pequeña y mediana minería, porque durante muchos años los compromisos contraídos con dicho sector productivo no han sido cumplidos. Por eso, los miembros de la Comisión de Minería consideramos necesario garantizar, a pesar del traspaso de la Refinería y Fundición Las Ventanas, una política de fomento y un sistema que permita dar cumplimiento al compromiso contenido en el decreto Nº 76, debido a que éste puede ser modificado en cualquier momento.


La misma indicación establece que se deberá estipular que los cargos y condiciones de tratamiento de productos de la pequeña y mediana minería quedarán establecidos en el mencionado decreto -que contempla un sistema tarifario- con sus eventuales modificaciones. 


Con este traspaso, queremos que, en el futuro, Codelco no imponga sus condiciones, sino que respete las aprobadas en el decreto. Obviamente, no fijamos una tarifa para que permanezca rígida en el tiempo. Si cambia el sistema tarifario, se modificará el decreto. Con ello, variarán las tarifas. En definitiva, queremos que se respeten los compromisos con los pequeños y medianos mineros.


En relación con el traspaso de los trabajadores de la Fundición y Refinería Las Ventanas, se aplicará lo dispuesto en el 
artículo 4º del Código del Trabajo, que resguarda los derechos laborales y contratos colectivos básicos para la estabilidad laboral de los mismos.


Este negocio debemos visualizarlo desde la perspectiva de la otra empresa del Estado. Planteamos una solución para Enami, pero alguien podría decir en esta Sala: “Bien, están solucionando un problema de Enami, pero ¿por qué Codelco tiene que comprar?”.


Existe la inquietud de algunos señores diputados respecto de por qué Codelco tiene que comprar o por qué es bueno que compre. 


Me parece que la solución es buena, pues permitirá a Codelco incrementar su capacidad de fundición y refinación porque agrega nuevas sinergias asociadas a la integración de Las Ventanas al sistema productivo de Codelco. No nos olvidemos de su magnitud.


Si Codelco mejora la logística de la Fundición y Refinería Las Ventanas, hará un buen negocio para la empresa y el país. 


Si Codelco -empresa de todos nosotros- logra potenciar adecuadamente esta fundición, sin duda va a incrementar su valor. Me parece que la solución también es la adecuada.


Mucha gente me ha preguntado por qué no se hizo mediante licitación pública. En verdad, no es común que se venda una fundición y una refinería. Establecer un precio de mercado sólo con criterios de licitación, podría haber generado un precio menor, y, por lo tanto, habría representado una pérdida patrimonial para el Estado.


El precio -no se convino de manera rara, ya lo dije- se determinó mediante una metodología de cálculo de precio, sobre la base de los actuales mecanismos económicos para tasar o avaluar una compañía. A mi juicio, se procedió bien. Creo que el precio de venta convenido corresponde al del mercado.


Además, en la Comisión de Minería se agregó un artículo 7º, que establece ciertos compromisos futuros respecto de Paipote, porque nuestra inquietud -cuando empezamos a discutir el proyecto en la Comisión de Minería se planteó el problema patrimonial y financiero de Enami- es no dar soluciones parche. Lo que no queremos es vender un activo y que en dos años más el Ejecutivo de turno nos diga que Paipote ya no es viable, que los supuestos que calculamos no se dieron y debamos adoptar nuevas medidas para solucionar dicho problema. Esa situación la consideramos grave no sólo para Enami, sino también para un sector productivo del país, por la inestabilidad que genera.


Por eso, en el artículo 7º hemos agregado ciertos compromisos. No se trata de que el Congreso diga al Ejecutivo que ordene ampliaciones, sino de establecer criterios para asegurar la viabilidad de la Fundición Paipote y de Enami en su conjunto.


Finalmente y como una señal de regionalización, de descentralización, se formuló una indicación para cambiar la dirección legal de Enami, que actualmente es de Santiago, a Copiapó, capital de la pequeña minería de Chile y lugar en el que se radica el principal patrimonio de Enami: la Fundición Paipote, planta Matta y otras.


Por lo expuesto, la Comisión solicita a la Sala dar su aprobación al proyecto.


Es cuanto puedo informar.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado Gastón von Mühlenbrock, informante de la Comisión de Hacienda.


El señor VON MÜHLENBROCK.- Señor Presidente, me corresponde informar el proyecto que autoriza a la Empresa Nacional de Minería para transferir a la Corporación Nacional del Cobre de Chile la Fundición y Refinería Las Ventanas.


La iniciativa tuvo su origen en un mensaje de su excelencia el Presidente de la República, calificada de suma urgencia para su tramitación legislativa.


No hubo disposiciones ni indicaciones rechazadas.


El artículo 4º del proyecto no fue aprobado por unanimidad.


Durante el estudio de la iniciativa, asistieron a la Comisión los señores Alfonso Dulanto, ministro de Minería; Pedro Urzúa, jefe de Gabinete; la señora Trinidad Inostroza, jefa de la División Jurídica; los señores Jaime Guzmán, analista de gestión de la Comisión Chilena del Cobre, y Beltrán de Ramón, jefe de Finanzas Públicas de la Dipres.


El objeto de la iniciativa es autorizar a la Empresa Nacional de Minería, Enami, para transferir, a título oneroso, la Fundición y Refinería Las Ventanas a la Corporación Nacional del Cobre de Chile, Codelco, con el objeto de establecer condiciones de viabilidad económica en la primera, a través de la inyección de recursos financieros y la reducción de sus pasivos.


Este proyecto se inserta en los compromisos plasmados en un protocolo de acuerdo firmado el 6 de enero de 2003, entre los ministros de Hacienda y de Minería, y los presidentes de las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía del Senado y de la Cámara de Diputados.


El valor acordado por la operación debía obedecer estrictamente a variables de mercado, libre de subsidios, y se debía respetar la situación laboral de los trabajadores de Ventanas. En definitiva, después de un proceso de negociación se acordó un precio de 373 millones de dólares, utilizando la metodología de cálculo del valor presente de los flujos futuros en un horizonte de largo plazo.


Durante el debate de la Comisión, el ministro de Minería, señor Alfonso Dulanto, señaló que la principal fuente de ingresos de Enami está constituida por los cargos de tratamiento, que son el precio que se cobra en el mercado por la transformación de concentrados de cobre en productos refinados. Puntualizó que dichos cargos han experimentado una baja persistente desde 1997 en adelante, situándose en el 2003 en niveles considerados como mínimos históricos. Esta situación habría afectado negativamente los resultados operacionales de la empresa, los que han sido superados por los gastos financieros.


Por otra parte, entre 1988 y 2001 Enami debió realizar inversiones ambientales en sus establecimientos industriales para dar cumplimiento con la norma ambiental exigida por el decreto supremo Nº 185, de 1991, del Ministerio de Minería. Dichas inversiones ascendieron, aproximadamente, a 240 millones de dólares, las que fueron financiadas casi en su totalidad a través de créditos que la empresa contrajo con el sistema financiero externo. No obstante, hizo presente que si bien es efectivo que se han realizado retiros de la empresa por el fisco, por un monto cercano a los 160 millones de dólares, también es cierto que se hizo un aporte fiscal a Enami para financiar los programas de fomento entre los años 1993 y 1999, que alcanzó a unos 150 millones de dólares.


Planteó que no sólo se requiere la normalización financiera de esa empresa estatal, sino también de reglas claras y estables para desarrollar ese sector, razón por la cual el Gobierno, mediante el decreto supremo Nº 76, de 2003, del Ministerio de Minería, aprobó la política de fomento de la pequeña y mediana minería.


Manifestó, además, que la transferencia de Las Ventanas deja a Enami en una condición financiera que le permitirá seguir haciéndose cargo de las funciones de fomento que la ley le encomienda.


En respuesta a diversas inquietudes de los integrantes de la Comisión, el ministro de Minería señaló que todas las organizaciones invitadas a la Comisión técnica hicieron presente su apoyo al proyecto de ley.


Expresó que el fisco no está en condiciones de aportar directamente los recursos necesarios para sanear a la Enami y que la operación que se propone permite el mismo fin, y, al mismo tiempo, que el activo que se traspasa sea rentable en manos de la empresa que lo adquiere.


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 25 de julio de 2003, señala que los resultados económicos y financieros de Enami se han visto deteriorados en los últimos cinco años debido, básicamente, a la disminución de los cargos de tratamiento, que constituyen su principal fuente de ingresos; a las cuantiosas inversiones medioambientales, que alcanzaron, aproximadamente, a 240 millones de dólares, y al financiamiento con recursos propios del gasto en fomento. 


Como consecuencia de lo anterior, Enami muestra una situación económica que dificulta el desarrollo de la función de fomento a la pequeña y mediana minería.


La venta de la Fundición y Refinería Las Ventanas a Codelco permitirá pagar parte importante de los pasivos de Enami y reestructurar el saldo de la deuda, de manera tal que los flujos proyectados le den viabilidad financiera a la empresa.


La situación de deuda y patrimonio de Enami se encuentra en el informe de la Comisión de Hacienda, a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados. 


La aplicación del proyecto no irrogará gastos fiscales directos.


La Comisión de Minería y Energía dispuso en su informe que la Comisión de Hacienda tomara conocimiento de la totalidad del proyecto aprobado por ella.


En relación con la discusión en particular del articulado, cabe señalar lo siguiente:


Por el artículo 1º del proyecto se autoriza a la Empresa Nacional de Minería, Enami, para transferir, a título oneroso, la propiedad de los inmuebles, así como de las instalaciones, equipos, laboratorios, mobiliario y vehículos, derechos y patentes y demás bienes muebles, corporales e incorporales, que conforman el complejo industrial minero y metalúrgico denominado Fundición y Refinería Las Ventanas, situado en la comuna de Puchuncaví, en la Quinta Región de Valparaíso, a la Corporación Nacional del Cobre de Chile, Codelco-Chile.


Puesto en votación este artículo, fue aprobado por unanimidad.


En el artículo 2º se establece que la autorización que se concede por esta ley a la Empresa Nacional de Minería, se entenderá sin perjuicio de las funciones sobre fomento a la pequeña y la mediana minería que el decreto con fuerza de ley Nº 153, de 1960, del Ministerio de Hacienda, establece para esa empresa del Estado.


En el inciso segundo se señala que ambas instituciones deberán suscribir los convenios que sean necesarios para la contratación, a precios de mercado, de servicios suministrados por la Fundición y Refinería Las Ventanas, para asegurar el cumplimiento, por parte de la Empresa Nacional de Minería, de la atención y fomento que su estatuto orgánico dispone respecto de la pequeña y la mediana minería.


En el inciso tercero se dispone que a efectos de garantizar reglas claras y estables para el funcionamiento y operación de la pequeña y mediana minería nacional, establécese que la Empresa Nacional de Minería mantendrá íntegramente las obligaciones señaladas en el decreto supremo Nº 76, de 2003, del Ministerio de Minería, que aprueba la política de fomento para la pequeña y mediana minería. Para el cumplimiento de estas obligaciones, el adquirente, Codelco-Chile, deberá mantener en la Fundición y Refinería Las Ventanas, la capacidad de fusión y refinación necesaria para garantizar el tratamiento de los productos de la pequeña y mediana minería que adquiera la Empresa Nacional de Minería.


En el inciso cuarto se precisa que en las transferencias o aportes que efectúe Codelco-Chile en conformidad a este artículo, los terceros adquirentes deberán obligarse, incondicional e irrevocablemente, al cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior.


En el inciso quinto se estipula que en los convenios que deberán suscribir la Empresa Nacional de Minería y Codelco-Chile en los términos establecidos en este artículo, se deberá estipular que los cargos y condiciones de tratamiento de los productos de la pequeña y mediana minería quedarán establecidos en el mencionado decreto supremo y en sus eventuales modificaciones futuras.


En el inciso sexto se determina que Codelco-Chile no podrá transferir o dar en aporte a terceros todo o parte de la Fundición y Refinería Las Ventanas sin autorización legal previa otorgada al efecto. Sin embargo, no requerirá dicha autorización para transferir o aportar el todo o parte de dicho bien, en la medida en que se trate de órganos del Estado facultados legalmente para su adquisición y uso.


En el inciso séptimo se establece que, a su vez, los órganos del Estado que adquieran o reciban en aporte el todo o parte de la Fundición y Refinería Las Ventanas sólo podrán disponer de ella en la forma prevista en esta ley.


En el inciso octavo se contempla que la restricción impuesta en los incisos anteriores se entenderá sin perjuicio de la necesaria reposición y renovación de bienes muebles y equipos que la operación industrial del complejo demande.


El Ejecutivo formuló una indicación para suprimir los incisos tercero, cuarto y quinto de este artículo, la cual se aprobó por unanimidad. El resto del artículo se aprobó en la misma forma.


En el artículo 3º se señala que a los trabajadores de la Empresa Nacional de Minería que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, se desempeñen directamente en la Fundición y Refinería Las Ventanas, les será plenamente aplicable lo dispuesto en el artículo 4º del Código del Trabajo.


Puesto en votación este artículo, fue aprobado por unanimidad.


En el artículo 4º se autoriza a la Empresa Nacional de Minería para revalorizar los activos mencionados en el artículo 1º de esta ley. Dicha revalorización se considerará capital para todos los efectos tributarios.


En el inciso segundo se establece que esta revalorización se realizará dentro del plazo de un año, mediante la dictación de decretos supremos expedidos por el ministro de Minería, los que deberán, además, ser suscritos por el ministro de Hacienda.


En el inciso tercero se señala que los valores así determinados pasarán a constituir el nuevo valor libro de dichos bienes.


El diputado Von Mühlenbrock, don Gastón, preguntó por qué se requiere de una ley para valorizar los activos. El ministro señor Dulanto respondió que se desea evitar que dicha valorización implique el pago de impuestos por ganancias de capital.


Puesto en votación este artículo, fue aprobado por 5 votos a favor y 2 votos en contra.


En el artículo 5º se dispone que cuando en la anualidad anterior, la relación entre deuda y patrimonio de la Empresa Nacional de Minería sea superior a 1 y los cargos de fusión en los mercados internacionales relevantes para ese año sean inferiores a 50 dólares de los Estados Unidos de América por tonelada métrica seca -TMS-, el Ministerio de Hacienda incluirá en el proyecto de ley de Presupuestos del año siguiente un aporte fiscal equivalente al monto que resulte de multiplicar la diferencia entre esa cantidad y el valor aplicado en dichos mercados en la respectiva anualidad por la cantidad de toneladas métricas de minerales procesados en la fundición de Paipote en igual período, en la parte que no exceda de 320 mil toneladas métricas.


El reglamento emanado del Ministerio de Minería y suscrito, además, por el ministro de Hacienda, establecerá los procedimientos y mecanismos para la determinación o fijación de los mencionados valores y montos, y las demás normas necesarias para la aplicación de este artículo.


En el inciso segundo se contempla que lo dispuesto en el inciso precedente regirá a contar de la anualidad posterior a la de cumplimiento de las disposiciones de esta ley relativas a la enajenación de activos y renegociación de deudas por parte de la Empresa Nacional de Minería y hasta el término del año presupuestario en que el aporte fiscal derivado de su aplicación alcance un monto acumulado en el período de vigencia equivalente a 30 millones de dólares de los Estados Unidos de América.


Puesto en votación este artículo, fue aprobado por unanimidad.


Por el artículo 6º se incorporan, en el artículo 1º de la ley Nº 19.847 los siguientes incisos finales:


“La garantía del Estado otorgada de acuerdo con los incisos anteriores podrá ser renovada total o parcialmente en el caso de que las respectivas deudas sean objeto de renegociación o reestructuración, con o sin cambio de acreedor, lo que será determinado por decreto supremo del Ministerio de Hacienda expedido conforme a lo dispuesto en el artículo 79 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, teniendo presente el cumplimiento satisfactorio del correspondiente convenio de programación suscrito en los términos establecidos en el artículo siguiente.


“Cuando las obligaciones garantizadas por el Estado en virtud de esta disposición sean objeto de pago anticipado; de renegociación o reprogramación, sin renovación total o sólo parcial de garantía; o de amortización del capital, los montos exceptuados de garantía por tales conceptos no serán considerados en el cómputo del margen autorizado en el inciso primero a contar de las fechas en que se perfeccionen las respectivas operaciones, las que no podrán ser posteriores al 31 de diciembre de 2008. Lo anterior será determinado mediante el mismo procedimiento que el dispuesto en el inciso precedente.”.


Puesto en votación este artículo, se aprobó por unanimidad.


Por el artículo 7º se establece que la garantía que se faculta otorgar para avalar las deudas que contraiga la Empresa Nacional de Minería al amparo del artículo anterior, podrá ser extendida a proyectos de modernización y ampliación, de acuerdo con lo establecido en el decreto supremo Nº 76, de 2003, del Ministerio de Minería, que aprueba la política de fomento para la pequeña y mediana minería.


El Ejecutivo formuló una indicación para suprimir este artículo, pasando el artículo 8º a ser artículo 7º.


Puesta en votación la indicación precedente, fue aprobada por unanimidad.


Por el artículo 8º, que pasa a ser artículo 7º, se sustituye, en el inciso segundo del artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 153, de 1960, del Ministerio de Hacienda, la expresión “la ciudad de Santiago” por la frase “la comuna de Copiapó, en la Tercera Región, de Atacama”.


Puesto en votación este artículo, fue aprobado por unanimidad.


El artículo 1º transitorio contempla que las condiciones y términos de los contratos que se otorguen en virtud de la autorización que se concede por esta ley, así como de aquellos relativos al tratamiento de minerales y productos mineros en favor de la Empresa Nacional de Minería, serán determinados por los directorios de ambas corporaciones, cuyos acuerdos sobre la materia deberán ser ratificados por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Minería.


Puesto en votación este artículo, fue aprobado por unanimidad.


El artículo 2º transitorio establece que lo dispuesto en el artículo 8º de esta ley deberá ser cumplido a más tardar el 31 de diciembre de 2005, circunstancia que, en ningún caso, podrá originar gastos extraordinarios para la empresa.


Puesto en votación este artículo, fue aprobado por unanimidad, reemplazándose el artículo “8º” por “7º”, dada la modificación introducida al artículo 7º.


Lo expuesto fue acordado en sesión de fecha 4 de mayo de 2004, con la asistencia de los diputados señores Camilo Escalona (presidente de la Comisión de Hacienda), Claudio Alvarado, Julio Dittborn, Enrique Jaramillo, José Miguel Ortiz, Exequiel 
Silva, Eugenio Tuma y Gastón von 
Mühlenbrock.


Es todo cuanto puedo informar.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Para iniciar el debate, tiene la palabra el diputado señor José Miguel Ortiz.


El señor ORTIZ.- Señor Presidente, hace algunos años en la Sala hubo una amplia discusión sobre el futuro de la Enami. En esa oportunidad se expresó que por haber tenido que hacer una cuantiosa inversión medioambiental, que ascendió, más o menos, a 240 millones de dólares, y por haber tenido que financiar con recursos propios el gasto en fomento, incurrió en un déficit presupuestario muy grande. Ello puso en peligro la fuente laboral de sus trabajadores y, lo que es peor, la existencia de una empresa que, en un país minero, tiene por objeto el fomento de la pequeña y la mediana minería.


En la Comisión de Hacienda se analizó el informe de la Comisión de Minería. Todas las personas que solicitaron ser escuchadas estuvieron de acuerdo con este proyecto. En diversas sesiones se dio a conocer que la Enami ha significado el sustento de todos los pequeños mineros. En ese sentido, se comentó, en tono muy respetuoso, que los antiguos mineros iban a la Enami con tres o cuatro sacos del mineral que sacaban de las entrañas de los cerros, y siempre la Enami estaba dispuesta a procesarlo.


¿Por qué comienzo expresando esto? Chile necesita seguir contando con la Empresa Nacional de Minería, más aún con la situación actual del cobre. Estoy convencido de que este proyecto, que ingresó al Congreso Nacional en julio del año pasado y para cuyo análisis hubo no menos de trece sesiones en comisiones, no debe esperar más, porque hay que dar una señal potente, tanto de nosotros como del Ejecutivo, de la disposición y voluntad política en cuanto a la mantención de la Enami.


Pero estas no son palabras de buena crianza. Es importante buscar una solución integral a los problemas que actualmente aquejan a la Enami, y este proyecto se orienta en ese sentido.


En primer lugar, el conveniente precio establecido para la venta de este activo -aspecto reiterado por los diputados informantes de las comisiones de Minería y Energía, y de Hacienda, respectivamente- de 373 millones de dólares, más los pagos que realizará Codelco por concepto de los inventarios de cobre en proceso en esa refinería, que se calculan en 30 millones de dólares, van a permitir una reducción importantísima del endeudamiento de la Enami.


En efecto, la última cifra sobre su endeudamiento señala que es de aproximadamente 480 millones de dólares. Con este traspaso, esa deuda se reducirá a 80 millones de dólares. Como resultado, la razón deuda-patrimonio de Enami pasará del 3,7 por ciento actual a 0,6 por ciento. En otras palabras, el nivel de solvencia de Enami estará mejor que muchas empresas privadas del sector.


En segundo lugar, el Ejecutivo se ha allanado a introducir una indicación que asegura que, en caso de que los precios internacionales de los servicios de procesamiento que presta Enami caigan por debajo de 50 dólares la tonelada, el Estado capitalizará esta empresa hasta por un monto de 30 millones de dólares. Es decir, se está precaviendo ante posibles situaciones catastróficas de los mercados internacionales.


En tercer lugar, se asegura que la refinería Las Ventanas podrá, mediante un contrato con Codelco, seguir procesando los minerles que la pequeña y mediana minería les entreguen.


En cuarto lugar -esto es muy importante para todos los parlamentarios, que hemos sido elegidos a través del voto popular-, se garantizan los derechos de los trabajadores que laboran en Las Ventanas, quienes ahora pasarían a ser parte de Codelco, una gran empresa.


Cabe señalar, también, que esta propuesta permitirá importantes ahorros en gastos financieros para el Estado, dada la situación que actualmente enfrenta Enami y los elevados intereses que cobran sus acreedores. En contraste, la sólida posición financiera de Codelco -sin discusión- le permitirá acceder a tasas de interés sustancialmente menores.


Por último -esto no es en absoluto menor para las poblaciones y cultivos agrícolas situados en las cercanías de esta refinería-, lo lógico es que Codelco, mediante una reorganización de los procesos que realiza entre sus diferentes fundiciones y refinerías, pueda reducir definitivamente las emisiones de sulfuros con las mismas instalaciones que hoy existen y, lógicamente, haga inversiones de acuerdo con su situación financiera.


En suma, estoy convencido de que este proyecto resuelve las principales inquietudes que, como parlamentarios, especialmente de zonas mineras, tenemos en relación con la situación de alto endeudamiento de Enami. Se aclara el problema financiero, se precave ante posibles deterioros en los mercados mundiales, se asegura la continuidad en la atención a pequeños y medianos mineros y se cautelan los derechos de los trabajadores.


Por último, estoy absolutamente claro de que este proyecto de ley también conlleva beneficios financieros para el Estado y un potencial y significativo mejoramiento del medio ambiente.


Por eso, como lo señalé en la Comisión de Hacienda, después de la exposición del ministro y de sus asesores, creo que este proyecto resguarda la posibilidad de que Enami siga funcionando. Habrá una relación muy buena entre dos empresas del Estado, desde el punto de vista financiero, con un gran precio del cobre a nivel mundial, que posibilitará salvar la situación financiera de Enami, realizar el traspaso de sus trabajadores y, además, un gran desarrollo para Codelco, que contará con una fundición más.


Por lo tanto, votaremos favorablemente, en general y en particular, el proyecto de ley.


He dicho.


-Aplausos.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado Manuel Rojas.


El señor ROJAS.- Señor Presidente, sin duda, este proyecto nos debe hacer reflexionar respecto del problema que se le produjo a Enami en cuanto a su objeto fundamental, cual es fomentar la pequeña y mediana minería. Ciertamente, debemos reconocer, también, que el Gobierno se ha farreado esa posibilidad conforme se lo indica la norma legal. Prueba de ello es que se generaron situaciones de endeudamiento en esa empresa, que hoy tratamos de solucionar. El problema es que no sé si la medida es de parche o si dará viabilidad a la Enami.


Los pequeños mineros, como los de la Segunda Región, de Tocopilla, de Taltal o de Sierra Gorda, a quienes represento, sienten temor ante esta situación, porque advierten que si el Gobierno durante años no ha cumplido en cuanto a promover y fortalecer el fomento a la pequeña minería, hoy, con esto, dicha minería a lo mejor puede morir. Deseamos resguardarlos de ese temor a través de una indicación que presentamos al artículo 2º, que es medular en la discusión del proyecto. Por ejemplo, podríamos discutir por qué no se llevó a cabo una licitación pública -como señaló el diputado informante, señor Leay- sobre la base de los costos y beneficios que esto significaba, porque de por medio se traspasaba un activo de una empresa estatal a otra similar, dándole mayor plusvalía. Esa teoría podría ser adecuada. Pero nuestra intención es cuidar y mantener las economías de ciertas comunas que se sustentan amparadas por la pequeña y mediana minería. Reitero, presentamos esa indicación -fue suprimida por la Comisión de Hacienda posteriormente, a raíz de otra indicación del Ejecutivo- que resguardaba lo que establece el decreto supremo Nº 76, de 2003, en materia de fomento de la pequeña y mediana minería.


Conversamos sobre soluciones y precios. El presidente de la agrupación nacional de supervisores de Enami dijo que no se sabe si la empresa encontrará la solución a su grave situación con la venta de su principal activo, porque, si bien la deuda podrá ser manejada, desde el punto de vista de la banca internacional, de comprometer créditos, continuará, porque es de arrastre. Asimismo, expresó que existen otras posibilidades para hacer viable a esa empresa. 


El informe señala los siguientes ejemplos alternativos: que la Enami haga una emisión de bonos, con aval del Estado, por 164 millones de dólares, a un plazo de entre ocho y doce años, con dos años de gracia; que se elimine la figura del crédito fiscal, pero que el fisco realice las amortizaciones anuales del bono, y que la Enami pague parte de su deuda y refinancie en el largo plazo el resto, devolviendo las utilidades generadas al fisco. 


En el fondo, aquí ha habido un problema de actuación del Gobierno en lo que dice relación con el fomento y desarrollo de la pequeña y mediana minería. Eso, hoy lo hacemos presente al decir claramente que este proyecto posiblemente entregará una solución, pero no tenemos seguridad -se lo digo al señor ministro con mucha honestidad y por la amistad que nos une, -con la venia del señor Presidente-, sobre qué pasara con Enami y con la pequeña y mediana minería en el futuro. Señalamos nuestra preocupación respecto de los trabajadores; pero también hay que entender que ellos cuenten con dirigencia sindical y existe la firma de un protocolo de acuerdo que resguarda el accionar futuro de esta transacción.


Por lo tanto, respetando el acuerdo de mantener el artículo 2º, como señala la Comisión de Minería, y las ventajas relativas al fomento de la pequeña y mediana minería, concurriré con mi voto favorable al proyecto, con la salvedad de que apoyo el artículo 8º, a fin de hacer un gesto de regionalización verdadero, en el sentido de radicar la empresa en la Tercera Región de Atacama. 


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado Enrique 
Jaramillo.´


El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, con los informes de las Comisiones de Minería y Energía, y de Hacienda, se cierran muchas interrogantes, sobre todo respecto del riesgo de incumplimiento de la misión para la cual fue creada la Enami, cual es fomentar el desarrollo de la pequeña y mediana minería, brindando a ésta servicios, requeridos desde hace mucho tiempo, para acceder a los mercados de metales refinados en condiciones de competitividad. 


Esta delicada materia fue abordada hace algunos años en un protocolo de acuerdo, en que el Ejecutivo debía cumplir, antes de presentar el proyecto de ley, con dos puntos esenciales en relación con el traspaso mismo de la refinería Las Ventanas: el primero se relaciona con el otorgamiento de garantías directas al sector de la pequeña y mediana minería para dar continuidad a los programas y actividades de fomento realizadas hacía tiempo por la Enami, sin depender de su propiedad. El segundo se refiere a iniciativas tendientes a potenciar a Enami, ya que sólo siendo una empresa sólida, financiada, se podría asegurar la continuidad de los programas de fomento. 


Dicho esto, siempre permanece la duda, a lo mejor por ideología. Por ello, en la misma línea de lo planteado por el diputado señor José Miguel Ortiz, por su intermedio, señor Presidente, consulto al señor ministro de Minería acerca de la situación de los actuales trabajadores de la Refinería y Fundición Las Ventanas. ¿Serán respetados sus contratos de trabajo? ¿Codelco asumirá sus obligaciones laborales, o bien, los trabajadores serán finiquitados para luego ser recontratados?


Ese es el riesgo que se corre en una situación como ésta, considerando, sobre todo, que la Quinta Región es deficitaria en generación de empleos, como me señaló la diputada Laura Soto.


La aplicación de esta medida podría provocar una disminución de los empleos, o bien los trabajadores podrían verse perjudicados en sus beneficios remuneracionales, obtenidos a lo largo de tantos años. Por ello, los ejes de las condiciones de venta debieran darnos tranquilidad en este aspecto.


En cuanto a las garantías otorgadas al sector, ellas quedaron consignadas en el decreto supremo Nº 76, de 2003, firmado por el Presidente de la República en la localidad de Paipote. Esta iniciativa constituyó la materialización de una antigua aspiración de la pequeña y mediana minería: estabilizar su situación con la empresa nacional. Con esta normativa, Enami dispondría de un presupuesto anual de 8 millones de dólares para fomentar programas orientados a ese sector de la minería. Se establecen programas de fondo en materia de capital de riesgo, desarrollo de capacidades competitivas, créditos para el desarrollo minero y compra de la producción según el sistema de tarifado nacional, entre otros.


Se mantiene el fondo de sustentación de precios del cobre, que opera cuando éstos son inferiores a 85 centavos la libra de cobre. La devolución a Enami sólo se hace efectiva cuando se alcanzan los 90 centavos.


El referido decreto supremo otorga plenas garantías a la pequeña minería para su continuidad como sector. Por eso, la publicación del proyecto en discusión como ley de la República nos alegrará mucho.


Ahora bien, independientemente de la venta de la Fundición y Refinería Las Ventanas, Enami continuará procesando los productos de la pequeña y mediana minería en las instalaciones de Las Ventanas y Paipote, de la misma forma como opera en la actualidad; es decir, no pierde sus derechos, pues ello está comprometido por el acuerdo firmado entre el presidente ejecutivo de Codelco y el vicepresidente ejecutivo de Enami.


El segundo aspecto dice relación con las acciones que el Gobierno implementará para potenciar Enami. Son importantes las medidas que mejorarán la gestión y el establecimiento de compromisos para invertir recursos en los proyectos de mejoramiento tecnológico. Específicamente, en abril y mayo de 2003 se complementó el plan de egresos, lo cual implicó la desvinculación de 184 trabajadores. Esa reducción de la dotación disminuyó los gastos y los costos de las plantas de beneficio de la fundición. El compromiso fue invertir en el mejoramiento tecnológico de las plantas de Enami, lo que quedó sellado en el decreto supremo ya mencionado.


En esa época, se comprometieron recursos por 8 millones de dólares en un período de cuatro años. Esos recursos, como proyecto de inversión sujeto a este programa, deben ser autorizados en función de su rentabilidad, según los criterios fijados por Cochilco y Mideplan para estos efectos.


En cuanto a las indicaciones presentadas por el Ejecutivo, es necesario recordar que dos de ellas están directamente relacionadas con lo que queremos: el potenciamiento de Enami. Esta referencia al mecanismo de estabilización de los precios por concepto de cargo de tratamiento, que es la principal fuente de ingresos de Enami, significa que si los precios caen por debajo de las capacidades de la empresa, el fisco la capitalizará. Esto es fundamental, por lo cual nos alegra que la venta se haga a Codelco.


La segunda indicación se refiere a que el Estado se mantendrá como aval de Enami siempre y cuando la empresa cumpla con los indicadores de control de gestión establecidos en los convenios de desempeño suscritos entre ella y el Sistema de Empresas Públicas, SEP. En consecuencia, en la empresa existen elementos que refuerzan su viabilidad económica y financiera.


Finalmente, la Comisión de Hacienda analizó los indicadores financieros de Enami, simulados para un escenario de precios estimados como conservadores por los especialistas, los que proyectan una Enami postraspaso de la refinería Las Ventanas, una vez saneada financieramente, con gran potencialidad. De esta forma, durante largo tiempo podrá seguir cumpliendo su misión de apoyo a la pequeña y mediana empresa minera, a la que también nosotros queremos ayudar.


Por su intermedio, señor Presidente, solicito a los representantes del Ejecutivo que nos den una cuenta detallada respecto de los aspectos laborales de la negociación, que son los que más me preocupan.


Felicito la presentación de este proyecto, que, salvo algunas situaciones de excepción que deberemos considerar -han resultado complejas de tramitar-, es de bien para Chile. Con su aprobación le irá bien a la pequeña minería. En todo caso, nunca dejaremos de manifestar nuestra preocupación por lo trabajadores del sector.


He dicho.


-Aplausos.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado Alejandro García-Huidobro. 


El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- 
Señor Presidente, sin duda, es triste para el país que esta Sala se aboque al estudio de un proyecto de la naturaleza del que estamos tratando, especialmente para los pequeños y medianos mineros, que siempre vieron en Enami la posibilidad de continuar desarrollando su actividad y su forma de vida.


Cuando hace un tiempo el Gobierno retiró de Enami, por concepto de utilidades anticipadas, la suma de 164 millones de dólares, dejó a esa empresa con un enorme problema -una verdadera mochila- que hasta hoy no ha podido resolver. Así, el escenario de dificultades que ha tenido Enami es, en primer lugar, responsabilidad del Gobierno, por haber retirado esos dineros que eran parte del capital de trabajo de la empresa.


El costo de esa irresponsabilidad del Gobierno lo pagan todos los chilenos, que deben pasar recursos de un bolsillo a otro -como bolsillo de payaso-. En efecto, Codelco, empresa del Estado, tiene que pasarle recursos a Enami, otra empresa del Estado. A la larga, la gran afectada es la pequeña y mediana empresa minera del país.


Las negociaciones se iniciaron hace uno o dos años y culminaron con un precio de compra de 373 millones de dólares. En ese momento, la libra de cobre costaba 71 centavos de dólar. Hoy cuesta el doble; no obstante, se van a pagar los mismos 373 millones de dólares. ¿Por quién? Por el resto de los chilenos.


A mi entender, casi parece ridículo lo que estamos debatiendo. Lo digo porque el mismo Estado que quiere proteger a los pequeños y medianos mineros, les dice a éstos que vendan sus productos a Codelco. ¡Vayan y vean si obtendrán el mismo trato que se les ha dado a los pequeños mineros en Enami!


Quiero entregar algunas cifras respecto de la situación económica de la Enami a diez años plazo, porque da la impresión de con el proyecto en debate se ha obtenido la solución financiera para esta empresa.


Considerando el precio de venta de 373 millones de dólares, y la vigencia del proyecto de fundición y refinería, se pueden proyectar los resultados. En efecto, la deuda bancaria, que en 2004 alcanza a 122 millones de dólares, se reducirá a 96 millones en 2013. Asimismo, el patrimonio, que en 2004 es de 162 millones de dólares, se elevará a 252 millones en 2013. La relación deuda-patrimonio se mantiene en rangos de 0,6 a 0,7 millones de dólares. Los resultados se mantienen negativos, aunque se reducen en el tiempo. En efecto, de 19 millones de dólares de pérdida en 2004, éstas alcanzarán a 3 millones de dólares en 2013.


Considerando la venta en 373 millones de dólares sin el proyecto de fundición y refinería de Mejillones, los resultados varían. La deuda bancaria se reduce de 115 millones de dólares en 2004 a 42 millones en 2013. Por su parte, el patrimonio se mantiene cercano a los 300 millones de dólares en forma constante en el tiempo, y la relación deuda-patrimonio baja a 0,4 millones de dólares en 2013.


En conclusión, el precio actual de venta de 373 millones de dólares no es la solución para dar estabilidad y viabilidad a Enami. Así se desprende de la lectura del protocolo de acuerdo y del proyecto en debate. A nuestro entender, la base de cálculo es distinta, y Paipote no podrá pagar el saldo de la deuda.


A mi juicio, Enami debería vender su patrimonio y su principal activo, que hoy se está entregando a Codelco, sólo cuando no existiera otra solución. ¿Por qué sólo se debe considerar a Codelco para cerrar esta venta? ¿Por qué no se abre una licitación pública internacional, más aun si esta empresa vale más que los 373 millones de dólares fijados hace un año, debido a que en la actualidad las condiciones del precio del cobre son totalmente distintas?


La pregunta que nos hacemos todos es si existe una solución alternativa. La respuesta es afirmativa. Con el actual escenario que exhibe el cobre, obviamente hay posibilidades de refinanciamiento mucho más interesantes que las ofrecidas a esta empresa a lo largo de su historia.


Con este proyecto, lo único que se está haciendo es afectar a los pequeños y medianos mineros, que el día de mañana no van a tener dónde entregar sus minerales. Me refiero específicamente a gente de mi región. No sé dónde van a ir los mineros de Chancón o los de la zona central a entregar el esfuerzo de su trabajo.


Señor Presidente, tal como lo hice en la Comisión de Minería, votaré en contra del proyecto, porque no favorece el desarrollo de la pequeña y mediana empresa minera. Aquí solamente se hace un traspaso de recursos de un bolsillo a otro, que agranda más a una empresa del Estado y jibariza a otra. 


Hoy existen alternativas. En primer lugar, que se devuelvan los recursos que le sacaron en forma anticipada y que pertenecen a Enami, cosa que el Gobierno no ha querido hacer y que, al parecer, no hará.


En segundo lugar, ver alternativas de largo plazo. Hoy, debido a la situación financiera del mundo, a la baja de tasas de interés y a la proyección del mercado del cobre, el escenario es muy distinto del de hace un año. 


Por lo tanto, anuncio mi voto en contra de este proyecto. 


He dicho. 


-Manifestaciones en las tribunas. 


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Pido guardar silencio a los asistentes a las tribunas.


Tiene la palabra el diputado Jaime Mulet. 


El señor MULET.- Señor Presidente, sin duda, este proyecto es tremendamente relevante para las regiones mineras, particularmente para las que su señoría, yo y otros parlamentarios representamos en esta Cámara, porque tiene que ver con la vida de una empresa tremendamente emblemática para las zonas mineras. 


La Empresa Nacional de Minería tiene un poco más de 40 años de vida, ya que se creó en 1960, a la que debe agregarse la antigüedad de sus predecesoras, como la Caja de Crédito Minero, que permitieron desarrollarse a los pequeños y medianos mineros, acopiar minerales de distintos yacimientos y procesarlos en plantas a una escala razonable, con el objeto de obtener por ellos precios de mercado.


Todos los mineros consideran que son dueños de la Empresa Nacional de Minería, porque con sus recursos, con el producto de su trabajo y con todos sus esfuerzos, se logró levantar esta empresa, construir sus distintas plantas, entre ellas, por cierto, la Fundición y Refinería Las Ventanas. En consecuencia, la empresa es patrimonio de todos los chilenos, especialmente de los mineros. 


Por lo tanto, para los pequeños y medianos mineros es difícil verse en la obligación de desprenderse de un activo tan relevante y que costó tanto; pero entienden la situación en que hoy se encuentra la empresa. 


La Empresa Nacional de Minería no nació para refinar y fundir cobre, sino para apoyar a los pequeños y medianos mineros. Ése es el objetivo esencial de la empresa, y así está establecido en su propia ley y en las de las empresas que le precedieron. Eso es importante, y hoy no se debe perder de vista. 


Mediante esta iniciativa, pese a lo difícil y grave que es desprenderse de este importante activo, no se pierde el objetivo principal, sino que, a mi juicio -por eso anuncio mi voto favorable, o el de mi colega Waldo Mora y los de los diputados de mi bancada-, se va a salvaguardar el objetivo principal de la Empresa Nacional de Minería, que es seguir apoyando a los pequeños y medianos mineros para que puedan acopiar sus minerales, obtener créditos y capital de riesgo y, en definitiva, para que lleguen al mercado los minerales que provienen de distintos yacimientos mineros, especialmente pequeños. 


Por eso, como dije, anuncio mi voto favorable a la iniciativa. 


Obviamente, me encantaría que la Empresa Nacional de Minería mantuviera la Fundición y Refinería Las Ventanas, pero su endeudamiento no lo permite. Esta situación no es responsabilidad de este Gobierno, sino que se arrastra por años. Ojalá que los gobiernos de la Concertación hubieran abordado antes el tema, como lo está haciendo el ministro de Minería. Se podría haber enfrentado hace cinco o seis años, pero nunca es tarde.


El endeudamiento de la Empresa Nacional de Minería no sólo asciende a los 150 millones de dólares o 160 millones de dólares determinado durante el último tiempo, sino que llega casi a los 500 millones de dólares. Eso se generó fundamentalmente por la pasividad que hubo hacia el sector durante el gobierno militar, ya que no se hicieron las inversiones necesarias, lo que demandó incurrir en grandes gastos durante los años ‘90 y siguientes, especialmente en la refinería Las Ventanas, en la fundición de Paipote, etcétera.


Admito, estimados colegas que representan a ese sector político, porque muchas veces lo he sostenido en la Cámara, que esa situación debió haberse enfrentando antes. Eso es responsabilidad de este Gobierno. Pero más vale tarde que nunca. Hoy se está asumiendo esa responsabilidad de una manera que, obviamente, no deja satisfechos a todos, como ocurre con los problemas complejos.


Lo más grave sería mantener esa deuda de casi 500 millones de dólares en manos de la Empresa Nacional de Minería, que le demanda pagar sólo en intereses, una cifra cercana a los 30 millones de dólares anuales. De manera que el esfuerzo principal de la empresa está enfocado sólo al pago de los intereses de esa deuda, que no disminuye, sino que se mantiene, y no a lo que debiera ser su preocupación principal: los pequeños y medianos mineros.


La propuesta del Ejecutivo, presentada hace poco más de un año, si bien es cierto no es la ideal, me parece satisfactoria para lograr la viabilidad de Enami en el tiempo. Por eso, apoyamos la propuesta del Ejecutivo.


La Cámara de Diputados ha tocado el tema minero en reiteradas oportunidades, en las que a los diputados por las regiones mineras del norte y del centro nos ha correspondido defender a los pequeños y medianos mineros. En general, ha habido políticas consensuadas entre los distintos sectores políticos para abordar, presionar o trabajar en pro de los pequeños y medianos mineros.


Debo destacar que durante los últimos años se han hecho algunas cosas importantes, debido al esfuerzo de parlamentarios de todos los sectores, en especial de aquellos de zonas mineras. Lo recuerdo, porque esto tiene sentido en el decreto supremo que fija una política de Estado hacia el sector minero, que tiene más de un año y que no existía antes. Es importante recordar eso. Y para que ese decreto y las políticas que se establecen en él tengan viabilidad, es necesario hacer lo que hoy estamos discutiendo.


También tiene sentido el esfuerzo que hizo este Gobierno hace un par de años, de rebajar las patentes a los pequeños mineros y mineros artesanales, lo que permitió viabilizar su actividad.


Hago el recuerdo, porque cuando se discutió el tema, hubo gente que se opuso, la misma que se opone hoy a este otro proyecto. Los miembros de la Sociedad Nacional de Minería, que representan a los medianos y grandes empresarios mineros del país, se opusieron a la rebaja de patentes para los pequeños mineros, como también se oponen hoy a la aprobación de este proyecto de ley, porque la Sonami no representa los intereses de los pequeños y medianos mineros, sino los de los grandes mineros y empresarios. Es legítimo que lo haga; pero, a mi juicio, muchas veces los pequeños mineros no tienen una voz que los represente. Esto quedó claramente comprobado, repito, cuando en la Comisión de Minería los representantes de aquélla se opusieron al proyecto de ley de patentes mineras que beneficiaba a los pequeños mineros.


Esto corresponde a una política minera y de país que impulsa el Gobierno en beneficio de la pequeña minería y con el proyecto de ley que establece un royalty a la gran minería, con el objeto de captar más recursos desde ese sector. Creo que esto tiene coherencia. 


Por eso, pese a la difícil decisión que deberemos tomar hoy, apoyo en general la iniciativa del Ejecutivo.


Ahora, quiero referirme a un par de cosas más.


En primer lugar, agradecer al Ejecutivo que haya patrocinado la indicación que presenté junto a otros diputados para cambiar el domicilio legal de la Empresa Nacional de Minería, ya que el hecho de que la empresa se instale donde está el centro de sus actividades significará una señal clara de regionalización. 


En segundo lugar, la indicación presentada por el diputado señor Leay y otros parlamentarios al artículo 2° es, a mi juicio, claramente inconstitucional y, además, mueve al engaño, lo cual me preocupa. Sé que ésa no ha sido la intención de sus patrocinadores; no obstante, estimo que debiera revisarse, entre otras cosas, porque si en una ley se establece que “la Empresa Nacional de Minería mantendrá íntegramente las obligaciones señaladas en el decreto supremo N° 76, de 2003, del Ministerio de Minería”, bastaría que este Gobierno o el que venga más adelante derogara ese decreto para que la ley no tuviera sentido, lo que haría que la gente se sintiera engañada. Por ésta y otras razones que no alcanzo a señalar por falta de tiempo, creo que la Mesa, en uso de sus facultades, debiera declararla inconstitucional. 


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
En virtud del artículo 25 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional y compartiendo el criterio de la Comisión de Minería y Energía, declaro admisible la indicación.


Tiene la palabra el diputado señor Carlos Vilches.


El señor VILCHES.- Señor Presidente, la Cámara de Diputados está enfrentando hoy uno de los debates más importantes en relación con el sector minero, tan fundamental para la economía del país. Por tradición, Chile es un país minero y continuará siéndolo a través de los años.

El proyecto presentado por el Ejecutivo responde a un anhelado requerimiento de los parlamentarios que representamos zonas mineras, dado el alto endeudamiento que presenta la Empresa Nacional de Minería. No es algo menor hablar de una deuda de 485 millones de dólares a la fecha, porque le ha significado -entiéndase bien, porque muchos parlamentarios sólo se enteran en la Sala de esta información- un pago anual de 30 millones de dólares por concepto de intereses, deuda que tal vez ninguna empresa del Estado sirve en la actualidad. Sin embargo, como lo han señalado varios señores diputados, hay que dejar en claro que dicha deuda no se debe a una mala gestión de la empresa, sino al compromiso asumido por el país de producir cobre sin contaminar. En efecto, la inversión de 240 millones de dólares efectuadas por la Fundición Hernán Videla Lira y por la Fundición y Refinería Las Ventanas, junto a la elaboración de diversos proyectos de ingeniería y al esfuerzo de sus trabajadores, han logrado producir cobre que es exportado sin ser objetado.


Por otra parte, Hacienda, sobre la fase de una ley vigente, retiró 164 millones de dólares como anticipo de utilidades. Ése es un hecho objetivo. Si a esa cifra se suman los 240 millones de dólares invertidos para producir cobre sin contaminar, se llega a los 400 millones de dólares.


Muchas veces se confunden los roles. Debo aclarar que Enami es una empresa que está al servicio de la pequeña, mediana y gran minería, y es una de las grandes responsables de que en la actualidad nuestro país sea el principal exportador de cobre en el mundo, mientras que Codelco es la más importante productora de cobre de Chile y del mundo. Eso nos obliga a buscar una solución al problema.


A requerimiento de todas las asociaciones mineras, solicitamos al Gobierno resolver el problema de la pesada carga de 30 millones de dólares anuales que debía pagar Enami. Esto significó efectuar muchas gestiones. En reiteradas oportunidades, pedimos al Ejecutivo estudiar la posibilidad de devolver esos 164 millones de dólares, pero siempre nos contestó que no tenía los recursos para hacerlo. Entonces, fue necesario buscar otros caminos de solución.


Debo reconocer que, por primera vez, el ministro de Minería del Gobierno del Presidente Ricardo Lagos buscó una respuesta a dicha inquietud. Así, el 6 de enero de 2003 se firmó un protocolo para buscar vías de solución al endeudamiento de Enami y generar una política para la pequeña y mediana minería. Además, se envió un proyecto que plantea una solución a la deuda de la empresa.


Es difícil entender el argumento de algunos diputados que señalan que, con el actual precio del cobre, estamos ante un nuevo escenario. Eso significa desconocer las realidades del país. Las utilidades del precio del cobre se utilizan para pagar minerales, no fundiciones, cuyos ingresos los constituyen los cargos de tratamiento. En todo caso, comprendo que quienes no dominen el tema planteen argumentos que reflejen ignorancia.


(Aplausos)

Los cargos de fusión y de refinación son los que permiten la existencia de una fundición y refinería. El desarrollo del país requiere más fundiciones. Eso nos lleva a la discusión del precio que se fijó para el traspaso de la fundición y refinería Las Ventanas.


Sin duda, una fundición abastecida con concentrados y con un alto nivel de producción tiene un mayor valor; pero cuando no tiene carga, éste disminuye. Por eso, es absolutamente opinable y discutible el precio fijado, en este caso, 373 millones de dólares, más todos los valores de los metales que están en la fundición, con lo que se alcanza la cifra aproximada de 403 millones de dólares que se pagarán por este activo.


Estoy seguro de que la aprobación de este proyecto abre un nuevo camino y una nueva oportunidad para los pequeños mineros. 


Este mensaje va para todos los dirigentes de las asociaciones mineras, quienes tienen temor -han sido presionados por la Sociedad Nacional de Minería-, pues creen que se cortará la cadena productiva del servicio que presta Enami. Eso es absolutamente falso, porque se establece un contrato de maquila que permitirá a Enami seguir siendo productora y exportadora de cobre. Esa es la verdad. Con dicho contrato queda asegurado que el tratamiento de todos los minerales y concentrados serán fundidos, refinados y exportados de manera correcta.


Por eso, molestan algunas cosas que se dicen, en circunstancias de que se ha buscado una solución a un problema pendiente desde hace muchos años. Nunca pensé que se podría lograr una solución de este tipo. Por lo tanto, con mucha pasión, deseo que se apruebe el proyecto en la Cámara.


Ahora bien, en el artículo 2º tenemos una pequeña discrepancia.


El 24 de julio de 2003, el Presidente de la República firmó, en Copiapó, el decreto supremo Nº 76, del Ministerio de Minería, referido a la política de fomento para la pequeña y mediana minería. Incluso, se etableció un compromiso de inversión. Nunca habíamos logrado compromisos y recursos en un decreto supremo que garantizaran la modernización de Enami y el cumplimiento de su rol de fomento. Eso no lo habíamos logrado jamás. 


Aun cuando hubiésemos querido que eso se incluyera en el proyecto para conseguir mayor respaldo y, así, dar una respuesta efectiva a los requerimientos de los trabajadores tanto de Enami como de la pequeña y mediana minería, estoy por aprobar la indicación propuesta en la Cámara. No creo que le quite mayor efecto al decreto supremo Nº 76, pero estoy convencido de que servirá para garantizar y asegurar que estos objetivos se cumplirán.


También hay acuerdos en el sentido de que el programa de fomento que se desarrollará en los próximos años permitirá abrir nuevos poderes de compra. Así lo señalaron algunos parlamentarios que representan a la Segunda Región. La pregunta es si la División Chuquicamata de Codelco podrá abrir alguna vez un poder de compra para los pequeños y medianos empresarios. Sin duda, la respuesta es positiva.


Si Enami se libera de esta deuda, de esta “mochila” tan pesada, desarrollará mayores poderes de compra, modernizará sus plantas y seguirá siendo la principal servidora de la minería. 


Pienso que Enami debe crecer y asociarse, a fin de participar en las nuevas fundiciones y refinerías que se construirán en el país. Ése es el rol y el destino de la empresa para dar una respuesta efectiva a los requerimientos mineros.


En cuanto a la duda del diputado señor Enrique Jaramillo y de algunos dirigentes de Enami, el artículo 3º señala que se respetarán y garantizarán todos los derechos de los trabajadores, específicamente a los de la Fundición y Refinería Las Ventanas. Es lo que merecen: que se respeten todos los beneficios logrados en los últimos años. Eso se aprobará; no hay duda al respecto. 


A los dirigentes de la fundición Hernán Videla Lira, quiero decirles que tengan confianza. Si con este proyecto, que tiene un apoyo transversal, logramos que Enami se libere de esta “mochila”, de esta carga tributaria, del servicio de esta deuda tan elevada, creo que vamos a iniciar un camino distinto. Todos los mineros de Andacollo, de Diego de Almagro, del norte de Chile, van a tener un mejor servicio y una nueva oportunidad.


Si la Cámara aprueba el proyecto, dará una respuesta eficaz al nuevo escenario que vivirá el país.


He dicho.


-Aplausos.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Francisco Encina.


El señor ENCINA.- Señor Presidente, nadie desconoce el rol histórico de Enami en el fomento y apoyo a la pequeña y mediana minería.


Todos hubiésemos querido que la fundición y refinería Las Ventanas quedara en manos de esa empresa y que no se traspasara a Codelco. Sin embargo, por distintas razones -muy latas de analizar-, tanto por inversiones ambientales como por problemas de retiro anticipado de utilidades, la realidad fue más poderosa y la necesidad de traspasarla fue imperiosa. Con la deuda acumulada por la Enami, de más de 485 millones de dólares, era imposible soslayar esa medida.


En esta venta, los parlamentarios, los trabajadores de Enami y los pequeños y medianos mineros tuvimos grandes preocupaciones que es importante señalar.


En primer lugar, nuestra preocupación fue resguardar los intereses de los trabajadores. Éste es un logro importante. Debo reconocer el esfuerzo y la responsabilidad de sus dirigentes para abordar el tema y aceptar un protocolo de acuerdo que resguarda los intereses y asegura la continuidad y los derechos adquiridos de los trabajadores.


En segundo lugar, el apoyo a la pequeña y mediana minería, asegurado por el decreto supremo Nº 76, de 2003, de Minería, que aprueba una política de fomento para este sector.


Estos logros, además de asegurar la refinación del cobre producido por la pequeña y mediana minería a través de la fundición y refinería Las Ventanas, han sido fundamentales en la presentación de este importante proyecto.


En tercer lugar, conseguir un precio de venta justo. Para ello, se buscaron las mejores posibilidades de venta, y el precio está fijado por parámetros internacionales. Siempre puede haber discusión respecto de si se pudo conseguir un precio más alto; pero, en definitiva, en este traspaso se defendieron los intereses de Enami, lo que le permitirá quedar con un nivel mucho menor en la relación patrimonio-endeudamiento.


Es importante señalar que en la Comisión de Minería se vio la necesidad de asegurar el futuro de la pequeña y mediana minería. Es probable que exista un problema de constitucionalidad en las indicaciones que presentamos algunos parlamentarios a los artículos 2º y 6º del proyecto; pero nada impide aprobar el texto propuesto por la Comisión de Minería, pues permite un avance sustancial en el apoyo a la pequeña y mediana minería y en el resguardo de los intereses de los trabajadores de la Enami, que seguirán laborando en las refinerías de ésta a lo largo del país.


La Comisión ha hecho un tremendo esfuerzo. Escuchamos a los trabajadores, al Ejecutivo, a los pequeños y medianos mineros, con el objeto de elaborar un proyecto que apoyara y ayudara al desarrollo de la pequeña y mediana minería, y que será reconocido en el futuro como un paso fundamental en la solución de un problema que parecía insalvable.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la diputada señora María Eugenia Mella.


La señora MELLA (doña María Eugenia).- Señor Presidente, después del arduo trabajo realizado por los diputados en la Comisión de Minería y Energía, y también en la de Hacienda, que estudió los aspectos económicos del proyecto, se han emitido los informes que muestran a cabalidad la situación de Enami. Quiero manifestar mi satisfacción al respecto, porque ello nos permitirá tomar la decisión más correcta.


He vivido muchos años en la región y represento precisamente al distrito Nº 10, en cuya jurisdicción se encuentra ubicada la refinería Las Ventanas. He visto de cerca el significativo aporte que han hecho al país la empresa y sus trabajadores, razón por la cual quiero destacar algunos aspectos importantes que aquí no se han hecho presente.


En primer lugar, debido a las dificultades que enfrenta la empresa, parlamentarios de distintas bancadas hemos tratado de mantener su rol social de apoyo al desarrollo de la pequeña y mediana minería. Ese fue el espíritu que se tuvo en vista cuando se creó la refinería.


Se han conocido los resultados del trabajo de la refinería, que hoy se encuentra en una situación complicada. Pero ella no es consecuencia de una mala gestión, como algunos han planteado al expresar que se podría considerar como una empresa desechable, sino que, como se ha dicho, el problema de financiamiento se debe a la baja en el valor de los cargos de tratamiento, su principal fuente de ingresos.


La segunda razón que influyó en la situación de riesgo en que ha caído la empresa está relacionada con el desafío que asumió, de mejorar y cambiar infraestructuras para solucionar los graves problemas de contaminación, que estaban afectando no sólo la vida y agricultura de los habitantes del sector y alrededores, sino, también, a los propios trabajadores de la refinería, quienes, entregados a esta labor solidaria y social, exponían su salud.


A causa de esa gran inversión, que hoy es importante destacar -especialmente porque hemos visto que otras empresas, públicas o privadas, no tienen la misma sensibilidad frente al tema medioambiental y a la protección de la vida de las personas-, se produjo una situación de descalabro en la administración y gestión de Enami.


Después de analizar varias posibilidades para enfrentar el problema expuesto, como han dicho varios parlamentarios presentes, se logró encontrar una solución. Felicito al Gobierno por haber sido capaz de resolver un problema de fondo.


Además, felicito a los sindicatos de trabajadores. Estos no siempre luchan en la defensa de sus legítimas aspiraciones pensando en el bien del resto de la comunidad. Me consta que los de esta empresa pusieron la mejor disposición y flexibilidad, con el apoyo de todos los diputados preocupados del tema, para lograr firmar y aceptar los protocolos de acuerdo que permitieron, en la medida en que el Gobierno fue cumpliendo con ellos, llegar a discutir hoy el proyecto, para proceder a su posterior aprobación. Confío en que el Gobierno cumplirá con los acuerdos pendientes. El propio proyecto de ley se refiere a ellos. También valoro el compromiso contraído por la gente de Codelco, en cuanto a que, al hacerse cargo de esta refinería, no la venderá posteriormente, sino que la mantendrá para cumplir con los objetivos que hemos planteado.


Junto con mantener el espíritu que se tuvo en vista en la creación de esta empresa, nos planteamos un segundo objetivo intransable: la estabilidad de sus trabajadores. No queremos que se vean menoscabados en sus ingresos y condiciones de trabajo. Pretendemos otorgarles la estabilidad que les asegure la protección de sus familias y su desarrollo económico.


Los diputados de la bancada democratacristiana apoyaremos el proyecto, porque apunta a la solución real del problema de Enami. Confiamos en el cumplimiento de los compromisos contraídos por el Gobierno, pero seguiremos pendientes y vigilantes en la fiscalización de lo que plantea la iniciativa, más todo lo anexo que, por razones de inconstitucionalidad, no pudo ser incorporado en su texto, pero que se expresa en los protocolos de acuerdo. Nos alzaremos como garantes y defensores de que esos compromisos se cumplan. Los trabajadores, los pequeños y medianos mineros deben tener la certeza de que lo vamos a hacer.


No creo que una situación de este tipo se pueda solucionar a través de licitaciones, en las que entra a regir solamente el mercado, que suele ser muy injusto cuando existen condiciones en las que está de por medio la realidad social de una actividad productiva y la situación laboral de los trabajadores. Aquí existe una responsabilidad del Estado, y me parece importante que él la asuma y se haga cargo de adquirir esta empresa y de mantener su rol social y la defensa de sus trabajadores.


He dicho.


-Aplausos.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Pido el asentimiento de la Sala para ampliar el debate hasta las 13.00 horas, porque aún quedan varios diputados inscritos para intervenir. El propio diputado informante no ha tenido la posibilidad de participar en el debate.


El señor BURGOS.- No tengo inconveniente en acceder a lo planteado, pero advierto que en el segundo lugar de la Tabla se encuentra un proyecto que también le interesa mucho a los chilenos, referido a la ley de control de armas.


¿Podré informar sobre él si se accede a la petición de ampliar el debate del proyecto en discusión?


El señor HALES (Vicepresidente).- 
No alcanzaremos a tratar el segundo proyecto. Aunque cerráramos el debate ahora, correspondería realizar las votaciones sobre el proyecto de ley que estamos tratando y, en ningún caso, veríamos el proyecto de ley sobre control de armas. De manera que quedará para la Tabla de la sesión del próximo martes.


El señor BURGOS.- Señor Presidente, entonces amplíe el debate por el tiempo que sea necesario.


El señor HALES (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para ampliarlo hasta las 13 horas?


Acordado.


Tiene la palabra el diputado Antonio Leal.


El señor LEAL.- Señor Presidente, quiero responder algunas de las inquietudes que se han planteado.


En primer lugar, señalar que la deuda se configuró, como muy bien lo ha dicho el diputado señor Leay en su informe, porque se realizaron retiros anticipados de la empresa por parte del Estado y porque se hizo una gigantesca inversión que, por lo demás, las comunidades de Copiapó y la cercana a la fundición y refinería de Las Ventanas siempre exigieron. El costo de esto lo asume la Empresa Nacional de Minería.


En segundo lugar, quiero responder a lo que me planteaba ayer el diputado señor Tuma -desgraciadamente no se encuentra presente- cuando decía que el problema estaba en que el Estado devuelve los retiros anticipados a través del fomento. Quiero decir a todas las personas que piensan como el diputado -que no conocen esto- que, en definitiva, los mineros devuelven en forma oportuna la plata que se ocupa en fomento. Lo planteábamos ayer en la Comisión de Minería y Energía, cuando se buscaba una fórmula para alargar los plazos de pago: los pequeños mineros son los mejores pagadores que existen en este país, pues cuando llevan el cobre a la refinería, se les realizan los descuentos de manera automática.


Por lo tanto, no es cierto que el retiro anticipado se devuelva en fomento, porque cuando el cobre está en un precio menor a los 85 centavos de dólar, el Estado entrega un préstamo a la pequeña y mediana minería, que comienza a pagarse cuando el mineral alcanza una cifra superior a los 90 ó 95 centavos de dólar. De manera que quiero despejar este hecho y decir que aquí hubo retiros anticipados, pero no tiene nada que ver con el fomento.


En tercer lugar, ha habido distintas fórmulas para abordar este tema. Alguien planteó que lo ideal habría sido que el Estado devolviera los 164 millones de dólares de retiro anticipado y colocara los 150 millones de la misma moneda que se ocuparon en el saneamiento ambiental de la fundición y refinería. Sin embargo, esta era una solución inviable de acuerdo con los estudios del Ministerio de Hacienda.


Cuando los parlamentarios, a través de los presidentes de las comisiones de Minería y de Hacienda, firmamos este protocolo en conjunto con los ministerios de Hacienda y Minería y las empresas, en el fondo, se acordó una fórmula, que no gusta a toda la gente involucrada en el tema, que consiste en traspasar la refinería Las Ventanas de Enami a Codelco. La aprobamos, porque es la única que permite sacar a Enami la gigantesca mochila de 480 millones de dólares que la empresa tiene. Vale decir, si no sanea su deuda, se transformará en una empresa inviable, además de pagar 30 ó 40 millones de dólares anuales de interés en servicio de la deuda. En consecuencia, dimos este paso porque estamos convencidos de que es la única posibilidad de resolver el tema.


En cuarto lugar, el precio no lo han fijado los parlamentarios. Digo esto, porque hace pocos días un supervisor hacía declaraciones en un diario de Atacama, sosteniendo poco menos que el precio lo habían fijado el diputado señor Vilches y quien les habla. El precio se fijó entre las dos empresas, después de sendos estudios de consultoras externas, en un determinado valor y nos hemos atenido a él tal cual llegó el proyecto de ley al Congreso Nacional. No se puede modificar por los parlamentarios, puesto que corresponde a un estudio y a un acuerdo firmado entre Enami y Codelco.


Ahora, se firmó este protocolo que establece muchas cosas importantes, como garantías para los trabajadores. Los que se encuentran en tribunas han apoyado esta fórmula, entre otras cosas, porque han visto coherencia en el cumplimiento del protocolo. También se dispone del aval del Estado al conjunto de la deuda, particularmente aquella parte que no se cubre con el traspaso de la refinería desde Enami a Codelco -alrededor de 75 millones de dólares- y que hemos logrado en el debate, con el apoyo del ministro señor Dulanto, quien jugó un rol muy importante y muy significativo 
-aplaudo su actitud- en términos de lograr que el Estado avale el conjunto de la deuda. Con ello la Empresa Nacional de Minería queda garantizada en su deuda, es decir, en los 75 millones de dólares que restan entre el precio del traspaso de la refinería y la deuda global.


Hay otros temas planteados en el protocolo, como el de las garantías de los trabajadores.


Hay un tema contemplado en el Nº 7 del protocolo, que se entiende que debe estar considerado en la ley. Y por esa razón lo firmamos. Éste es un alegato que quiero hacer a favor de las indicaciones que presentamos en la Comisión de Minería y que posteriormente fueron suprimidas por el Ejecutivo en la Comisión de Hacienda, porque los diputados de esa comisión no tenían la suficiente información sobre qué estamos hablando. El Nº 7 del protocolo señala explícita y claramente que en la ley debe estar contenida la garantía de que el Estado avalará las inversiones de ampliación de las plantas de tratamiento y de la fundición de Paipote. Eso no sólo figura en el protocolo sino también en el decreto presidencial Nº 76, del Presidente Ricardo Lagos, en el que se establece que el Estado es aval de las deudas que se contraigan para ampliar las plantas de tratamiento y la fundición de Paipote. Esto es muy importante. No basta que el precio del cobre esté a 1,30 dólar la libra.


En Atacama, señor ministro, la pequeña minería no se ha reactivado debido a muchos factores. Una vez que se despache este proyecto tendremos que discutir con el vicepresidente ejecutivo de la Enami, don Jaime Pérez de Arce, el tema de los cargos por tratamiento y el problema de las deudas.


Si no se amplían las plantas de tratamiento, como se está haciendo con la de Salado, en virtud de un acuerdo del directorio que preside el ministro, la pequeña minería no podrá procesar los minerales de baja ley. Por tanto, el artículo 7º es clave, ya que es parte del protocolo de acuerdo. En él se establece que el Estado garantizará las eventuales deudas que se contraigan, en la perspectiva de cumplir con el protocolo y con el decreto presidencial.


Sin duda para la Enami es muy complejo que la Fundición y Refinería Las Ventanas no siga formando parte de sus activos productivos. Digamos la verdad. Las Ventanas es el principal activo productivo de la Enami. Antes de traspasar la propiedad de Las Ventanas para pagar la deuda -con lo cual estamos de acuerdo- se debe establecer un compromiso en términos de potenciar el resto de los activos de la Empresa Nacional de Minería a fin de que ésta siga operando. Si se amplía la Fundición Hernán Videla Lira, de Paipote, se podrán potenciar los activos que quedan en la Enami; de lo contrario, ésta no podrá cumplir con su rol de fomento a la pequeña y mediana minería.


Muchos de nosotros -lo hemos conversado con los diputados Vilches, Leay, Mora, Mulet, Valenzuela y González y con la diputada Laura Soto- queremos que Chile exporte más cobre refinado que cobre concentrado, porque eso le da mayor valor agregado a la producción de la industria minera. Por eso queremos que se amplíe la fundición de Paipote.


Debo aclarar que el artículo 7º de manera alguna puede ser considerado inconstitucional. Lo que hace simplemente es decir que el inciso segundo del artículo 6º que introdujo el Ejecutivo se plasma de la misma manera como se establece en el decreto supremo Nº 76.


Por eso, pido a la Sala que vote el proyecto tal como fue aprobado en la Comisión de Minería y que rechace las dos indicaciones de la Comisión de Hacienda. La Comisión de Minería llegó a las conclusiones que se establecen en el proyecto luego de estudiarlo durante ocho meses, lapso en el que escuchó a todo el mundo. Pido a todas las bancadas, incluyendo a la mía, que apoyen el proyecto, tal como salió de la Comisión de Minería y como lo relató con absoluta claridad el diputado Cristián Leay.


Agradezco a los sindicatos de la Enami la madurez política y gremial que han tenido para tratar este tema y los felicito por esa actitud que ennoblece a nuestro mundo sindical.


He dicho.


-Aplausos.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado Cristián Leay.


El señor LEAY.- Señor Presidente, ya expresé que votaré favorablemente a este proyecto, pero ello no me impide analizar de porqué estamos en esta situación.


Muchas veces, la gente olvida que la Enami ha sido una empresa que hecho un gran aporte al desarrollo de Chile. Si uno analiza su comportamiento desde la década del 60, se da cuenta que ha generado oportunidades de trabajo y de desarrollo de la pequeña y mediana minería, lo que ha sido un gran aporte para nuestro desarrollo.


Hay opiniones en cuanto a que la pequeña y mediana minería no tienen futuro y que es puro cargo. ¡De qué hablan! ¡Cómo se desconoce la influencia que ellas tienen en muchas zonas del norte! Y seguirá siendo un gran aporte no sólo en divisas para el Estado, sino en trabajo para los chilenos. Es una fuente laboral imprescindible.


Me da pena lo que estamos haciendo hoy. No nos felicitemos por estar entregando un activo. Lo que Enami está haciendo es desprenderse de algo que no quiere entregar. Nos estamos desprendiendo de su principal activo por razones financieras y no por un sentido estratégico del país, en cuanto a fortalecer cada día más a empresas productivas como ésta. Esto no ha sido producto del azar, como aquí se ha dicho. Aquí ha habido errores de administración. Todos sabemos que los errores tarde o temprano se pagan.


Escuchaba a la diputada señora Mella decir que la Enami ha tenido un sentido de responsabilidad con la ciudadanía, en cuanto a la salud, ya que ha hecho inversiones medioambientales. Eso es correcto. Pero me imagino que dichas inversiones se hicieron sobre supuestos de ingresos. Porque no creo que alguien pretenda realizar inversiones si no sabe de dónde va a sacar el dinero. Cuando se gerentea una empresa, obviamente hay una proyección de inversiones tanto para el desarrollo como respecto del medio ambiente, a fin de cumplir con las leyes. Ello se hace en relación con los ingresos. ¿Qué sucedió aquí? Se equivocaron al calcular los supuestos ingresos y en las proyecciones del mercado. A eso se sumó un retiro anticipado de utilidades que, a mi juicio y según un informe de un destacado profesor de derecho administrativo, Eduardo Soto Kloss, fue ilegal, un abuso administrativo.


Entonces, hoy estamos traspasando la fundición y la refinería Las Ventanas por errores que no son de los trabajadores. Más aún, el esfuerzo para bajar costos y ser competitiva, habla muy bien de ellos, y, para ser justos, también habla de una buena administración. Reconozco que la última administración ha sido correcta y que el esfuerzo hecho por los trabajadores ha sido el de siempre: un aporte importante. Como consecuencia de los errores de quienes anteriormente administraron mal la empresa, hoy Enami se debe desprender de su principal activo. Y alguien tiene que responder de esto, porque aquí nadie se ha referido a este hecho. Todos hablan de las soluciones futuras. Pero para ser justos y transparentes, se deben reconocer los errores para que no se vuelvan a repetir.


Apoyo el proyecto porque es la solución para paliar la deuda que tenemos; está bien encaminado. En la Comisión teníamos dudas, por lo cual fue muy debatido, lo que permitió introducirle indicaciones que garantizaran ciertos elementos que, para nosotros, como comisión, son básicos. En primer lugar, y condición sine qua non, que Enami siga haciendo un aporte sustancial a la pequeña y mediana minería y, en segundo lugar, darle viabilidad a la Enami que queda.


En mi discurso señalé que tenemos una legítima preocupación, porque sería una irresponsabilidad del Congreso Nacional aprobar un proyecto para que el día de mañana, el 2006, 2007 o la fecha que sea, se presente otro proyecto que establezca que se debe vender la Enami, porque está quebrada. Eso sería una irresponsabilidad respecto del país y de un sector productivo que le ha aportado mucho.


Por eso, a través de los artículos 2º y 7º del proyecto, hemos hecho un aporte a la pequeña minería y al desarrollo de la Enami. Nos interesa Enami; nos interesa su futuro; nos interesa que sea una empresa eficiente, que siga aportando a este país, lo cual mucha gente desconoce. En eso se centró el esfuerzo de la Comisión de Minería. Con su aporte estamos logrando un proyecto de futuro para Chile, para la Enami y para la pequeña y mediana minería.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra, por dos minutos, el diputado señor Robles.


El señor ROBLES.- Señor Presidente, es poco lo que se puede decir en dos minutos respecto de lo que planteamos en la Comisión de Minería. Pero hay dos temas fundamentales y que deben quedar claros.


Más que defender a una empresa, debemos defender el desarrollo de la pequeña y mediana minería. En ellos debemos poner énfasis, pero también en esa empresa, en tanto les presta servicios. Por eso, tenemos que defender a la Empresa Nacional de Minería, considerando ese objetivo. Para ello, tiene que ser viable en términos financieros.


Lo que hoy ocurre es algo que ninguno de nosotros quería que ocurriera. Sin embargo, hay dos elementos a considerar para aprobar el proyecto: primero, que Enami quede financieramente habilitada para solucionar sus problemas y, segundo, que el traspaso de Las Ventanas en ningún caso signifique la privatización de esa fundición y refinería. Y esto lo consigue el proyecto, asegurando que el traspaso de Las Ventanas es entre empresas del Estado. Las Ventanas sigue siendo una empresa del Estado. Para nosotros eso es fundamental, porque su labor seguirá sirviendo a todos los chilenos.


Por otro lado, con los artículos que fueron indicados en la Comisión de Minería, a la Enami se le permite asegurar no solamente su viabilidad financiera, sino que también asegurar en la ley que el compromiso suscrito por el Gobierno de la Concertación con los pequeños y medianos mineros se cumplirá efectivamente, en el sentido de mantener el fomento y desarrollo de la Empresa Nacional de Minería en su beneficio.


Este proyecto no tiene otro sentido que trabajar por la pequeña y mediana minería, por aquellos que hoy están reactivando el sector económico en la Tercera Región. 


Por eso, anuncio que la bancada radical va a aprobar este proyecto emanado de la Comisión de Minería y Energía. 


He dicho.


-Aplausos en las tribunas.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Como, por desgracia, ha terminado el tiempo destinado a la discusión del proyecto y se encuentran inscritos los diputados señores Exequiel Silva, Rodrigo González, y la diputadas señoras Laura Soto y Adriana Muñoz -cometí el inexcusable error de no mencionar a esta última en mi intervención, sus señorías pueden solicitar la inclusión de sus discursos. 


El señor SILVA.- Señor Presidente, pido la palabra para plantear un punto de Reglamento. 


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra su señoría.


El señor SILVA.- Señor Presidente, sé su señoría es uno de los autores de la indicación al artículo 2º -lo hemos conversado-, pero en la Comisión de Hacienda tuvimos un criterio distinto al de la de Minería y Energía, en particular respecto de los artículos 2º y 7º.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Perdón señor diputado, no está planteando un punto de Reglamento.


El señor SILVA.- Señor Presidente, voy a explicar por qué voy a pedir el pronunciamiento de la Mesa sobre la materia.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Ya di a conocer el pronunciamiento de la Mesa, pero su señoría no estaba en la Sala en ese momento.


Le ruego que termine su intervención.


El señor SILVA.- Señor Presidente, usted sólo se pronunció sobre el artículo 2º.


Decía que la Comisión tuvo un criterio distinto en relación con los artículos 2º y 7º. La indicación presentada por usted y otros diputados, a juicio de la Comisión de Hacienda -por esa razón aprobamos la indicación del Ejecutivo-, es claramente inconstitucional, ya que amplía una garantía que entrega el Estado a la pequeña y mediana minería.


Según el artículo 62 de la Constitución Política de la República, la administración financiera del Estado es facultad exclusiva del Presidente de la República. Por eso, más allá del tema de fondo mencionado por su señoría, en cuanto al protocolo firmado, al presentar esta indicación el Congreso Nacional ha excedido sus facultades.


Estoy a favor del proyecto, en general, y de que la Enami resuelva sus problemas, pero la indicación propuesta es claramente inconstitucional y, por eso, solicito el pronunciamiento de la Mesa al respecto.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- En virtud del artículo 25 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional declaro admisible la indicación. Además, me atengo al acuerdo unánime de la Comisión de Minería.


Tiene la palabra el ministro de Minería, señor Alfonso Dulanto.


El señor DULANTO (ministro de Minería).- Señor Presidente, he llegado a este hemiciclo con el convencimiento de que estamos viviendo un momento histórico. Nunca antes en nuestra historia -hay que decirlo claramente- se había dado un impulso tan decisivo a la actividad que desarrolla un importante grupo de compatriotas en gran parte del norte y del centro. Lo que hoy estamos logrando con el apoyo de todos los diputados presentes es la consolidación definitiva y trascendente de una política de Estado en favor de la pequeña y mediana minería.


Históricamente, el país ha estado vinculado a la minería. La pequeña y mediana minería es una actividad que involucra a miles de chilenos. Entonces, la pregunta obvia es saber cómo generamos los instrumentos que les permitan continuar con su ocupación ancestral que, más allá de consideraciones económicas, marca nuestra cultura y nuestro modo de ser.


El Gobierno y la mayor parte de los ciudadanos han adquirido un claro compromiso con el sector. En este marco, quiero explicar, brevemente, que al momento de asumir como ministro de Minería, en enero de 2002, me encontré con que la pequeña y mediana minería tenían pendientes una serie de problemas muy importantes. Como sabemos, esta actividad está estrechamente ligada a la Empresa Nacional de Minería, Enami, empresa fundada en 1960, con el objetivo central de fomentar, precisamente, el desarrollo del sector. Los problemas pendientes al asumir el Ministerio de Minería se relacionaban, en primer lugar, con el hecho de que no existía ni había existido nunca una política de largo plazo, con reglas del juego claras, para el sector. En segundo lugar, se requería aplicar una reingeniería al fomento del sector por parte de la Enami. En tercer lugar, -es lo estamos discutiendo- la empresa acarreaba un fuerte y crítico endeudamiento, con las consecuencias que de ello se derivan.


Este período de dificultades financieras que ha afectado a la Enami se ha prolongado más de lo que cualquiera de nosotros hubiera querido. Si bien no voy a mencionar las causas de esta situación, me parece necesario hacerme cargo de algunos comentarios expresados en la Sala.


En primer lugar, como ya se dijo, los ingresos de la refinería se determinan según los denominados cargos de tratamiento. En los últimos 4 ó 5 años el mercado mundial ha registrado los cargos de tratamiento más bajos de la historia, lo que ha traído como consecuencia que las 96 fundiciones existentes en el mundo tengan problemas financieros.


En segundo lugar, la aprobación de una ley ambiental hizo necesario realizar inversiones en las fundiciones de Paipote y Las Ventanas, por un total que supera los 200 millones de dólares, lo que significó el endeudamiento de la empresa. Diría que, en general, ésas han sido las dos razones más importantes por las cuales la empresa ha llegado a la situación actual.


Quiero ser enfático al señalar que esto no tiene que ver con la administración. Si bien es un argumento válido el retiro anticipado de utilidades por 164 millones de dólares, hay que recordar que el Gobierno aportó 150 millones de dólares para sustentar la actividad de fomento de la pequeña y mediana minería en ese mismo período. Es decir, se retiraron 164 millones de dólares como utilidades anticipadas y, al mismo tiempo, el fisco aportó 150 millones de dólares. Por tanto, no atribuiría los problemas financieros de la Enami al retiro de los 164 millones de dólares.


Como Gobierno, nuestra obligación es avanzar y encontrar un solución al problema. Hoy tenemos un horizonte claro y contamos con las herramientas que nos permiten dar una clara señal de apoyo al sector. La pregunta, entonces, es cómo enfrentamos el escenario.


Quiero recordar que a comienzos del actual Gobierno, el año 2000, junto con los ejecutivos y trabajadores de la Enami -mucho de los cuales nos acompañan en las tribunas-, se inició un proceso destinado a generar condiciones de competitividad para el sector similares a las que tiene la gran minería del cobre. El Gobierno ha señalado -debo repetirlo en forma clara- que, desde el punto de vista de la política del Estado, es un error pensar que sólo la gran minería implica progreso para el país.


Como política minera, es fundamental concentrar más a la Enami y modernizar sus plantas. Ello es parte de un acuerdo sobre política de fomento aprobado en 2002 por todos los integrantes del directorio de la empresa, entre los cuales hay representantes del sector privado.


En ese contexto, siguiendo un orden cronológico, el 6 de enero de 2003, los ministros de Minería y de Hacienda y los presidentes de las comisiones de Minería de la Cámara de Diputados y del Senado suscribieron un protocolo de acuerdo minero que estableció -es importante decirlo para determinar si se ha cumplido- nueve puntos fundamentales.


El primero se refiere a la adopción de las medidas necesarias para mejorar la situación financiera de la Enami, que es lo que estamos discutiendo en esta sesión.


El segundo dice relación con la necesidad de implementar cambios en la organización de la Enami para reducir los costos de operación y los gastos de administración. Para estos efectos, ya se han implementado algunas medidas, las cuales han permitido que hoy los costos de operación de la empresa hayan bajado de manera significativa.


El tercero se refiere al envío, durante el primer semestre de 2003, de un proyecto de ley que autoriza a la Enami para transferir a Codelco la Fundición y Refinería Las Ventanas. Como todos sabemos, el proyecto fue enviado en julio, y hoy se está discutiendo en esta Sala.


El cuarto tiene que ver con la seguridad y estabilidad laboral de los trabajadores de Las Ventanas. Ello está contemplado en el artículo 3º del proyecto en debate; además, fue ratificado en un protocolo de acuerdo firmado por los presidentes ejecutivos de la Enami y de Codelco y por los dirigentes sindicales de la Fundición y Refinería Las Ventanas. En consecuencia, este punto está plenamente garantizado.


El quinto establece la necesidad de conservar la capacidad de la refinería de procesar los productos provenientes de la pequeña y mediana minería una vez que pase a manos de Codelco. A este respecto se han suscrito todos los contratos comerciales necesarios para garantizar a la pequeña y mediana minería que podrá procesar todos sus minerales en términos comerciales, después de efectuado el traspaso.


El sexto -muy importante- da cuenta de un compromiso asumido por el Ejecutivo en orden a fijar, mediante decreto supremo, una política de fomento minero. Dicho decreto fue promulgado el año pasado por el Presidente de la República en la fundición de Paipote.


El octavo establece que el precio de venta de la Fundición y Refinería Las Ventanas debe fijarse de acuerdo a su valor de mercado. Eso se logró, tal como se ha reiterado en forma insistente en esta sesión. No tenemos dudas respecto de que el precio acordado corresponde al valor de mercado de la refinería y que salvaguarda los intereses de las dos empresas.


El noveno se refiere al compromiso asumido por las comisiones de Minería de la Cámara de Diputados y del Senado para apoyar los trámites legislativos que permitan materializar las medidas contenidas en el protocolo de acuerdo, una de las cuales es el traspaso de Las Ventanas, materia que está en discusión hoy día.


En resumen, los nueve puntos del protocolo establecen reglas de largo plazo para el sector, seguridad laboral para los trabajadores de Las Ventanas y, naturalmente, una solución para los problemas de pasivo de la empresa.


Como ya señalé, resulta fundamental para el sector contar con reglas claras a futuro. Por lo demás, nunca antes en la historia del país las ha tenido. Por esta razón, en julio del año pasado, el Presidente de la República firmó el decreto mediante el cual se promulgó una política de fomento del sector hacia futuro. Además, se comprometió, como Gobierno, a entregar los recursos financieros para hacer posible su implementación. Nada habríamos sacado con haber dictado un buen decreto si esos recursos no hubieran estado disponibles para impulsar las medidas que allí se contienen.


Insisto: esta política es única en toda nuestra historia minera y corresponde a un antiguo anhelo. Por eso, aprovecho esta oportunidad para agradecer el apoyo de distintos parlamentarios, en especial los de la Tercera Región, que están vinculados fuertemente con la pequeña y mediana minería; de los ejecutivos y trabajadores, algunos de los cuales nos acompañan; de las asociaciones mineras y de todos quienes ofrecieron su disposición para avanzar en este tema.


Con este decreto -es importante subrayarlo, pues no se ha hecho con la suficiente claridad- se establece un presupuesto de 8 millones de dólares anuales, que serán destinados al fomento de la pequeña y mediana minerías. El presupuesto de la nación siempre contempló recursos para dichos programas, que se canalizaban a través de la Enami. Sin embargo, esos montos variaban año a año y no teníamos seguridad sobre ellos. Ahora, podemos garantizar la existencia de esa cantidad para el fomento de la pequeña y mediana minerías.


Además, una parte importante del decreto se refiere a los planes de mejoría en la gestión de la Enami, los que, como señaló un señor diputado, ya comenzaron a ejecutarse. Así, se contempla una inversión de hasta 8 millones de dólares para modernizar las plantas de la empresa, y, en forma separada, todos los beneficios necesarios para hacer posible que los precios de sustentación de la pequeña y mediana minerías puedan funcionar. Estos dineros son independientes de los 8 millones de dólares destinados a fomento y de igual cantidad asignada a inversión. Todo esto es clave para hacer viable la actividad del sector.


Promulgada la política de fomento mediante el decreto supremo a que he hecho referencia, sólo faltaba hacerse cargo de la situación financiera de la Enami. En diversas reuniones sostenidas con diferentes sectores ligados a la minería a lo largo de todo el país -se trató de un trabajo de prácticamente un año-, informamos a cada uno de ellos respecto de las medidas que estaba ideando el Gobierno a fin de sanear la situación económica de la empresa, las que señalaron en forma unánime que el único camino para asegurar el fomento de la pequeña y mediana minerías era que Enami continuara en propiedad del Estado. Si bien no todas las asociaciones mineras estuvieron de acuerdo en la venta, sí hubo consenso en ese punto.


El conjunto de medidas señaladas en el protocolo garantiza la viabilidad financiera de la Enami. Se han entregado algunas cifras relacionadas con ese aspecto tomando en cuenta los próximos diez años, pero ellas difieren de las nuestras, que hicimos públicas y entregamos a la Comisión de Minería de la Cámara hace bastante tiempo. Me da la impresión de que la diferencia fundamental proviene de la proyección de las hipótesis de cargo de tratamiento. Éstas, que son los ingresos fundamentales de fundición, corresponden a las estimaciones del Comodities Research Unit, CRU, la única organización internacional que tiene voz autorizada en el tema.


Es mi deber informar que durante 2003 se dio cumplimiento, una vez más, a todos los compromisos asumidos el año pasado. El único tema que quedó pendiente fue la aprobación del traspaso de Las Ventanas.


No queremos que la Enami se mantenga, como ha sucedido en los últimos años, con un pasivo que anualmente origina pérdidas que el país no puede resistir más. Esto no le conviene al Estado, a la empresa, a sus trabajadores ni a la pequeña y mediana minería. Por eso, nos parece decisivo avanzar en esta materia, porque con una deuda de 480 millones de dólares y en un escenario de tasas de interés internacionales -al revés de lo que se señaló en esta Sala- que van a subir en los próximos meses, nos parece extremadamente urgente dar solución definitiva a este problema, ojalá ahora, porque de lo contrario el día de mañana, de una u otra forma, seremos responsables de los mayores gastos que signifiquen no haber tomado una decisión oportuna. 


Hoy es nuestra obligación mirar el futuro de la industria y aportar seriamente para que la minería continúe siendo parte fundamental de la construcción del país. 


Por ello, de acuerdo con el cronograma establecido en el protocolo con el Congreso Nacional en julio del año pasado, una vez más se presentó a la Cámara de Diputados el proyecto de ley que autoriza este traspaso. En él se señala que Codelco y Enami deberán suscribir todos los convenios que sean necesarios -ya están suscritos- para la contratación a precios de mercado de los servicios que le preste el día de mañana la Fundición y Refinería Las Ventanas a la Enami, y se asegura el cumplimiento pleno de la Enami en sus labores de fomento a la pequeña y mediana minería. 


Asimismo, el proyecto establece que Codelco no podrá transferir o dar en aporte a terceros todo o parte de Las Ventanas sin autorización legal previa que se dé para este efecto. 


Es muy importante destacar que el traspaso de la Fundición y Refinería Las Ventanas a Codelco se realizará a un precio de mercado consensuado entre ambas empresas, luego de que fuera aprobado por los directores a fines de septiembre del año pasado. Ya se dijo acá, pero lo repito: se considera un precio de 373 millones de dólares, al cual se agrega una cifra superior a los 30 millones por efecto del stock de cobre que está en la planta y que en el momento del traspaso va a recoger la Enami. Con esta fórmula, Codelco no se va a ver afectada en su rendimiento ni tampoco la Enami será disminuida. En definitiva, se logra un precio conforme a mercado y realista, por lo que la venta de este activo se hace en los términos que corresponden. 


También quiero mencionar que el proyecto asegura plenamente a los trabajadores de Enami, que se desempeñan directamente en la Fundición y Refinería Las Ventanas, la vigencia plena de sus derechos laborales, tanto en el artículo 3º como a través de un protocolo específico que se firmó para estos efectos. 


En noviembre pasado se inició la tramitación de esta iniciativa que permite traspasar la indicada fundición. 


Es necesario recordar que en ese período, junto con habernos reunido con los actores del sector, también tuvimos conversaciones extremadamente interesantes en este Congreso Nacional. 


Sin duda, las reuniones en la Comisión de Minería de la Cámara de Diputados enriquecieron el proyecto enviado por el Ejecutivo, ya que, a raíz de ellas, el Ejecutivo formuló tres indicaciones adicionales. 


El trabajo se basó en los consensos más que en las diferencias. En ese sentido agradecemos los aportes hechos por los diputados.


El proyecto llega a la Sala con el apoyo de todos los sectores políticos de las comisiones de Minería y de Hacienda de la Cámara. Ello no hace más que reforzar firmemente nuestra creencia en la pequeña y mediana minería. 


Hoy estamos llegando a una etapa definitiva en la solución financiera de los pasivos. 


Hemos señalado que la Enami se mantendrá como propiedad del Estado y que será aún más eficiente, porque pese a que algunas voces minoritarias sugirieron la privatización, eso no es lo que el país ni lo que el sector quiere, ni creemos que sea la solución al problema. Esta iniciativa, que da garantías a todos los sectores, resuelve el problema. 


Finalmente, debo decir que durante largo tiempo muchos pensaron que el mercado condenaba inexorablemente a la pequeña y mediana minerías a desaparecer. El mercado resuelve determinados temas, otros requieren políticas públicas que hablen del interés superior del país, el que, en este caso, dice que el pequeño y mediano minero deben subsistir y permanecer gracias a los esfuerzos que estamos haciendo. Y lo que es más, devolver la contribución que históricamente la Enami le ha hecho al país. No debemos olvidar que durante toda su existencia esa empresa le ha entregado cuantiosos recursos.


Por su parte, hoy la Enami está empeñada en un proceso de mejoramiento de su gestión para responder a las nuevas exigencias. En los últimos años, ha aumentado su productividad en más del 50 por ciento. Estoy consciente de los esfuerzos realizados por los ejecutivos y trabajadores para racionalizar y aumentar los niveles de productividad.


Hoy el Gobierno está comprometido a apoyar al sector. Reiteramos: hemos cumplido todo lo agendado y consensuado el año pasado con el Congreso Nacional.


Antes de terminar, quiero decir que nos asiste la convicción de estar avanzando en el sentido correcto en el cumplimiento de la agenda. Por ello, solicitamos a la honorable Cámara de Diputados la aprobación de este proyecto.


Muchas gracias.


-Aplausos.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Cerrado el debate.


En votación general el proyecto de ley que autoriza a la Empresa Nacional de Minería para transferir a la Corporación Nacional del Cobre de Chile la Fundición y Refinería Las Ventanas.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 76 votos; por la negativa, 2 votos. Hubo 3 abstenciones.


El señor LEAL (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Araya, Bauer, Bayo, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Carabal (doña Eliana), 
Cardemil, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Delmastro, 
Dittborn, Egaña, Encina, Espinoza, Forni, Galilea (don Pablo), Girardi, González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, 
Hernández, Hidalgo, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Kuschel, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), 
Longton, Melero, Mella (doña María 
Eugenia), Meza, Mora, Moreira, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Recondo, Robles, Rojas, Saffirio, Salas, Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Vargas, Venegas, Vilches, Villouta, Von 
Mühlenbrock y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

García-Huidobro y Molina.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Barros, Díaz e Ibáñez (don Gonzalo).


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Por no haber sido objeto de indicaciones, se declaran aprobados los artículos 1º, 3º, 4º, 5º, 6º, 8º y 1º, transitorio.


Corresponde votar en particular el proyecto.


En votación la indicación de la Comisión de Hacienda para suprimir los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 2º.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 19 votos; por la negativa, 58 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Rechazada.

Por lo tanto, el artículo 2º queda aprobado en los términos despachados por la Comisión de Minería.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Araya, Burgos, Caraball (doña Eliana), Jaramillo, Mella (doña Maria Eugenia), Meza, Mulet, Ojeda, Olivares, Ortiz, Perez (don José), Saffirio, Salas, Silva, Tapia, Tohá (doña Carolina), Tuma, Venegas y Walker.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Barros, Bauer, Bayo, Bertolino, Bustos, Cardemil, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Errázuriz, 
Espinoza, Forni, Galilea (don Pablo), 
García-Huidobro, Girardi, Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), 
Jarpa, Jeame Barrueto, Kuschel, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Longton, Melero, Molina, Moreira, Muñoz (don Pedro), 
Muñoz (doña Adriana), Norambuena, 
Palma, Pérez (don Aníbal), Pérez (don 
Ramón), Pérez (doña Lily) Pérez (don 
Víctor), Recondo, Robles, Rojas, Seguel, Soto (doña Laura), Tarud, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Vargas, Vilches y Von 
Mühlenbrock.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
En votación la indicación de la Comisión de Hacienda para suprimir el artículo 7º.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 13 votos; por la negativa, 55 votos. Hubo 1 abstención.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Rechazada.

Por tanto, el artículo 7º queda aprobado en los términos despachados por la Comisión de Minería.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Araya, Burgos, Caraball (doña Eliana), Jaramillo, Mella (doña María Eugenia), Mora, Mulet, Ojeda, Olivares, Ortiz, Pérez (don José), Saffirio y Silva.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Álvarez, Barros, Bauer, Bayo, Bertolino, Bustos, Cardemil, Cristi (doña María 
Angélica), Cubillos (doña Marcela), 
Delmastro, Dittborn, Egana, Encina, 
Errázuriz, Espinoza, Forni, Galilea (don Pablo, García-Huidobro, Girardi, González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez 
(doña Carmen), Jarpa, Jeame-Barrueto, Kuschel, Leal, Leay, Letelier (don Juan 
Pablo), Longton, Melero, Molina, Moreira, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Norambuena, Pérez (don Aníbal, Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don 
Víctor), Recondo, Robles, Rojas, Seguel, Tarud, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Vargas, 
Venegas, Vilches, Von Mühlenbrock y Walker.

-Se abstuvo la diputada señora Soto 
(doña Laura).


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Despachado el proyecto.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO

ESTUDIO PARA LA ADECUACIÓN DE LA ACTUAL LEGISLACIÓN SOBRE EL USO DEL ESPECTRO RADIOFÓNICO. (Votación)


El señor HALES (Vicepresidente).- 
A continuación corresponde votar, por última vez, el proyecto de acuerdo N° 400, en que se solicita efectuar estudios y aplicar las medidas necesarias para adecuar la legislación que rige a las radios comunitarias en el uso del espectro radiofónico, pendiente de la sesión anterior.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 28 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Rechazado por falta de quórum.

GRATUIDAD EN EL CONSUMO DE AGUA POTABLE PARA LOS CUERPOS DE BOMBEROS.


El señor HALES (Vipresidente).- 
El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo N° 401, de los señores Ortiz, Egaña, Tapia, Norambuena, Ulloa, 
Ojeda, Jarpa, Quintana, Sánchez y Masferrer.

“Considerando:


Que las empresas sanitarias han empezado a cobrar a los cuerpos de bomberos de Chile el agua potable que su personal consume en sus cuarteles y en el ejercicio de sus funciones, lo que, incluso, según se ha anunciado, podría extenderse al consumo de agua en los grifos que Bomberos utiliza para sus ejercicios y aseo del material.


Que esta situación ha adquirido especial importancia como consecuencia de los avisos de cobros recibidos recientemente por los cuerpos de bomberos de la Novena Región, de La Araucanía, entre ellos los de Angol, Temuco y Victoria, de parte de la empresa de Servicios Sanitarios de La Araucanía (Essar).


Que la reducida subvención anual que reciben los cuerpos de bomberos de Chile para sus gastos de operación no contempla este tipo de desembolsos.


Que, estando próximo a iniciarse el proceso de privatización de tres empresas sanitarias, entre las que se encuentra Essar, parece oportuno tener presente este hecho en el momento de fijar las bases de la licitación a fin de que sus adquirentes se comprometan a mantener la gratuidad del servicio para los cuerpos de bomberos de sus respectivos territorios.


Que la situación descrita afecta el normal desarrollo de la labor bomberil, con los perjuicios eventuales para la comunidad y la institución misma, al aumentar considerablemente sus costos de operación en consumos que, históricamente, han sido gratuitos, tal como ocurre actualmente en la Quinta Región, de Valparaíso, y en otras regiones, donde, no obstante la privatización de las empresas sanitarias, se ha mantenido la gratuidad del consumo de agua potable.


Que, actualmente, los cuerpos de bomberos de Chile están liberados, por mandato legal, del pago de los consumos de electricidad y del servicio telefónico local, en reconocimiento a la labor de beneficio social que prestan a la comunidad.


La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar a S.E. el Presidente de la República que se sirva ordenar que en las bases de licitación de las empresas sanitarias, en vías de ser privatizadas, se considere la gratuidad del consumo de agua potable para los cuerpos de bomberos que se encuentren en el ámbito de operación de las respectivas empresas, y disponer que se estudie la normativa necesaria para que esta gratuidad sea concedida por todas las empresas sanitarias, sean éstas públicas o privadas.”


El señor HALES (Vicepreesidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor José 
Miguel Ortiz.


El señor ORTIZ.- Señor Presidente, en los catorce años y meses que han transcurrido desde el restablecimiento de la democracia, en la única comisión que jamás ha habido una votación y los acuerdos siempre se han tomado por la unanimidad de sus miembros, ha sido en la Comisión Especial de Bomberos, de la cual seré presidente hasta la próxima semana.


Comienzo diciendo esto porque, hace algunos días, nos encontramos con la sorpresa de que en la Novena Región, concretamente en Angol, Temuco y Victoria, la empresa de servicios sanitarios de La Araucanía, Essar, intentó cobrar el consumo de agua potable a los cuerpos de bomberos. ¡Es la cosa más ridícula e increible que he visto! A los bomberos, voluntarios que prestan grandes servicios al país, se les quiere cobrar por el consumo de agua potable, en circunstancias de que la emplean para apagar incendios y evitar otro tipo de siniestros.


Actualmente, en virtud de una ley de la República, Bomberos de Chile está liberado de pagar por el consumo de electricidad y el uso del servicio telefónico local, pero la referida empresa, que sigue siendo fiscal, ha procecido de esa forma. Nos preocupa su incongruencia, sobre todo porque en el mes en curso se licitarán otras tres sanitarias.


Por eso, en representación de todos los diputados integrantes de la Comisión Especial de Bomberos, oficié al superintendente de Servicios Sanitarios, señor Juan Eduardo Saldivia Medina, para tener un pronunciamiento oficial sobre el tratamiento que recibirán los cuerpos de bomberos en materia de consumo de agua potable por parte de las empresas sanitarias próximas a ser privatizadas.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Debido a que algunos diputados me han solicitado usar parte de los cinco minutos para hablar a favor del proyecto de acuerdo, quiero saber si su señoría les cedería parte de ese tiempo.


El señor ORTIZ.- No puedo hacerlo, porque en mi calidad de presidente de la Comisión Especial de Bomberos debo dar lectura a la respuesta al oficio enviado al señor Saldivia.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Está en su pleno derecho, señor diputado.


Puede continuar su señoría.


El señor ORTIZ.- En parte, la contestación del superintendente de Servicios Sanitarios señala lo siguiente: “Sobre el particular, debo manifestar que, conforme a lo establecido en el artículo 56 del DFL del MOP Nº 382/88 -ley general de Servicios Sanitarios- no existe gratuidad para la prestación de los servicios, salvo las otorgadas por las concesionarias a los usuarios, sin distinción o discriminación y a sus expensas. Por consiguiente, la gratuidad es excepcional y constituye una prerrogativa del prestador, condicionada a que se otorgue sin discriminación o distinción entre usuarios.


“La reiterada jurisprudencia administrativa de esta Superintendencia ha establecido que la concesionaria no vulnera el principio de la no discriminación entre los usuarios, cuando otorgan el beneficio de gratuidad de prestación de servicios de agua potable y/o alcantarillado a un segmento común de usuarios dentro de su área de atención, como podrían ser: colegios, cuerpos de bomberos, organizaciones vecinales o comunitarias, consultorios, hospitales, etcétera. En estos casos, el suministro de los servicios se hará a expensas del concesionario, ya sea eximiendo al usuario del pago total por los consumos o servicios recibidos, o bien cobrando precios inferiores a aquellos fijados por la autoridad en el pertinente decreto tarifario”.


La contestación del superintendente señala claramente que no se puede obligar por ley a las empresas sanitarias a otorgar sus servicios a gratuidad a los cuerpos de bomberos. Por eso, mediante este proyecto de acuerdo, solicitamos al Presidente de la República que ordene contemplar en las bases de licitación de las empresas sanitarias la gratuidad de los consumos de agua potable para los cuerpos de bomberos, sin perjuicio de que a futuro se pida el envío de un proyecto de ley sobre la materia.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Han terminado los cinco minutos para hablar a favor.


Solicito el asentimiento de la Sala para otorgar el uso de la palabra al diputado señor Ulloa.


¿Habría acuerdo?


Acordado.


Tiene la palabra su señoría.


El señor ULLOA.- Señor Presidente, sólo para pedir a la Sala que vote a favor del proyecto de acuerdo, cuyo objeto es pedir que los cuarteles de bomberos no tengan que pagar por el uso de agua potable.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra.


Ofrezco la palabra


Cerrado el debate.


En votación el proyecto de acuerdo.


Si le parece a la Sala, se aprobará por unanimidad.


Aprobado.

DECLARACIÓN DE ÁREAS TURÍSTICAS.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 402, de los diputados señores Peréz, don Ramón; Rojas, 
Egaña, Norambuena, Galilea, don Pablo; García, don René Manuel; Muñoz, don 
Pedro; diputada Muñoz, doña Adriana; y diputados Tapia y Jarpa.



“Considerando:


Que en Chile existen diferentes áreas de gran belleza natural, arquitectónica y cultural, tales como los fuertes de la Época Hispánica, en la Décima Región, de Los Lagos; los edificios y las ciudades de la época de oro del salitre, en la Primera Región, de Tarapacá; iglesias, obras de artesanía y otras, en la Quinta Región, de Valparaíso, que son reflejo de la historia nacional.


Que en tal situación se encuentran, por ejemplo, numerosos pueblos altiplánicos que ofrecen atractivos turísticos, como la laguna de Huasco y sus pinturas rupestres, los petroglifos, los géiseres de Puchuldiza y los nidos de cóndores de la quebrada de Chacarilla, en Pica, o la salitrera Humberstone, de Iquique, en la Primera Región, de Tarapacá; el museo Hualpén o los museos flotantes ‘Huáscar’ y ‘Poderoso’, en Talcahuano; el Parque Nacional Los Cipreses o la Ruta del Vino del Cachapoal, en la Sexta Región, del Libertador General Bernardo O’Higgins; los cerros Ñielol y Conunhuenu o la Ruca de la Señora Irene Hueche, en el sector de Huichahue, en la Novena Región, de La Araucanía; el Parque Nacional La Campana, en Ocoa; la iglesia del fundo Los Maitenes; la residencia del ex Presidente Pedro Aguirre Cerda, en Calle Larga; los Baños del Corazón, en San Esteban; el Paso Los Patos, en Putaendo, en la Quinta Región, de Valparaíso; el embalse La Laguna o los Baños del Toro, en la Cuarta Región, de Coquimbo, entre otros.


Que las áreas del territorio que poseen condiciones especiales para la atracción del turismo pueden ser declaradas ‘zonas o centros de interés turístico nacional’, conforme lo establece el decreto N° 515, de 1977, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.


Que, de acuerdo con los contenidos del decreto ley N° 1.224, de 1975, los procedi-



mientos y efectos relacionados con las declaraciones de ‘zona o centro de interés turístico nacional’ debieran estar orientados al fomento y creación de nuevo focos dotados de todos los elementos y servicios necesarios para constituir complejos autosuficientes en aquellos lugares que, por sus especiales características, ofrezcan los atractivos idóneos para su explotación turística y en los que convenga coordinar los esfuerzos de la iniciativa privada y de la administración del Estado, al objeto de posibilitar la adecuada rentabilidad de las inversiones que se efectúen y fijar normas específicas, cuando el caso lo justifique, para las condiciones de edificación.


Que, asimismo, respecto de los lugares donde exista tanto equipamiento inicial como actividad turística en desarrollo y que reúnan las condiciones expresadas anteriormente, se deberá procurar que, mediante la declaración de interés turístico nacional, se les otorgue la protección adecuada para mejorar y ampliar sus instalaciones y servicios, adoptándose medidas extraordinarias para aquellas áreas que, por sus especiales particularidades de interés local, histórico, artístico o de otra connotación importante, permitan emplear estos valores como incentivo para la promoción e incremento de corrientes turísticas.


La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar al ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción que se sirva instruir al director Nacional de Turismo a fin de que realice los estudios tendentes a proteger, declarándolos como zonas turísticas, los lugares más característicos de las diversas regiones del país, conforme a un estudio previo y a las propuestas de las municipalidades respectivas, para que, por esta vía, se adopten las medidas necesarias para la conservación y mejoramiento de los valores naturales, lo que implica repercusiones de carácter multisectorial, a través de las cuales se podrá lograr la adecuada coordinación al objeto de realizar las obras de infraestructura pertinentes, tanto de servicios, vialidad y transporte, que posibiliten atraer y retener corrientes turísticas. Lo anterior significa además, incluir el soporte técnico y económico necesario del Estado para la implementación de los equipamientos correspondientes. De no ser así y de no existir información sobre la materia, habrá que priorizar la evaluación sobre las eventuales declaraciones de áreas de interés turístico en el nivel nacional.”


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Para hablar a favor, tiene la palabra el diputado señor Fernando Meza.


El señor MEZA.- Señor Presidente, aunque no soy autor del proyecto de acuerdo, voy a hablar a su favor porque, en mi calidad de miembro de la Comisión de Turismo y representante de un distrito eminentemente turístico, integrado por las comunas de Villarrica, Pucón, Curarrehue, Loncoche, Gorbea, Cunco y Toltén, creo que el Estado debe realizar un importante esfuerzo para promover nuestras riquezas turísticas.


La empresa privada no ha hecho poco sobre la materia. Al contrario, si se analizan sus aportes económicos, concluiremos con que exceden a los que ha destinado el Estado a promover el turismo.


En 2003, un millón 700 mil turistas de todo el mundo visitó Chile -una cifra récord-, los que dejaron la nada despreciable suma de un mil 100 millones de dólares. Las aspiraciones del mundo empresarial apuntan a que Chile consiga tres millones de turistas anuales y, al menos, 2 mil millones de dólares, recursos que hoy no tenemos.


Los aportes del empresariado, a través de la Corporación de Promoción del Turismo, y del Estado, en conjunto, suman la exigua cantidad de 3 millones de dólares.


Para obtener rentabilidad, es necesario impulsar proyectos y ayudar a que nuestro país sea un destino importante en el turismo mundial.


Tres millones de dólares se utilizan en Chile para lograr una rentabilidad -llamémosla así- de un mil 100 millones de dólares. ¿Qué industria o empresa con tan poca inversión obtiene tan altos rendimientos?


Es necesario, por tanto, que el Gobierno aumente los recursos destinados a promover el turismo. Este proyecto de acuerdo pone el dedo en la llaga. 


El 46 por ciento de los turistas que nos visitan se dirigen a los parques nacionales, los que, lamentablemente, carecen de todo tipo de infraestructura. No hablemos de los caminos. Sólo es posible ingresar al Parque Nacional Conguillío en un vehículo todo terreno, 4x4, y aún así es dificultoso transitar por ellos, pues están muy mal mantenidos. ¡Para qué hablar de las tremendas dificultades que presenta Conaf para el desarrollo del turismo al interior de los parques nacionales! Es prácticamente imposible atender a los visitantes extranjeros, la mitad de los cuales se dirige a esos parques y ni siquiera tienen dónde alojarse, comprar o satisfacer las mínimas necesidades turísticas, lo que también permite que se desarrollen fuera de los límites de dichos parques actividades no reguladas, ilegales y de muy mala calidad.


La aprobación de este proyecto por la unanimidad de la Sala sería la mejor manera de pedir al Gobierno que disponga del equipamiento correspondiente en esas zonas, que deben declararse turísticas, previo estudio, para que entreguen a sus visitantes los mayores beneficios y comodidades para la práctica del turismo.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado Manuel Rojas.


El señor ROJAS.- Señor Presidente, en nombre del diputado Ramón Pérez, autor del proyecto de acuerdo, me sumo a las palabras del diputado Meza, pues clarifican la preocupación que nos asiste respecto del desarrollo turístico.


Además, quiero hacer notar algunas preocupaciones respecto de la Segunda Región, que represento, como también del diputado Ramón Pérez, en relación con la Primera Región.


Cuando hay avances en materia de exploración minera se destruyen sitios arqueológicos que no están protegidos y que no podemos rescatar porque no tienen divulgación turística.


Hace un par de días, en la Primera Región se realizó un encuentro que destacó el Gobierno, llamado Discover Chile, en el que se planteó la búsqueda de lineamientos en materia de protección para los sectores turísticos que existen a lo largo del país.


Mi preocupación fundamental apunta a qué hacemos para implementar medidas de protección en esos sectores. Hemos patrocinado este proyecto de acuerdo para que el Ministerio de Economía lleve a cabo iniciativas para proteger esas zonas.


Por tanto, en mi nombre, y en el del diputado Ramón Pérez, sabedor de la importancia de estimular la protección de zonas tan bellas, como las salitreras del norte del país, formulo votos para que aprobemos por unanimidad este proyecto.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para impugnar el proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


Si le parece a la Sala, se aprobará por unanimidad.


Aprobado.


-Aplausos.

VII. INCIDENTES

ATAQUES POR DENUNCIA RELACIONADA CON LA MUNICIPALIDAD DE FRESIA. 
Oficios.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Socialista y Radical Socialdemócrata.

Tiene la palabra el diputado Fidel 
Espinoza.


El señor ESPINOZA.- Señor Presidente, lamentablemente, en nuestro país, cuando una persona denuncia un hecho que considera irregular, al parecer comete un pecado mortal. Digo esto porque el pasado martes, en esta Sala, señalé mi preocupación por una situación, a mi juicio, bastante anómala que ha ocurrido en la comuna de Fresia.


Según consta de declaraciones emitidas por funcionarios del mismo municipio de esa comuna, a través del Programa de Mejoramiento de Barrios se contrató a honorarios, por una millonaria suma de dinero mensual, a una señora que, no habiendo ejercido funciones de ningún tipo durante los últimos dos años, recibió como finiquito un monto superior a 28 millones de pesos.


He hecho esta denuncia con absoluta responsabilidad, porque considero que es un hecho grave y hay personas dispuestas a testificar mis planteamientos. 


Pero inicié mis palabras señalando que, en el país, cuando uno denuncia un hecho de esta naturaleza, parece que cometiera un pecado mortal, porque, como consecuencia de esta denuncia, he sido objeto, como parlamentario, de las más descabelladas descalificaciones tanto por parte de algunos presidentes de partidos de la Concertación como de funcionarios de mi propio Gobierno, quienes tratan de justificar lo injustificable. Algunos de estos últimos han sido mandatados por el intendente para atacarme de una forma vil.


No obstante ello, hoy en la mañana he puesto en conocimiento del ministro del Interior las graves amenazas dirigidas hacia mi persona y familia a través de mi teléfono personal. Nunca en mi vida había sufrido una aberración de este tipo. A quienes cobardemente se han escudado detrás de un teléfono para amenazarme, aquí les digo que no trepidaré ni me amilanaré en seguir investigando los hechos que he denunciado.


Señor Presidente, pido que se envíe copia de mi intervención a los señores alcaldes de las siguientes comunas: Máfil, Los Lagos, Paillaco, Río Bueno, Puerto Octay, Calbuco, Los Muermos, Puqueldón y Maullín, cuyos municipios aparecen aludidos en “El Diario Austral”, de Osorno, en el sentido de que en ellos habrían ocurrido situaciones del mismo tipo, en circunstancias de que yo, como parlamentario, jamás, en ningún momento los he mencionado, puesto que mi denuncia se ha centrado exclusivamente en los hechos ocurridos en la Municipalidad de Fresia, de los cuales, responsablemente, tengo antecedentes que obran en mi poder y que dan fe de lo que he señalado.


Hago esta solicitud porque conozco personalmente a esos alcaldes y sé de sus cualidades, trabajo y transparencia con que ejercen sus funciones. 


Asimismo, pido que se envíe copia de mi intervención a los señores intendente de la región y ministro del Interior, a quien -repito- hoy en la mañana comuniqué de estos hechos que por primera vez me ocurren y que considero gravísimos.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de la diputada señora Eliana Caraball, y de los diputados señores Enrique Jaramillo, Iván Norambuena, Alberto Robles, Carlos Abel Jarpa y quien preside la sesión.

CONSTRUCCIÓN DE PASARELA SOBRE EL RÍO DIGUILLÍN EN LA COMUNA EL CARMEN. Oficio.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra, por dos minutos, el diputado señor Carlos Abel Jarpa.


El señor JARPA.- Señor Presidente, los escolares ribereños de la comuna El Carmen, del sector precordillerano San Vicente, semanalmente exponen sus vidas al atravesar el río Diguillín en un pequeño carro para concurrir a su escuela e internado, ubicado en la comuna de Pinto.


Pido que se oficie al señor ministro de Obras Públicas a fin de que estudie la posibilidad de financiar la construcción de una pasarela, de una extensión aproximada de 70 a 80 metros, que una el sector de San Vicente, comuna El Carmen, provincia de Ñuble, con la comuna de Pinto. Su costo es cercano a los 80 millones de pesos.


He dicho. 


El señor HALES (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

AGILIZACIÓN DE TRASPASO DE ADMINISTRACIÓN DEL TRANQUE SANTA JUANA. Oficios.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Alberto Robles.´


El señor ROBLES.- Señor Presidente, en la provincia del Huasco se encuentra el tranque Santa Juana, construido hace poco tiempo por los gobiernos de la Concertación. Desde que entró en operación, los agricultores han sido interpelados por el Gobierno para que se hagan cargo de su administración. Ha pasado el tiempo y los agricultores han logrado lo más importante, cual es ponerse de acuerdo entre ellos, grandes, medianos y pequeños, especialmente estos últimos, para poder defender los derechos que tienen sobre las aguas del tranque. El Gobierno ha estado negociando con sus gremios a fin de concretar el traspaso de su administración. He estado en contacto con los dirigentes de los agricultores de la provincia y ellos han hecho esfuerzos importantes para lograr ese acuerdo de manera de asumir dicha administración. Pero falta un poco. Están muy cerca de conseguir un buen acuerdo con el Gobierno y me parece tremendamente importante que esta solución se alcance a la brevedad. Reitero que ha pasado mucho tiempo sin una definición en ese sentido.

En la medida en que esto se resuelva, habrá tranquilidad y claridad en las reglas del juego, desde el punto de vista -insisto- de la administración de las aguas, para que los inversionistas se decidan a hacer las agroindustriales inversiones que requiere este fértil e importante valle.


Considerando los tratados internacionales firmados por el Gobierno del Presidente Ricardo Lagos, la gestión que realiza el Ministerio de Agricultura, en términos de programas de apoyo a la micro y mediana empresa; los sistemas de fomento para mejorar canales de riego implementados por este régimen, etcétera, sólo falta que los inversionistas privados realicen las inversiones necesarias, ya que estas medidas son importantes y apuntan en esa dirección.


Por ello, pido que se envíe un oficio a los ministros de Agricultura, de Hacienda, de Obras Públicas, del Interior, como asimismo al secretario general de Gobierno, para que la Comisión de Ministros, que trata sobre estas materias, actúe en el sentido de que este acuerdo se firme a la brevedad y podamos ofrecer tranquilidad a las inversiones en la región.


Considerando que el valle del Huasco registra en los últimos cuatro años la más alta cesantía a nivel nacional, dicho acuerdo es muy importante para generar allí trabajos productivos.


He dicho. 


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Enrique Jaramillo y José Miguel Ortiz.

RÉPLICA POR ARTÍCULO NEGATIVO SOBRE LA SITUACIÓN DE LOTA. Oficios.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité del Partido Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Iván Norambuena.


El señor NORAMBUENA.- Señor Presidente, quiero traer a colación un tema que interesa mucho a quienes vivimos en la Octava Región, especialmente los que representamos a Lota, comuna que, en los últimos años, ha sido azotada por situaciones difíciles, sobre todo desde el punto de vista laboral. En efecto, su fuerza de trabajo ha disminuido en forma importante y, sin embargo, ha sabido salir adelante gracias al empuje de su gente. 


A fines de abril pasado, se publicó un ejemplar más de la revista “Fibra”, la cual que probablemente muchos de los chilenos no conocíamos, pero que, en esta oportunidad, alguien se ha tomado la libertad de distribuirla dejándola en cada una de las oficinas de los parlamentarios. Esta revista es una publicación institucional de la empresa Telefónica CTC Chile.


Las revistas siempre son bienvenidas, aunque en este caso no, ya que el referido ejemplar de “Fibra” contiene un artículo sobre Lota, firmado por un señor de apellido Farías, que no se identifica si es periodista o un simple particular. En un extenso artículo de ocho páginas, no hace otra cosa que denostar a la ciudad y a sus habitantes. Usa los más duros epítetos, recurre a la exageración y a la inventiva, y trata de utilizar recursos literarios propios de una novela o un cuento para hacer duras críticas a Lota y su gente.


Señor Presidente, no podemos aceptar que se diga que “...viejos borrachos se asoman por doquier a cualquier hora...” o que “...la gran feria conocida y de prestigio en Lota tiene un olor pestilente donde se entremezclan distintos aromas”...; o comentarios como que “...la prostitución ha aumentado alarmantemente...” y está plagado de prostitutas que ni siquiera son del gusto del señor Farías; o que “...los niños que juegan fútbol están acostumbrados a ver ebrios botados junto a las canchas...”, o que “...está lleno de ociosos parados en las esquinas que no hacen más que rememorar los antiguos años de la minería del carbón...”.


Es cierto, y es de conocimiento de ustedes, que en Lota las cosas no están como todos quisiéramos que estuviesen; que nos falta bastante por avanzar y que los males que azotan a otras zonas también nos afectan; pero entre eso y lo que narra este caballero -si se le puede llamar “caballero”- existe un mundo de diferencias, o bien, un submundo que este señor trata de decir que existe en Lota. Afirma que “...la población disminuye...”, “...los jóvenes se van...”, “...el alcoholismo es lo único que crece...”.


Quien escribió la nota no buscó información o abiertamente actuó con mala intención, ya que hay varios ejemplos de actividades que sí se podrían considerar que crecen en Lota, como, por ejemplo, el turismo, actividad nueva, que, a través del tiempo y con la creación del circuito “Lota Sorprendente”, ha tenido un repunte sostenido, ya que los turistas han aumentado cada año gracias a los esfuerzos de promoción que realiza Fundación Chile.


Comentarios como “...los cerros de Lota duermen hasta las cuatro...”, “...sólo Lota Alto trabaja un poco...” En “Lota Sorprendente”, según dice un afiche de Sernatur, está la zona del museo minero, el Parque Isidora Goyenechea y el Chiflón del Diablo, “...que se mantienen gracias a que algunos turistas muerden el anzuelo de vez en cuando”.


¡Qué equivocado está este señor! ¡Qué desconocimiento de nuestra zona! ¡Qué desconocimiento de la labor que realizan tantas organizaciones sociales para salir adelante y surgir con sus habitantes en la comunidad de Lota! ¡Qué desconocimiento de la gran labor que realizan las iglesias evangélicas en Lota, con su unión de pastores, con las dorcas y con su juventud! ¡Qué gran desconocimiento de este señor de la labor que realiza la Iglesia Católica, con sus comunidades de base y con sus misiones en las poblaciones!


Según este señor, Lota Alto trabaja poco.


Primero, debo aclarar que durante la tarde en Lota Bajo las panaderías trabajan preparando el pan para las once de los lotinos. Por su parte, los funcionarios del Banco del Estado realizan balances diarios, mientras Carabineros, la municipalidad, las oficinas del Servicio de Registro Civil, los centros de llamados, los profesores, etcétera, continúan con sus labores habituales.


En Lota Alto la banca privada a distancia del Banco Estado, donde trabaja un importante número de funcionarios, atiende las necesidades de información que desde Lota se envían a todo Chile a través de internet. Allí también existen escuelas, hotelería, comercio, transporte, oficinas, y muchos otros organismos que trabajan, incluso por las tardes, para sorpresa del señor Farías.


El autor del artículo hace referencia al circuito turístico “Lota Sorprendente” en términos que demuestran clara falta de respeto y mala intención. Se expresa en forma peyorativa sobre un proyecto de desarrollo turístico y de preservación del patrimonio histórico, que cuenta con el apoyo del Gobierno de Chile, del Ministerio de Educación, del Sernatur, de la intendencia y de la gobernación de la zona.


Este señor, que trabaja en un medio de comunicación de la empresa Telefónica CTC, como es la revista “Fibra”, desconoce que en Lota también existen medios de comunicación, canales locales y radios comunitarias, que llevan a cabo una labor que contribuye a que los habitantes de esa zona tengan un canal de participación.


No podemos permitir que se falte a la verdad y que se ponga en la mente de quienes no conocen Lota una realidad que no se compadece con lo que acontece en la ciudad. No podemos tolerar que se atropelle la dignidad de un pueblo entero, conocido en todo Chile por su tradición y su historia. No podemos pedirles a los habitantes de Lota, domiciliados en sectores como Calero, Polvorín, Colcura, Sotomayor al Cerro, Cousiño al Cerro, Lota Bajo, Lota Alto, en poblaciones como Isidora Goyenechea, España y Gabriela Mistral, que entierren para siempre los recuerdos de lo que fue la vida de generaciones enteras en la sacrificada faena del mineral.


Ante la evidente fuerza de los hechos y el nulo conocimiento que tenemos acerca del autor del artículo, no nos queda más remedio que suponer que, o careció completamente de información antes de escribir -lo que demostraría que fue totalmente irresponsable-, caso en el cual le invitamos cordialmente a que conozca Lota, para que compruebe que las lotinas y los lotinos son distintos de lo que él cree a la distancia, o voluntariamente distorsionó la realidad, quien sabe con qué objeto, caso en el cual debemos decirle que tiene una mente muy maquiavélica y un sentido literario muy pobre.


He querido denunciar este hecho para reivindicar el nombre de Lota y de sus habitantes, para evitar que este tipo de publicaciones pase desapercibido y para impedir que alguien más se atreva a denostarnos públicamente en la forma impune como lo hizo este señor, que todavía no sabemos quién es. Por lo expuesto, solicito que se envíe copia de mi intervención al presidente de Telefónica CTC Chile y a su gerente general, a fin de que tomen conocimiento del malestar de quien habla, de las autoridades de Lota y, principalmente, de la comunidad de esa ciudad y resuelvan cómo la empresa enmendará el tremendo error de emitir juicios que no corresponden a la realidad de esta comunidad.


Frente al daño causado y para que los habitantes de Lota vean que la empresa tiene la intención de reconocer y enmendar su error, sugerimos que en la próxima edición de la revista “Fibra” se conceda el mismo espacio y la misma cantidad de páginas para contar lo positivo de Lota. Cuando se trata a las personas de la manera como lo hizo la empresa Telefónica CTC Chile, a través de su revista, se tiene que reparar el daño con algún gesto. Quizás, podría analizarse la posibilidad de que la ciudad de Lota, que hace uso de las instalaciones de esa empresa, se vea favorecida con una rebaja considerable en las cuentas telefónicas.


Además, solicito que se envíe también copia de mi intervención al alcalde de la comuna, al cuerpo de concejales y a algunas organizaciones sociales de Lota, cuyo listado entregaré posteriormente.


He dicho.


El señor JARPA (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

CONSTRUCCIÓN DE EDIFICIO PARA COMISARÍA EN EL SECTOR NORTE DE CONCEPCIÓN. Oficios.


El señor JARPA (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado José Miguel Ortiz.


El señor ORTIZ.- Señor Presidente, en estos catorce años y dos meses que he representado a los habitantes de las ciudades de Concepción, Chiguayante y San Pedro de la Paz, he tenido la oportunidad de estar todos los fines de semana en contacto con las organizaciones que han solicitado mi presencia. Gracias a esas continuas reuniones he ido forjando amistades en todos los barrios de mis tres comunas.


Hace alrededor de un mes, me reuní con un grupo muy destacado de dirigentes vecinales del Barrio Norte de la ciudad de Concepción y escuché una pregunta que realmente me impactó. Juan Polizzi, presidente de la Asociación de Juntas de Vecinos del Barrio Norte, me dijo: “Diputado, aquí hay una sensación de inseguridad en las personas. Por ello, le quiero preguntar si es necesario que los vecinos acudan al psicólogo o busquen ayuda en las autoridades para conseguir más recursos y evitar que los delincuentes sigan robando o asaltando.” Le respondí que hacía mía, como un tema personal, esta interrogante, sin necesidad de ir al psicólogo.


Fijamos un plan de trabajo que nos permitió darnos cuenta de que era necesario y se justificaba que ese sector del Barrio Norte de Concepción contara, no con un retén como el que tenía antiguamente en el sector de Chillancito, sino que con una comisaría, inquietud que planteé en esta Sala hace dos semanas.

 
El 28 de abril, vale decir, al día siguiente de un nuevo aniversario de Carabineros de Chile, junto al señor Juan Polizzi y otros dirigentes, nos recibió el general Sergio Alcaíno, jefe de la Octava Zona de Carabineros, a quien planteamos nuestra inquietud respecto del tema. El general Alcaíno, en forma seria, profesional y respetuosa, reconoció que, dados los estudios realizados por la institución, nuestra solicitud se justificaba plenamente.


¡Qué hermosas palabras! ¡Qué gran respuesta! Me di cuenta de que el análisis del señor Juan Polizzi y de todos los dirigentes de ese sector era correcto, por lo cual nos comprometimos a estudiar los caminos necesarios para conseguir, ojalá en los próximos meses, el terreno y el financiamiento para la construcción de la comisaría.


Desde el punto de vista institucional, el general Alcaíno está totalmente de acuerdo.


Por eso, ésta será una gran noticia para todos los habitantes de ese sector de 
Concepción.


Nos comprometimos a lo siguiente:


En primer lugar, el general Alcaíno dio su apoyo para la instalación de una comisaría en el Barrio Norte. Quedamos de acuerdo que en un plazo de 14 días más nos acompañará a visitar los posibles sitios en los que se podría emplazar el cuartel, los cuales nos encargaremos de identificar. Los dirigentes vecinales ya tienen tres posibles lugares en su listado que darán a conocer a dicho oficial en los próximos días.


En segundo lugar, está el tema del financiamiento, ya que esto implica una inversión importante, pero rentable desde el punto de vista de la seguridad de las personas, por lo cual asumí, como diputado por el distrito 44, que comprende las comunas de Concepción, Chiguayante y San Pedro de la Paz, el compromiso de pedir que se oficie a la ministra de Defensa, señora Michelle Bachelet, con el objeto de que el subsecretario de Carabineros, con quien ya hablé sobre el tema, dé curso y su visto bueno a la solicitud del general Alcaíno, y que se traspasen los antecedentes a Hacienda por la venta de un terreno que Carabineros de Chile no ocupa y que está en un sector en el que tienen un complejo institucional, respecto del cual existe una oferta por escrito, según señaló el general Alcaíno, cercana a los 550 millones de pesos. 


Además, pido oficiar al ministro de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre, para que autorice la venta del terreno que en este momento no ocupa la institución, porque de ahí saldría una parte del dinero, alrededor de 200 millones de pesos, para la compra del terreno y para dar comienzo a la construcción del edificio.



En cuanto al resto, nos preocuparemos en forma especial de buscar el financiamiento para que esto sea una realidad a muy corto plazo. 


Para tal efecto, estoy haciendo todas las gestiones necesarias para conseguir las dos cosas a que me comprometí.


Agradezco en forma muy especial a todas las juntas de vecinos de Barrio Norte por la confianza depositada en quien habla. Además, quiero hacer un reconocimiento al general Alcaíno, por su disposición a participar en esta tarea que pondrá término a la sensación de inseguridad de ese sector tan populoso de Concepción y que no ayuda en nada al desarrollo de sus 80 mil habitantes, quienes aspiran, y será un gran tema para nosotros, a la creación de una nueva comuna, la de Barrio Norte, en esa gran ciudad.


En Barrio Norte no había pavimento; en verano se levantaba polvo y en invierno la lluvia producía barro. Es cosa de que se analice cuánto pavimento, cuánta construcción y cuánto adelanto se ha hecho durante estos catorce años y meses de gobierno de la Concertación, porque esos vecinos lo necesitaban y era justo. 


Solicito enviar copia de mi intervención a los dirigentes de las juntas de vecinos de Barrio Norte, cuyo listado haré llegar a la Mesa.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención en la forma pedida.


Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-La sesión se levantó a las 14.23 horas.

JORGE VERDUGO NARANJO,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

VIII. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Oficio del Senado.


“Valparaíso, 5 de mayo de 2004.

Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado la observación formulada por su Excelencia el Presidente de la República al proyecto de ley que crea un procedimiento para eximir de responsabilidad en caso de extravío, hurto o robo de cédula nacional de identidad u otro documento de identificación, correspondiente al boletín 
Nº 2897-07).


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 4842, de 18 de marzo de 2004.


Devuelvo los antecedentes respectivos.


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): HERNÁN LARRAÍN FERNÁNDEZ, Presidente del Senado; CARLOS 
HOFFMANN CONTRERAS, Secretario General del Senado”.

2.
Informe de la Comisión de Minería y Energía acerca del proyecto de ley que autoriza a la empresa nacional de minería para transferir a la empresa corporación nacional del cobre de Chile la fundición y refinería las ventanas. (boletín Nº 3298-15)

“Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Minería y Energía pasa a informaros acerca del proyecto de ley, iniciado en un mensaje de S.E. el Presidente de la República, que autoriza a la Empresa Nacional de Minería para transferir a la empresa Corporación Nacional del Cobre de Chile la Fundición y Refinería Las Ventanas. Su urgencia ha sido calificada de “simple” en todos sus trámites.


El proyecto tiene por objeto autorizar a la Empresa Nacional de Minería para transferir, a título oneroso, la propiedad de los inmuebles, así como de las instalaciones, equipos, laboratorios, mobiliario y vehículos, derechos y patentes y demás bienes muebles, corporales e incorporales, que conforman el complejo industrial minero metalúrgico denominado Fundición y Refinería Las Ventanas, a la Empresa Corporación Nacional del Cobre de Chile.

-o-


Para el estudio del proyecto de ley, la Comisión contó con la asistencia y la colaboración del Ministro de Minería, señor Alfonso Dulanto Rencoret; de su jefe de gabinete, señor Pedro Urzúa Frei; del Subsecretario de Minería, señor Patricio Morales Aguirre; de la Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Minería, señora Trinidad Inostroza Castro; del Vicepresidente de la Comisión Chilena del Cobre, señor Patricio Cartagena Díaz; del analista de gestión de la Comisión Chilena del Cobre, señor Jaime Guzmán Echavarría; del Coordinador de Asesores del Ministerio de Hacienda, señor Felipe Jiménez Leighton; del asesor del Ministerio de Hacienda señor Juan Luis Monsalve Egaña; del Vicepresidente Ejecutivo de la Empresa Nacional de Minería, señor Jaime Pérez de Arce Araya; de la Coordinadora de Gestión Estratégica de esa empresa, señora María Cristina Marchant Cantuarias; del fiscal de la misma, señor Sergio Hernández Núñez; del Presidente Ejecutivo de la Corporación Nacional del Cobre de Chile, señor Juan Villarzú Rhode; del asesor de dicha empresa señor Mario Cabezas Thomas; del Presidente de la Asociación de Empresas Mineras de Copiapó, señor Fernando Harambillet Alonso; del Vicepresidente de esa Asociación, señor Segundo Gómez Pacheco; del Secretario de la misma, señor Alejandro Moreno Prohens; del Presidente de la Sociedad Nacional de Minería, señor Hernán Hochschild Alessandri; del Primer Vicepresidente de esta entidad, señor Alfredo Ovalle Rodríguez; del Gerente General de la misma, señor Cristóbal Philippi Irarrázaval; del Asesor Legal señor Juan Luis Ossa Bulnes; del Asesor de esa entidad y Director de Enami, señor Alberto Salas Muñoz; del Presidente de la Agrupación Nacional de Supervisores de Enami (Anse), señor Francisco Baghetti Díaz; del Tesorero de esa agrupación, señor Juan Carlos Davis Casas; del Secretario de la misma, señor Jorge Del Castillo Minoletti, y de la Directora del Programa de Medio Ambiente del Instituto Libertad y Desarrollo, doña Ana Luisa Covarrubias.

I. ANTECEDENTES GENERALES.


La Empresa Nacional de Minería (Enami) fue creada en 1960, como producto de la fusión de la Caja de Crédito y Fomento Minero y la Empresa Nacional de Fundiciones. Su estatuto orgánico se encuentra en el decreto con fuerza de ley N° 153, de 1960, del Ministerio de Hacienda. Su misión es fomentar el desarrollo de la pequeña y mediana minería nacional, mediante la eficiente administración de los recursos asignados por el fisco y la obtención de la máxima rentabilidad de sus activos productivos, dentro del marco establecido en la política pública de apoyo al sector.


Los objetivos y funciones esenciales de la Enami se encuentran establecidos en los artículos 2º y 3º de su estatuto orgánico. En síntesis, consisten en fomentar la explotación y beneficio de toda clase de minerales existentes en el país, producirlos, concentrarlos, fundirlos, refinarlos e industrializarlos, comerciar con ellos o con artículos o mercaderías destinados a la industria minera, como, igualmente, realizar y desarrollar actividades relacionadas con la minería y prestar servicios a favor de dicha industria.


Las funciones específicas que le encomienda la ley dicen relación a actividades de fomento, tales como asistencia crediticia para la producción, concentración, fundición, refino y comercialización de minerales, siendo parte importante de esta última actividad la apertura de poderes de compra de minerales con precios de sustentación, si fuese necesario, operando como un fondo rotativo.


Igualmente, la ley le encomienda actividades propias de una empresa, estatuyendo, como parte de su financiamiento, las utilidades y excedentes que obtenga de sus actividades industriales y comerciales.


Para el financiamiento de las actividades de fomento a la pequeña minería, la ley de Presupuestos de la Nación ha incluido, desde el año 1993, la partida 17, capítulo 01, Programa Fomento a la Pequeña y Mediana Minería, dentro del presupuesto del Ministerio de Minería, con una asignación específica, la que contiene recursos para ser transferidos a la Enami.

II. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.


En el mensaje se plantea que, durante los últimos nueve años, la Enami ha exhibido resultados económicos y financieros negativos, lo que la hace arrastrar una deuda de 485 millones de dólares, la cual le impide desarrollar adecuadamente las funciones que su ley orgánica le encomienda.


Los factores que originaron la actual situación financiera y económica de la Enami y que llevaron a proponer el actual proyecto de ley son los siguientes:

1)
La disminución de los cargos de tratamiento.


La principal fuente de ingresos de la Empresa Nacional de Minería está constituida por los cargos de tratamiento, que son el precio que se cobra en el mercado por la transformación de concentrados de cobre en productos refinados. Dichos cargos han experimentado una baja permanente desde 1997 en adelante, situándose en el año 2003 en niveles considerados como mínimos históricos. Esta situación ha afectado negativamente los resultados operacionales de la empresa, los que son superados peligrosamente por los gastos financieros.

2)
Inversiones medioambientales.


Entre 1988 y 2001, la Enami debió acometer inversiones ambientales en sus establecimientos industriales (fundición Hernán Videla Lira, de Paipote, y fundición y refinería Las Ventanas), especialmente a partir de 1991, para cumplir con la norma ambiental exigida por el decreto supremo N° 185, de 1991, del Ministerio de Minería. Estas inversiones ascendieron a 240 millones de dólares, las que fueron financiadas casi en su totalidad a través de créditos que la empresa contrajo con el sistema financiero externo.

3)
Retiro anticipado de utilidades por el fisco.


El aporte fiscal dado a la Enami para financiar los programas de fomento, entre los años 1993 y 1999, fue casi en su totalidad retornado al fisco como retiro anticipado de excedentes, de conformidad al artículo 29 del decreto ley N° 1.263, de 1975. Esta norma faculta al Estado para ordenar, durante el ejercicio respectivo, el anticipo de las utilidades netas que arrojen los balances patrimoniales anuales de las empresas públicas. De este modo, la empresa debió financiar estas actividades con recursos propios o con mayor endeudamiento. 


El mayor retiro anticipado de utilidades por parte del fisco durante la década de los noventa, respecto de las utilidades efectivas, originó un crédito fiscal de aproximadamente 145 millones de dólares y éste, sumado al monto acumulado en la década anterior, de aproximadamente 19 millones de dólares, conformaron un crédito fiscal total acumulado de aproximadamente 164 millones de dólares hasta la fecha.


Como consecuencia de lo anterior, la Enami muestra una situación económica que dificulta el desarrollo de su función de fomento a la pequeña y mediana minería, que requiere de soluciones que alivien el funcionamiento de la empresa y le permitan lograr estabilidad para sus operaciones.

III. MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.


Para los efectos previstos en los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la República, y en los incisos primeros de los artículos 24 y 32 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, corresponde consignar, como lo exige el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, una minuta de las ideas matrices o fundamentales del proyecto, entendiéndose por tales las contenidas en el mensaje.


La idea matriz del proyecto se resume en establecer las condiciones para la viabilidad de la Empresa Nacional de Minería en el largo plazo, a través de la creación de nuevos recursos financieros y la consecuente reducción de sus pasivos.


Para materializar la idea matriz de la iniciativa, el Gobierno ha optado por la transferencia, a título oneroso, de la fundición y refinería Las Ventanas a la Corporación Nacional del Cobre de Chile, para lo cual el proyecto de ley autoriza a la Empresa Nacional de Minería a efectos de llevar a cabo tal traspaso.

IV. ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO-CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.


La Comisión estimó que no hay normas con tal calificación.

V. ARTÍCULOS DEL PROYECTO QUE, EN CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 220 DEL REGLAMENTO, DEBAN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


La Comisión consideró que el proyecto de ley en su totalidad debe ser conocido por la Comisión de Hacienda.

VI. INDICACIONES RECHAZADAS POR LA COMISIÓN.

1.
El Ejecutivo presentó una indicación para incorporar el siguiente artículo 6º, nuevo:


Artículo 6°.- Incorpórase, en el artículo 1° de la ley N° 19.847, el siguiente inciso final:


“La garantía del Estado otorgada de acuerdo con los incisos anteriores podrá ser renovada total o parcialmente en el caso de que las respectivas deudas sean objeto de renegociación o reestructuración, con o sin cambio de acreedor, lo que será determinado por decreto supremo del Ministerio de Hacienda expedido conforme a lo dispuesto en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, teniendo presente el grado de cumplimiento del correspondiente convenio de programación suscrito en los términos establecidos en el artículo siguiente.”


-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes.

2.
Los diputados señores Bertolino, Encina, Jarpa, Leal, Robles, Rojas, Valenzuela y Vilches formularon una indicación para agregar el siguiente inciso final en el artículo 1º de la ley Nº 19.847:


“De igual manera, el Estado propiciará los proyectos de mejoramiento de las plantas de la Empresa Nacional de Minería y la ampliación de capacidad de la fundición Hernán Videla Lira, lo que será determinado, con posterioridad a las aprobaciones de los organismos pertinentes del Estado, por decreto supremo firmado por los Ministros de Hacienda y de Minería.”


-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes.

3.
Los diputados señores Bertolino, Jarpa, Leal, Mulet, Valenzuela y Vilches formularon una indicación para agregar el siguiente artículo 7º, nuevo:


“Artículo 7º.- Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 153, del Ministerio de Hacienda, de 1960, la expresión “la ciudad de Santiago” por la expresión “la comuna de Copiapó, en la Región de Atacama.”.


-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes.

4.
Los diputados señores Bertolino, Jarpa, Leal, Mulet, Valenzuela y Vilches formularon una indicación para agregar el siguiente artículo 2º transitorio:


“Artículo 2º.- La Empresa Nacional de Minería tendrá el plazo de tres años, contado desde la fecha de publicación de esta ley, para implementar el traslado de su domicilio desde Santiago a la ciudad de Copiapó, el que en ningún caso podrá generar gastos extraordinarios.”


-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes.

VII. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO.


Al inicio de la discusión en general del proyecto, concurrió el ministro de Minería, señor Alfonso Dulanto Rencoret, quien expuso el parecer del Ejecutivo sobre el particular.


Señaló que este proyecto se hace cargo de la normalización financiera de una empresa del Estado que le ha prestado enormes beneficios a la economía del país y, especialmente, a su zona norte. Esta iniciativa legal es parte de un acuerdo más amplio sobre el sector de la pequeña y mediana minería referido a la viabilidad de ese sector.


Explicó que, el 3 de enero de 2003, se firmó un “protocolo de acuerdo” entre los Presidentes de las Comisiones de Minería y de Hacienda, tanto de la Cámara de Diputados como del Senado, y los Ministros de Hacienda y de Minería, en el cual no sólo se concertaron ciertos compromisos tendentes a normalizar la situación financiera de la Empresa Nacional de Minería, sino, sobre todo, destinados a realizar una serie de acciones en pro del futuro de la pequeña y mediana minería del país.


Planteó que, sin la Enami, no habría pequeña ni mediana minería en Chile. Pero tampoco el hecho de que exista una Enami absolutamente sólida asegura la viabilidad de ese sector de la minería. En consecuencia, no sólo se requiere la normalización financiera de esa empresa estatal, sino también de reglas claras y estables para desarrollar ese sector. Esas reglas fueron aprobadas por el Gobierno mediante el decreto supremo N° 76, de 2003, del Ministerio de Minería, que “Aprueba la política de fomento de la pequeña y mediana minería”, publicado en el Diario Oficial el 21 de agosto de 2003.


Indicó que el Gobierno ha cumplido plenamente sus acuerdos y le ha dado claridad a un sector cuya viabilidad siempre estuvo en juego.


En el “protocolo” mencionado también se acordó entre el Gobierno y el Congreso Nacional que la normalización financiera de la Enami se logrará a través del traspaso a Codelco de su principal activo, la Fundición y Refinería Las Ventanas, transferencia que deberá hacerse a precio de mercado. Esa fórmula también se hizo eco de algo que todos los sectores de la minería deseaban: no privatizar la Enami, lo cual contribuyó a focalizar los ámbitos en los que había que encontrar una solución.


Destacó que en ninguna parte del “protocolo de acuerdo” suscrito entre el Gobierno y el Congreso Nacional se menciona que, para lograr la normalización financiera de la Enami, es necesario el aporte de capital del fisco, ni menos la devolución de créditos fiscales o del retiro anticipado de utilidades. Por lo tanto, la solución planteada es el traspaso del activo Fundición y Refinería Las Ventanas. En consecuencia, si la valorización de ese activo deja a la empresa con viabilidad financiera, debe seguirse adelante con la operación.


Reiteró que la Enami sigue pasando por una crítica situación financiera. Sus índices de liquidez están todos sobrepasados en relación con sus compromisos con la banca acreedora. En consecuencia, esa situación, que fue crítica el 31 de diciembre de 2002, mediante el “protocolo” de enero de 2003 se logró llevarla a un punto en que pudiera mantener su operación. Sin embargo, esta solución claramente no ha sacado a la empresa de su situación, por lo que se requiere adoptar medidas más serias que una simple renegociación de sus pasivos.


El señor ministro de Minería, en su calidad de actor de la minería, aseguró que el proyecto de ley constituye verdaderamente la mejor solución a los problemas de la Enami, primero, porque la transacción se hará a precio de mercado, según se acordó en el “protocolo”, y segundo, porque la transferencia del activo Fundición y Refinería Las Ventanas deja una Enami posventa en una condición financiera que le permitirá seguir haciéndose cargo de las funciones que la ley le encomienda.


Es cierto que a Chile le ha costado dinero no haber hecho antes la transferencia de la Fundición y Refinería Las Ventanas. Pero tanto para Codelco como para la Enami fue difícil ponerse de acuerdo en el precio de la transacción, primero, porque no hay ningún precio prefijado y, segundo, por cuanto se trata de valorar una empresa según los flujos futuros a valor actualizado, y no todos los actores tienen la misma visión sobre cómo será el futuro del mercado del cobre. Para dirimir el precio, los directorios de ambas empresas contrataron el estudio de empresas externas para que les dieran su opinión al respecto.


A continuación, el Ministro señor Dulanto entregó antecedentes técnicos y económicos sobre la Empresa Nacional de Minería.

1.
Descripción de la Enami.


Expresó que la Enami es una empresa que se formó para fomentar el desarrollo de la pequeña y mediana minería, brindando los servicios requeridos para acceder a los mercados de metales refinados en condiciones de competitividad. Para cumplir su misión, cuenta con una casa matriz y dos divisiones: de fomento y productiva. 


Precisó que la División de Fomento, mediante el uso de programas definidos, se hace cargo de atender a la pequeña minería, a la que le compra minerales y otros productos en 12 poderes de compra repartidos en el país. Esos minerales son procesados en 5 plantas propias (Taltal, Salado, Vallenar, Ovalle y Matta) y en algunas plantas de terceros. Esa línea termina con una producción de concentrados y, en muy menor escala, con algunos cátodos (planta Salado).


En cuanto a la División Productiva, a los productos que se recogen como resultado de la labor de fomento (concentrados de plantas propias o de terceros) se les agregan los productos de la mediana minería y de la minería independiente (concentrados, blíster y ánodos), todo lo cual se trata en la fundición Paipote y en la Fundición y Refinería Las Ventanas. Posteriormente, la casa matriz se hace cargo de la comercialización de los productos de esas fundiciones.


Agregó que los ingresos fundamentales de la Empresa Nacional de Minería y, en consecuencia, la valorización del activo de Las Ventanas y de la Enami posventa dependen de los cargos de tratamiento y de refinación. Los tres productos centrales del mercado del cobre son los cátodos (99,99% de cobre), ánodos o blíster (99,5% de cobre) y concentrados (producto a granel, con el 30% de cobre). La diferencia entre el precio del cátodo (que se cotiza en la Bolsa de Metales de Londres) y el del ánodo es lo que se denomina “cargo de refinación” (RC). Por su parte, el “cargo de tratamiento” (TC) es la diferencia entre el precio del ánodo y el del concentrado. El TC se mide por toneladas métricas secas de concentrado; es decir, es lo que por cada tonelada métrica de concentrado se cobra de descuento por ser transformada a blíster. El RC se mide por libra de cobre contenido y es el descuento que se cobra por pasar de blíster a cátodo.


El negocio de la Enami es comprar y procesar ánodos y concentrados y transformarlos en cátodos, por lo cual cobra cargos de tratamiento y de refinación. Pero esos cargos no se establecen en función del costo de las unidades por procesar ánodos y concentrados, sino que se fijan en el extranjero, específicamente por las fundiciones de Japón, ya que en ese país existe la mayor capacidad de fundición y refinación en el nivel mundial. Desafortunadamente, los TC y RC han disminuido ostensiblemente, desde US$¢/lb 26 en 1997 a US$¢/lb 15 en 2003. Este último ha sido el valor más bajo registrado en toda la historia del mercado del cobre.


Los analistas esperan una recuperación de los cargos de tratamiento sólo a partir de los años 2006-2007. La causa fundamental del bajo precio es el exceso de capacidad de fundición en el mercado, debido a que se instaló más capacidad de fundición que la producción de concentrados. Incluso los japoneses no han sido capaces de revertir esa situación, por lo que han recibido ingresos insuficientes para hacer rentar sus instalaciones.

2.
Antecedentes financieros de la Enami.


Explicó que, a partir de 1998, la Enami no ha sido capaz de revertir los gastos que ha tenido por concepto de pago de intereses por su endeudamiento en sus resultados operacionales.


Si bien, desde el año 2000, la Enami ha registrado resultados operacionales positivos, en los últimos siete años ha sufrido una pérdida persistente por un total de 144 millones de dólares. 


Explicación del alto endeudamiento de la Enami.


Expuso que, en 1994, la deuda de la Enami era de 270 millones de dólares. El aumento de la deuda bancaria comenzó en 1995, llegando a 471 millones de dólares en el año 2002. Las razones del endeudamiento son las siguientes:

1.
La Enami debió acometer inversiones ambientales en sus fundiciones para cumplir con el decreto supremo N° 185, de 1991, de Minería, que regula la calidad del aire. Los proyectos de inversión de la Enami para ajustarse a ese decreto consideraban los siguientes supuestos:

a)
Inversiones por US$ 160 millones.

b)
Cargos de tratamiento TC/RC =100/10, que significa diez centavos de dólar por libra de cobre contenido por cada 100 toneladas métricas secas de concentrado. 

c)
Abastecimiento de concentrados provenientes mayoritariamente de la pequeña y mediana minería, los cuales presentan menores leyes de azufre que la minería independiente.


Sin embargo, algunos de esos supuestos no se concretaron, ya que los cargos de tratamiento fueron menores, lo que implicó que la Enami tuviera ingresos muy inferiores a los estimados. Además, como la Enami no puede recoger muchos concentrados de la pequeña y mediana minería, se ve en la obligación de salir a efectuar compras a las grandes empresas mineras, las que conllevan mayor cantidad de azufre y reducen la capacidad de tratamiento de las fundiciones, con lo que las toneladas procesadas fueron muchas menos.

2.
Los bajos precios del cobre forzaron a la empresa a apoyar con créditos adicionales al sector de la mediana minería por US$ 15 millones.

3.
Retiro de utilidades anticipadas por parte del fisco.


En definitiva, con los ingresos más bajos por cargos de tratamiento, el préstamo de 15 millones de dólares a la mediana minería, el retiro anticipado de utilidades y las inversiones por 160 millones de dólares, la deuda prevista de MMUS$ 346 millones de dólares se elevó a MMUS$ 471. Esta situación se puede explicar diciendo que a la Enami se le creó un cuadro de inversiones que no va acompañado de un cuadro de ingresos adecuado ni de un uso idóneo de sus instalaciones.

4.
Protocolo de acuerdo.


Indicó que, en agoto de 2002, en sesión del directorio de la Enami, se decidió aprobar una política de fomento, la que fue consensuada por todos los actores representados en ese directorio.


Con fecha 6 de enero de 2003, los Ministros de Hacienda y de Minería, en conjunto con los Presidentes de las Comisiones de Hacienda y de Minería del H. Senado y de la honorable Cámara de Diputados, acordaron un “protocolo” para dar solución al problema financiero de la Enami y mejorar la eficiencia de la política de fomento hacia la pequeña y mediana minería. Las ideas centrales eran vigorizar la Enami, fortalecer la política de fomento y respetar los derechos laborales.

5.
Cumplimiento del protocolo.


Compromiso 1. Otorgar apoyo financiero a la Enami el año 2003.

Este compromiso consistió en otorgar el aval del Estado a la Enami para reestructurar pasivos de largo plazo y asegurar la continuidad de financiamiento de corto plazo durante el año 2003. 

1.
Se otorgó el aval del Estado a la Enami por US$ 220 millones, con garantía hasta el 2005 (ley N° 19.847, de 19 de diciembre de 2002, y decreto de Hacienda N° 1.083, de la misma fecha). La garantía contempla que cualquier desembolso que efectúe el Estado se deducirá del crédito fiscal acumulado que registre la empresa.

2.
Adicionalmente, durante 2003 el Ministerio de Hacienda ha entregado 25 cartas de garantía a la banca para resolver problemas puntuales de caja por el equivalente a US$ 99 millones.


Compromiso 2. Introducir mejoras de gestión en la Enami.


Este compromiso consiste en introducir cambios organizacionales y reducción de costos de operación y gastos de administración en la Enami.

1.
Se separaron funcionalmente los roles de fomento y productivo de la empresa, a través de la creación de las Divisiones de Fomento y Productiva, mejorando la evaluación de las gestiones de ambas divisiones.

2.
Además, en abril de 2003 se ejecutó un plan de desvinculación de personal, con una disminución de 184 puestos de trabajo, correspondiente al 9% de la dotación propia de la empresa.


Compromiso 3. Enviar proyecto de ley para traspaso de Ventanas.


Con fecha 29 de julio de 2003, ingresó a tramitación a la Cámara de Diputados el proyecto de ley que autoriza a la Empresa Nacional de Minería para transferir a la empresa Corporación Nacional del Cobre de Chile la Fundición y Refinería Las Ventanas.


Compromiso 4. Acordar el precio para el traspaso de Ventanas.


Este compromiso implica fijar el precio para la transferencia de Ventanas y las condiciones comerciales entre Codelco y la Enami.


En enero de 2003, se estableció que el precio de la transferencia sería el precio de mercado. No corresponde imponer a Codelco que compre más caro, ni a la Enami que venda más barato.


En septiembre de 2003, los directorios de la Enami y de Codelco acordaron un precio de US$ 373 millones para la posible transferencia de Ventanas a Codelco.


El precio convenido se basó en la metodología del cálculo del valor presente de los flujos futuros, en un horizonte de veinticinco años.


Entre los supuestos, destaca la maquila de concentrados y ánodos de la Enami, mediante contratos de largo plazo. La Enami continuará comercializando cobre electrolítico en los mercados internacionales.


Finalmente, Codelco asume el pago de las indemnizaciones del personal de la Fundición y Refinería Las Ventanas que se acoja al artículo 4° del Código del Trabajo.

-o-


El Vicepresidente Ejecutivo de la Empresa Nacional de Minería, señor Jaime Pérez de Arce Araya, expresó que hace suya la presentación del Ministro de Minería sobre el proyecto de ley, pero que, a raíz de ella, han surgido varias dudas en el seno de la Comisión, las que tratará de absolverlas.


Puntualizó que el plan estratégico de la Empresa Nacional de Minería, está contenido en el “protocolo” del 6 de enero de 2003, en el se establece la materialización del plan de egreso.


El plan de egreso que aplicó la Enami a comienzos de este año encuentra su fundamento en la llamada alianza estratégica suscrita por la Enami con sus sindicatos de trabajadores en 1998, en la que se establecieron las condiciones de salida. Ha habido otros planes de egreso aplicados en la década del 90. Los beneficios para los trabajadores han sido los mismos.


Los egresos de la última década han sido los siguientes: 279, en 1993; 360, en 1995; 59, en 1997; 279, en 1998, y 185, en 2003. En total, en los últimos diez años, han salido 1.150 trabajadores de planta.


Hizo notar que estos planes de egreso han tenido efectos importantes en la situación financiera de la empresa. Por ejemplo, todos han tenido tasas de retorno superior al 80%.


El último plan de egreso tuvo una tasa interna de retorno del 96% y un V.A.N. de 14,9 millones de dólares. Se circunscribió a la planta administrativa, por lo que impactó más fuertemente a la casa matriz en Santiago y al área de fomento. El impacto fue menor en las áreas de fundición y refinería.


En cuanto a eventuales planes de egreso futuros, hay que considerar que la Enami quedará sin su activo principal en un futuro cercano. Una vez materializado el traspaso de la Fundición y Refinería Las Ventanas a Codelco, se estima que es posible una nueva reducción de dotación, particularmente en la casa matriz. De hecho, esta consideración formó parte del cálculo del precio de la venta. A comienzos de 1990, la casa matriz tenía más de 400 personas. Hasta antes del plan de egreso de 2003, tenía 130. Hoy, funciona con 80 personas. Sin la Fundición y Refinería Las Ventanas, se tiene en cuenta una reducción de 1 millón de dólares en los gastos de la casa matriz.


Sin embargo, en el resto de las faenas de la Enami (fundiciones, refinerías y plantas de beneficio) pudiera ocurrir que aumente la dotación, por efecto de la nueva normativa laboral sobre dos días de descanso dominical y la inversión de sobretiempo. Además, en ambas faenas hay vacantes que no han sido provistas.


Manifestó que la disminución de la dotación influirá en el destino de los bienes inmuebles en los que labora. Por ejemplo, en La Serena hay un edificio enorme, de gran valor arquitectónico, en el que casi no hay funcionarios. Eso mismo ocurre en Santiago, en la casa matriz. Ambos edificios actualmente están subarrendados y se está intentando venderlos. Desafortunadamente, el valor de tasación es más alto que el ofrecido.


Separación de las áreas de fomento y productiva.


Señaló que la Empresa Nacional de Minería ha concentrado en una sola división todas las funciones y equipos asociados al fomento para la pequeña minería y que forman parte de las partidas financiadas con el presupuesto de la nación. Dicha división está separada contable y financieramente del resto de las funciones.


Se ha consultado si esta separación se ha efectuado con vistas a una futura privatización de la Enami o de su área productiva.


Al respecto, destacó que el Gobierno hace tiempo afirmó que los activos productivos de la Enami no serán privatizados. Se trata de una decisión política firme. Entonces, la separación de las áreas de fomento y productiva en ningún caso ha sido efectuada con miras a una futura privatización, sino que con el único objeto de llevar un mejor manejo contable y administrativo de la doble función de la Enami y hacer más transparente el destino de los recursos públicos.

Valor de la venta de Las Ventanas


Aclaró que, a raíz de la inquietud existente en algunos parlamentarios sobre si la Enami posventa de la Fundición y Refinería Las Ventanas podrá operar en condiciones rentables y hacer frente a su pasivo, y sobre el precio de la transacción y las abismantes diferencias entre los estudios de la Enami y de Codelco, así como sobre sus aprensiones en cuanto a que la Enami no podrá manejar la deuda insoluta sin una fuerte intervención del Ministerio de Minería y de mayor apoyo estatal, manifestó que jamás se ha pretendido que con la venta de la Fundición y Refinería Las Ventanas se absorberá la totalidad de la deuda de la Enami. Para cualquier gestión empresarial, es positivo contar con niveles de endeudamiento razonables.


Puso de relieve que, con los 373 millones de dólares que se obtendrán por la venta de la Fundición y Refinería Las Ventanas, se mejorarán de manera importante los indicadores de la Enami, por lo que no parece razonable afirmar que quedará en malas condiciones.


Sin embargo, hay una serie de factores que la Enami no controla, como es el valor de los cargos de tratamiento y refinación y el precio del ácido, a cuya alteración es muy sensible. Por eso, el indicador de resultados depende de variables inmanejables.


Evidentemente, un precio mayor de la venta dejaría a Enami en mejores condiciones. Sin embargo, los directorios de las dos empresas involucradas han aprobado el precio de la transacción.


Respecto de la situación de la planta Matta y de la refinería de Paipote, manifestó que, al vender la Fundición y Refinería Las Ventanas, la planta Matta pasa a ser el segundo activo más importante de la Enami. Actualmente, esa planta afronta problemas de abastecimiento, lo que redunda en un bajo porcentaje de uso de su capacidad. Recordó que esa planta se amplió sobre la base de un contrato de largo plazo con la minera Punta del Cobre, el que está pronto a expirar. Uno de los grandes desafíos de la Enami es conseguir mejor abastecimiento para esa planta. De no lograrse, habrá que trasladar la planta a otro lugar en que haya más abastecimiento.


Por otra parte, se refirió al tema del retiro anticipado realizado por el Gobierno hace algunos años. Explicó que el mayor retiro anticipado de utilidades realizado por el fisco durante la década de los noventa, originó un crédito fiscal de aproximadamente 145 millones de dólares, al cual habría que sumarle el monto acumulado en la década anterior, que fue aproximadamente de 19 millones de dólares, lo que ha significado un crédito fiscal total acumulado a la fecha de 164 millones de dólares.


Destacó que el retiro anticipado de utilidades constituye un activo de la Empresa Nacional de Minería que forma parte de su deuda y por la cual paga intereses. Pero también es efectivo que, en el período en el cual ese crédito se fue acumulando, la Enami, a partir de 1993, recibió aportes del fisco mediante su presupuesto de fomento. En el mismo período del crédito fiscal, esos aportes eran variables, con cantidades de entre 4 y 20 millones de dólares. 


Finalmente, advirtió que, para lo futuro, el decreto supremo que establece la política minera ha fijado un marco presupuestario dedicado al fomento por 8 millones de dólares, que es la cantidad que la Enami invertirá en fomento a partir de este año, pero que en el propio decreto se ha prescrito que el presupuesto de fomento se equiparará a esa cantidad a partir del año 2006.

-o-


El Presidente Ejecutivo de Codelco, señor Juan Villarzú Rhode, se refirió a la forma en que se determinó el precio de la transacción de la venta de la Fundición y Refinería Las Ventanas. Explicó que Codelco evaluó esta operación tomando en consideración el interés nacional, en el sentido de que uno de los elementos que explica la lógica de esta operación tiene que ver con que el dueño de ambas empresas es el Estado. Por ende, se trató de buscar la forma de hacer rentar mejor ambos activos. Codelco, al incorporar Las Ventanas en su sistema de fundición y refinería, deberá estar en condiciones de rentabilizar ese activo en mejor forma que una operación aislada. Dentro de esta perspectiva, Codelco hizo la evaluación del negocio, por lo que no aplicó los criterios de mayor exigencia que normalmente impone a sus inversiones, como tener una tasa interna de retorno mínima del 20%.


Detalló que la Fundición y Refinería Las Ventanas recibe 126.000 toneladas de concentrados provenientes de las mineras Andina, Disputada, Pelambres y de la pequeña y mediana minería. La refinería recibe de la fundición 135.000 toneladas al año de ánodos, más 185.000 toneladas de ánodos provenientes de Paipote, Disputada y El Teniente. La ampliación de la refinería, además, recibirá 30.000 toneladas de ánodos de Disputada. El resultado final son 350.000 toneladas de cátodos al año, más una cantidad pequeña de metales nobles (plata y oro).


Subrayó que, respecto de la determinación del precio de compra, Codelco partió de la base de un estudio encargado al Citigroup, realizado sobre la base de supuestos operacionales proporcionados por Codelco y no sobre la base de una empresa modelo.


El valor de mercado de la compañía se estimó en 347 millones de dólares. El principio para determinar ese valor fue el del valor presente de los flujos que generan negocios durante su vida útil, entendiendo por flujos las utilidades antes de impuesto, las depreciaciones y las amortizaciones. A esa cantidad se le agregaron 124 millones de dólares por ajustes como consecuencia de un análisis exhaustivo efectuado por Codelco en conjunto con la Comisión Chilena del Cobre, debido a que este organismo cuestionó los parámetros de Codelco. A la suma resultante se le descontaron 65 millones de dólares por la estimación de las inversiones de reposición que hay que efectuar durante la vida útil de la planta para mantenerla en operación y 33 millones de dólares correspondientes a inversiones ambientales que deben efectuarse en los próximos cuatro años. Las operaciones anteriores arrojaron un valor de 373 millones de dólares, que es el valor que, en definitiva, los directorios de Codelco y de Enami acordaron para cerrar la transacción.


Por otra parte, habría que plantearse cómo enfrenta Codelco esta inversión y cómo ella impacta en su resultado y en su caja. La inversión se financiará con un crédito a veinticinco años, a una tasa del 7,5%. El objetivo de Codelco era asegurar que, como consecuencia de esta transacción, la empresa no tuviere una merma de valor. Por eso, básicamente, lo que se le exige a la operación es que, con los excedentes que origina la Fundición y Refinería Las Ventanas, se pague el crédito tomado para su adquisición. Ya que Codelco transfiere el ciento por ciento de sus excedentes al Estado, para el pago del crédito cuenta básicamente con los fondos de depreciación, menos las inversiones y las amortizaciones.


Planteó que todo lo anterior da como resultado excedentes para el fisco por un valor presente de 16 millones de dólares y un déficit de caja para Codelco, en el tiempo, de 15 millones de dólares en valor presente.


Manifestó que, para Codelco, ha sido muy importante que al mercado le quedara claro que esta operación no le causaba una pérdida de valor, puesto que Codelco participa activamente en el mercado de deuda y a los inversionistas externos les interesa que operaciones de este tipo no afecten la capacidad de pago de la empresa. Por eso, esta operación no fue considerada para efectos de la clasificación de riesgo y todos los valores fueron validados por expertos externos.


Respecto de los ajustes al estudio de la valorización original realizado por Citigroup, surgen 124 millones de dólares, que son el resultado de los arreglos estudiados conjuntamente con la Comisión Chilena del Cobre para el precio de los cargos de tratamiento y refinación. Para tal efecto, se usó una proyección intermedia entre la estimación original de Codelco y la de Enami. En cuanto a la ampliación de la refinería, se trata de un proyecto que Codelco no había considerado, por no haber estado terminado en su totalidad, pero que se encuentra en su fase final. Además, hubo ajustes en las cláusulas de los contratos de suministro de energía eléctrica. En el resto se trata de cuestiones de orden técnico.


Ante una inquietud hecha presente por algunos parlamentarios de la Comisión, sobre si el precio que se ha establecido es un precio de mercado y si en una licitación internacional se habría obtenido un precio mayor por el activo de la Fundición y Refinería Las Ventanas, respondió que una de las maneras más usuales de calcular el precio de una compañía es el valor presente de los flujos futuros. En atención a la tasa de descuento utilizada, cree que el precio acordado es de mercado y que permitirá elevar el valor de Codelco, si es que se logra potenciar adecuadamente la fundición y la refinería. En cuanto a la segunda consulta, dijo no creer que en una licitación terceros hubieran ofrecido la cantidad que finalmente Codelco va a pagar.


Añadió que, desde el punto de vista de la racionalidad de la operación, no se trata de que el traspaso a Codelco va a solucionar el problema de quién se queda con la fundición y refinería. Desde hace tiempo, se ha planteado la transferencia de dicho activo a Codelco, debido a su condición de líder en pirometalurgia. Además, Codelco puede mejorar mucho la logística de esa fundición. En definitiva, Codelco puede obtener de la Fundición y Refinería Las Ventanas muchas más ventajas que lo que puede hacer Enami.


El endeudamiento adicional de 373 millones de dólares no tiene mayor impacto en los proyectos de Codelco, pues tiene una disponibilidad de endeudamiento de 2.000 millones de dólares. En consecuencia, la compra de la Fundición y Refinería Las Ventanas no implica limitación de los planes de desarrollo de corto plazo.


En cuanto a la reserva para garantizar el tratamiento de los productos de la pequeña y mediana minería a través de la Enami, indicó que los montos se aproximan a las 120.000 toneladas de concentrados. No es el deseo de Codelco comprometer una cantidad fija para la pequeña y mediana minería, pues la fundición requiere estar siempre cargada. Por eso, se ha pensado firmar un acuerdo para asegurar esas 120.000 toneladas y para garantizar mayor tratamiento si aumenta la producción, ya sea en Las Ventanas o en otra planta, como Potrerillos.


Aclaró, además, que en la actualidad los concentrados constituyen un producto tremendamente apreciado, por lo que es demandado por Japón, China y otros países. Desde ese punto de vista, es Codelco el que deberá exigir contratos para garantizar que la fundición estará utilizada en el 100%.


Por último, en cuanto a la disposición del proyecto de ley que impide a Codelco la enajenación de la Fundición y Refinería Las Ventanas, manifestó que preferiría tener el máximo de flexibilidad para disponer de sus activos. Sin embargo, la mayoría de sus activos no pueden venderse, por lo que está acostumbrado a trabajar con alto grado de rigidez. Además, la compra de la Fundición y Refinería Las Ventanas no se ha hecho pensando en desprenderse de ella.

-o-


El Presidente de la Asociación de Empresas Mineras de Copiapó, señor Fernando Harambillet Alonso, destacó que la venta de la Fundición y Refinería Las Ventanas de Enami a Codelco en un precio de 373 millones de dólares no debería efectuarse. Será muy perjudicial para la Enami, por cuanto quedará en una grave situación financiera en el corto plazo, a la vez que es perjudicial para la pequeña y mediana minería, ya que por esta vía y mediante la prohibición legal de construir su propia refinería terminará por desaparecer, con lo que se acabará el apoyo a la pequeña minería.


Lo que correspondería hacer es que el Estado le devolviera a Enami los 164 millones de dólares que invirtió en el tema medioambiental. Lo que realmente sería importante es que la Fundición y Refinería Las Ventanas se vendiera y que con los dineros que recibiera la Enami se pagara el total de la deuda. Sólo así se materializaría el acuerdo consagrado en el “protocolo” de 6 de enero de 2003, entre los Ministros de Minería y de Hacienda y los Presidentes de las Comisiones de Hacienda y de Minería de la Cámara de Diputados y del Senado. Esa sería una buena determinación para fortalecer a la Enami. Por lo tanto, si con la venta no se logra cubrir el total de la deuda, no será conveniente que la Enami se desprenda de Las Ventanas. A diferencia de ello, lo que parece razonable es hacer más rentable la Fundición y Refinería Las Ventanas y la de Paipote.


Explicó que, en la minería del cobre, las cosas no cuestan lo que se paga por ellas, sino lo que vale el cobre y la proyección de su precio a futuro.


Manifestó que el precio del cobre ha llegado a valores muy competitivos. Si esta situación se mantiene por un año, quizá surja un interesado en pagar más de 373 millones de dólares por la Fundición y Refinería Las Ventanas. De hecho, la consultora Brook-Hunt hizo un estudio serio durante un mes y medio y tasó Fundición y Refinería Las Ventanas en 450 millones de dólares.


Por último hizo hincapié en que la asociación minera que representa tiene un verdadero temor ante la venta de Las Ventanas, en razón que todas las cuentas de la Enami las pagan en definitiva los mineros, porque la Enami no tiene otra fuente de ingresos. Por ende, ante una Enami cada vez más endeudada e inviable, no duda de que se elevarán los cargos de tratamiento de concentrados.

-o-


El Presidente de la Sociedad Nacional de Minería, señor Hernán Hochschild Alessandri, inició su intervención señalando que la Sonami hará una presentación sobre la historia de la actividad de fomento a la minería y la opinión que al respecto la Sonami ha sustentado durante el último tiempo. 


Recordó que, en el año 1927, se creó la Caja de Crédito Minero, a raíz de lo cual se produjo un gran auge minero. Se establecieron plantas de beneficio y hubo un gran aumento en la producción de concentrados, situación que hizo necesario establecer una Fundición Nacional. En el año 1937, la Asamblea Minera de Copiapó, convocada por la Sonami, acordó crear en Paipote una Fundición Nacional. En el año 1947, el Gobierno creó la Fundición Nacional de Paipote Ltda. La construcción de la Fundición Paipote se hizo entre los años 1947 y 1951. Finalmente en 1960 fue creada la Enami.

Pequeña y mediana minería


La pequeña minería revirtió la tendencia decreciente a partir de una política estable de sustentación de precios.


En cuanto a la generación de empleo, la mediana minería produce 5.000 empleos directos calificados, mientras que la pequeña minería genera 12.000 empleos directos en ciclos de altos precios y 5.000 empleos en ciclos bajos.


Planteó que, para apreciar la relevancia de la producción de la pequeña y mediana minería, es conveniente comparar el valor promedio de las exportaciones anuales de diversos productos en el período 1995-2002, en millones de dólares. En ese período, la exportación de la pequeña y mediana minería llegó a 550 millones de dólares. El mercado del hierro exporta casi la cuarta parte de lo que exporta la pequeña y mediana minería (US$ 141MM), el mercado de salitre y yodo casi la tercera parte (US$ 199MM). También es inferior la exportación de harina de pescado (US$ 402MM). Incluso, un rubro tan eficiente, con tecnología de punta y con inversiones significativas, como la celulosa, exporta apenas el 20% más que la pequeña y mediana minería (US$ 861MM).


En definitiva, el sector de la pequeña y mediana minería es sobresaliente, aunque aparezca disminuido en comparación con los resultados de la gran minería del cobre. En consecuencia, las políticas públicas que se adopten respecto de este sector son de gran impacto económico.

Origen del endeudamiento de la Enami


Observó que existen tres causas que motivaron el endeudamiento de la Enami, que son la disminución de los cargos de tratamiento, la inversión medioambiental para cumplir las exigencias legales y los retiros del fisco con cargo a anticipo de utilidades.


Además, algunos agregan el aporte directo de la Enami a la pequeña y mediana minería por 15 millones de dólares. Sin embargo, la Sonami cree que los recursos prestados a la pequeña y mediana minería han constituido un negocio bueno para la Enami, por cuanto, por una parte, los cargos de tratamiento cobrados a la mediana minería le han permitido mejores ingresos y, por otra, la Enami se financia a tasa de Libor + 100 puntos y cobra a tasa de Prime + 200 puntos. Incluso hoy, los créditos se están retornando con una tasa bastante alta. La mediana minería devuelve el 100% por sobre 82 centavos de dólar la libra, y el 50% cuando el precio fluctúa entre 75 y 82 centavos. Como hoy el precio es de 97 centavos, la mediana minería está devolviendo 15 centavos de dólar por libra de cobre vendida.

Disminución de los cargos de tratamiento


Especificó que el cuadro siguiente muestra los cargos de tratamiento (fusión y refinación) de la Enami durante los últimos veinte años, en comparación con los cargos internacionales en el mismo período. Se aprecia una fuerte disminución del valor de los cargos de tratamiento a partir de 1997, aunque también se advierte que la Enami siempre ha cobrado más que lo que se cobra en el extranjero. Por ende, no pueden ser las maquilas por sí solas las que expliquen las pérdidas de la Enami.

	¢US$/Lb
	
	¢US$/Lb

	Año
	Internacional
	Enami
	
	Año
	Internacional
	Enami

	1982
	18,1
	27,7
	
	1992
	26,8
	30,8

	1983
	18,1
	25,7
	
	1993
	26,8
	29,5

	1984
	12,7
	22,5
	
	1994
	24,1
	27,1

	1985
	13,4
	22,5
	
	1995
	19,5
	27,1

	1986
	13,0
	22,5
	
	1996
	25.5
	30,0

	1987
	14,2
	22,5
	
	1997
	28,1
	30,9

	1988
	16,7
	22,4
	
	1999
	17,3
	21,9

	1989
	20,8
	24,2
	
	2000
	18.5
	21,7

	1990
	20,8
	28,8
	
	2001
	14.9
	23,0

	1991
	21,2
	26,8
	
	2002
	15.6
	21,8


Inversión medioambiental


Resaltó que una de las causas de la crisis financiera de la Enami fue la inversión en descontaminación medioambiental, la cual, por decisión del dueño, se asumió con deuda bancaria por 240 millones de dólares.

Retiro anticipado de utilidades


La otra causa de la crisis financiera de la Enami fue el retiro, por parte del Estado de 
Chile, de 164 millones de dólares, bajo el título de “anticipo de utilidades”.


Al respecto, el destacado jurista experto en Derecho Constitucional y Administrativo, profesor Eduardo Soto Kloss, a petición de la Sociedad Nacional de Minería, emitió un informe en derecho sobre el anticipo de utilidades futuras traspasadas por la Empresa Nacional de Minería al fisco, el que subtituló “Un caso de abuso en el ejercicio de potestades administrativas que distorsiona el carácter empresarial de Enami”. Ese informe en derecho gira en torno a la validez de los sucesivos retiros efectuados por el Gobierno, con cargo a las utilidades futuras de Enami, para lo cual se ha hecho reiterada aplicación de un mecanismo excepcional contemplado en el artículo 29, inciso segundo, del decreto ley N° 1.263, de 1975. Añade que “son precisamente los límites y alcances que posee el referido artículo 29, inciso segundo, lo que permite concluir que, en la especie, se ha hecho una indebida aplicación de ese mecanismo”. El informe señala que “el procedimiento contemplado en el artículo 29 del decreto ley N° 1.263, de 1975, que permite traspasar a arcas fiscales las utilidades provenientes de empresas públicas, no puede tener el efecto de desnaturalizar a esas empresas públicas, al punto de forzarlas a mantener su continuidad ya no mediante el desarrollo de los actos comerciales e industriales que conforman su objeto, sino que por la vía de endeudamiento derivado de empréstitos o a través de la venta de los activos que la ley les ha asignado para cumplir dicho cometido”. En este punto, el informe en derecho se refiere implícitamente al caso de la Fundición y Refinería Las Ventanas. En definitiva, este traspaso de utilidades que el Gobierno hizo no puede forzar a la Enami a vender aquellos activos esenciales para cumplir su cometido. Por ende, concluye el informe en derecho que “es ilegal y arbitrario cualquier decreto supremo que ordene la devolución de utilidades futuras cuando tales ingresos extraordinarios no han tenido lugar en los hechos”.


De esta forma, el jurisconsulto demuestra que los traspasos no fueron legales, a la luz del artículo 29 del decreto ley N° 1.263, de 1975.

Política de fomento


Manifestó que la Sociedad Nacional de Minería siempre ha argüido que la solución más fácil y limpia al endeudamiento de la Enami es la devolución, por parte del fisco, del crédito estatal. Al no estar esta opción disponible, el Estado ha optado por la venta del principal activo de la Enami. La pequeña y mediana minería reaccionó bastante negativamente a este anuncio, principalmente por la inexistencia de una política de Estado que definiera claramente la forma de apoyo a ese sector. Éste veía en la Enami la suplencia de esa política de Estado inexistente. En consecuencia, el hecho de que se la desmembrara atentaba contra sus posibilidades de desarrollo.


La política de Estado que llevaba a cabo la Enami fue plenamente recogida en el decreto supremo N° 76, de 2003, del Ministerio de Minería, que aprueba la política de fomento de la pequeña y mediana minería, publicado en el Diario Oficial el 21 de agosto de 2003. Los principales aspectos de esa política son:

a)
Política de compra. El productor de la pequeña y mediana minería tiene prioridad en que el Estado, a través de la Enami, le compre sus productos. Esto tiene una razón económica simple: Chile es un país excedentario en la producción de concentrados, pues produce mucho más que la capacidad de fundición en el país, por lo que parte significativa de ese producto se exporta. Los que exportan son los grandes mineros, los que, por sus capacidades financieras y de negociación, lo hacen en las más óptimas condiciones de mercado (consiguen los mejores fletes, los seguros más baratos, los mejores cargos externos y las mejores condiciones de puerto). Si la Enami les comprara a los grandes mineros y dejara que fueran los pequeños y medianos mineros los que exportaran, éstos lo harían en malas condiciones (fletes, seguros y cargos más caros). Como el costo de procesar esa tonelada de concentrado en Chile es el mismo para un grande o para un pequeño productor, si el que exporta es éste, quien pierde es el país. Por ende, esta política de compra se sustenta en una racionalidad económica.

b)
Política tarifaria. La compra a la pequeña y mediana minería debe hacerse a precio de mercado: es el que consiguen los grandes productores. Si la Enami les cobrara más por los cargos de tratamiento a los pequeños y medianos mineros, los estaría discriminando. Si les cobrara menos que a los grandes, los estaría subsidiando. El término medio excluye tanto la discriminación como el subsidio. Por ende, la política tarifaria consiste en conceder a la pequeña y mediana minería las mismas condiciones en que opera la gran minería.
c)
Sustentación de precios. Existe la convicción de que el sector es viable en el tiempo, pero tiene poca capacidad para resistir ciclos de precios bajos. Como los precios en el largo plazo son más altos, una política de sustentación de precios permite la continuidad y operación normal del sector y evita su paralización.

d)
Fomento minero. Se trata de acciones focalizadas a capitales de riesgo, evidencia de reservas y a un desarrollo que le dé viabilidad económica al sector, financiado por el Estado.

Aludió a que, al establecerse la política de fomento, el sector quedó abierto a discutir las soluciones a la crisis financiera de la Enami.


Recalcó que, en la reunión de la Enami, en la que se trató el traspaso de la Fundición y Refinería Las Ventanas a Codelco por un valor de 373 millones de dólares, los representantes de la Sociedad Nacional de Minería se opusieron a tal traspaso, por tener la convicción de que los flujos del activo de Las Ventanas son superiores a ese valor. Añadió que los flujos deben analizarse en función de distintas variables, que se examinan a continuación.

1.
Precio del ácido sulfúrico. El precio del ácido fue subvaluado en el precio de venta. El ácido sulfúrico en Chile constituye un factor especial, pues es distinto de resto de las fundiciones del mundo, lo que hace que haya una alta demanda.

2.
Ganancias por ahorro de fletes. Los cargos de tratamiento que cobra la Enami son más altos que los internacionales. La Enami dice que, históricamente, se ha quedado con más del 80% del flete. Codelco señaló que esa cantidad debe rebajarse al 50%. Por eso, los primeros años se le descontará a los flujos de Las Ventanas una ganancia significativa por los fletes, precisamente en los primeros años en que el valor presente tiene mayor significación.

3.
Inversiones medioambientales. Codelco cree que las inversiones medioambientales por efectuar son mayores que las que estima la Enami.

4.
Análisis de cargos TC/RC. Existen opiniones en cuanto a que los cargos de tratamiento y refinación pueden ser mejores que los considerados, pues hay una relación directa probada entre el precio del cobre y los cargos que se cobran. Al estar subiendo el precio del cobre, se espera que aumenten los cargos de tratamiento, lo que mejorará los ingresos de Las Ventanas.

Situación de la Enami post-ventanas


Expuso que la situación de la Enami posventa de la Fundición y Refinería Las Ventanas presenta varios riesgos.


Las proyecciones de la Enami pos Ventanas presentan pérdidas económicas permanentes y un Ebitda (caja) levemente positivo. Una empresa que muestre grandes pérdidas y una ganancia muy marginal sin duda que tiene debilidades y una viabilidad muy precaria. En efecto, sin la Fundición y Refinería Las Ventanas, el único activo importante que tendrá la Enami es la fundición de Paipote. Como la viabilidad de la Enami es altamente sensible al abastecimiento de concentrados y a los cargos de tratamiento y de refinación, el hecho de no llegar a abastecerse creará una situación insostenible. El poder negociador de la Enami sin la Fundición y Refinería Las Ventanas disminuye fuertemente, porque no tiene posibilidad de canjes. En este escenario, las proyecciones son más negativas que las efectuadas. Actualmente, en la III Región hay dos empresas del Estado -Codelco y la Enami- que se disputan el mercado de los concentrados, lo cual es absurdo. Potrerillos -de Codelco- ofreció a la minera Atacama Cosan mejorar la oferta de Paipote, lo que significó que ésta tuviera que reducir los costos de tratamiento y, en consecuencia, ver reducidos sus ingresos. Y eso que Atacama Cosan produce muy cerca de Paipote.


Otro elemento importante por considerar es que parte significativa del patrimonio de la Enami está constituido por el crédito fiscal por 164 millones de dólares, el cual carece de valor de mercado, puesto que es prácticamente irrecuperable, ya que sólo puede ser recobrado contra impuestos que la Enami tuviere que pagar en la eventualidad de obtener utilidades. Sin embargo, la Enami tiene una pérdida tributaria acumulada cercana a los 100 millones de dólares, por lo que primero tiene que ganar 100 millones de dólares para pagar impuestos y, luego, aplicar el crédito a ese impuesto. Por ende, en términos reales, este activo casi no tiene valor y puede ocurrir que los auditores obliguen a castigar ese valor, con lo que la relación deuda-patrimonio aumentará.


Por último, en la relación comercial con Codelco existe un protocolo que inquieta a la pequeña y mediana minería. Si se están haciendo esfuerzos por lograr acuerdos políticos para materializar la transferencia de Las Ventanas, hay aspectos de la relación comercial entre ambas empresas que son preocupantes, como el hecho de que se estén disputando la producción de concentrados de un cliente en la IV Región. Eso lleva a cuestionarse lo que ocurrirá cuando la Enami produzca ánodos cuyo comprador sea la Fundición y Refinería Las Ventanas.


En relación con la política de Estado descrita y materializada en el decreto supremo 
N° 76, de 2003, del Ministerio de Minería, si Enami post Ventanas no queda con una situación económica sólida, los diversos actores estarán nuevamente discutiendo este problema y la aplicación del decreto supremo será incierta.


Si lo anterior no es posible, todos los esfuerzos por lograr una minería con espacio y oportunidades para todos resultarán vanos.


Para finalizar, dijo que la Sociedad Nacional de Minería considera preminente que se resuelva definitivamente la situación financiera de la Empresa Nacional de Minería y se garantice la política de fomento de la pequeña y mediana minería establecida en el decreto supremo señalado.

-o-


El Presidente de la Agrupación Nacional de Supervisores de Enami (Anse), señor Francisco Baghetti Díaz, señaló que la Agrupación Nacional de Supervisores de la Enami representa a todos los profesionales que laboran en ella. 


Expresó que el papel de la Empresa Nacional de Minería es otorgar fomento a la pequeña y mediana minería. Es su única función, que el Estado ha decidido mantener y asegurar, mediante la dictación, el año 2003, del decreto supremo N° 76, del Ministerio de Minería. La Enami cuenta con un activo que es determinante para cumplir adecuadamente este papel de fomento: la Fundición y Refinería Las Ventanas. Sin él, su situación será preocupante.


Puso de relieve que el Gobierno ha llegado a proponer la venta de la Fundición y Refinería Las Ventanas a Codelco como una manera de obtener recursos para paliar la grave situación financiera y económica por la cual atraviesa la Enami. Al respecto, cabe destacar que la Enami está endeudada debido principalmente a dos razones: a las inversiones medioambientales a que fue obligada y al retiro anticipado de utilidades por 164 millones de dólares que efectuó el fisco, en períodos en los que la empresa no contemplaba tener utilidades. Además, es cuestionable la legalidad de los decretos que autorizaron esos retiros.


Opinó que, antes que analizar la venta de la Fundición y Refinería Las Ventanas, lo principal es agotar todas las soluciones posibles para solucionar el problema del endeudamiento de la Enami, de modo que siga fomentando a la pequeña y mediana minería. La venta de Las Ventanas es sólo una de tantas soluciones posibles.


Explicó que el fomento a la pequeña y mediana minería se materializa a través de toda la escala productiva. Por eso, siempre se ha considerado que la cadena productiva no se puede interrumpir, aunque sí es perfectamente posible separar los roles de fomento y productivo, como efectivamente ha ocurrido desde hace más de veinte años, mediante la separación de sus contabilidades.


El objetivo del proyecto de ley es que la Enami continúe desarrollando su función de fomento. Por lo tanto, habría que preguntarse si cumple realmente ese propósito. Al respecto, lo importante no es si se autoriza a la Enami para vender la Fundición y Refinería Las Ventanas, sino que lo que realmente importa es el precio de la venta, de modo que la empresa quede sin deudas. Por lo mismo, llama la atención el hecho de que el directorio de la Enami, después de encargar a una consultora estudiar el precio de la Fundición y Refinería Las Ventanas, luego termine aprobando su venta en un precio muy inferior (461 frente a 373 millones de dólares). La venta de Las Ventanas en 373 millones de dólares dejará una deuda insoluta de 120 millones de dólares, por lo cual la Enami no podrá funcionar ni cumplir adecuadamente su función legal.


Además del aspecto financiero, también es inquietante que, para fundir y refinar en Las Ventanas, la Enami tendrá que negociar los cargos de tratamiento con Codelco, en circunstancias que esta empresa tiene una función comercial y no de fomento.


Por último, formuló dos aprensiones en relación con el artículo 2° del proyecto de ley. Primero, en cuanto dispone que la Enami y Codelco deberán suscribir convenios para contratar, a precios de mercado, los servicios suministrados por la Fundición y Refinería Las Ventanas. Por lo tanto, ¿qué ocurrirá si en el futuro la Enami decide ampliar una fundición o construir una nueva, pero en virtud de los contratos con Codelco se ve obligada a fundir y refinar en Las Ventanas? En segundo lugar, prescribe que Codelco necesitará autorización legal para transferir Las Ventanas a terceros, pero que no necesitará de tal autorización para transferir o aportar el todo o parte de dicho bien a órganos del Estado. Esa norma es contradictoria con el proyecto de ley en estudio, pues precisamente se trata de conferir autorización legal a una empresa del Estado para que transfiera un activo a otra empresa del Estado. Tal situación debería aclararse.

-o-


El Secretario de la Agrupación Nacional de Supervisores de Enami (Anse), señor Jorge del Castillo Minoletti, inició su exposición señalando la opinión que tiene la Agrupación Nacional de Supervisores de la Enami respecto del proyecto de ley en estudio.

1)
Fijación del precio de Las Ventanas.


Para efectos de la fijación del precio de transferencia de la fundición y refinería Las Ventanas, la Enami contrató a la consultora internacional Brook-Hunt, la que estableció un precio mínimo de transferencia de 461 millones de dólares. Codelco, por su parte, contrató el mismo estudio con la consultora Citibank-Cru, la cual avaluó el activo de la Fundición y Refinería Las Ventanas en 179 millones de dólares.


Como resultado de diversos estudios efectuados por la Comisión Chilena del Cobre, se realizaron ajustes a ambos precios, fijándose el valor definitivamente en 373 millones de dólares. Sin embargo, ese precio consideró que el proyecto de la fundición y refinería de Mejillones seguía en curso, lo que impactó fuertemente en la consideración del precio del ácido en el largo plazo.


El directorio de Codelco, por unanimidad, acordó el mismo precio propuesto por Cochilco, mientras que el directorio de la Enami hizo lo propio por cuatro votos a favor contra tres en contra.

2)
Análisis del precio de Ventanas.


El directorio de la Enami se ha contradicho al otorgar su acuerdo para la venta de la Fundición y Refinería Las Ventanas en 373 millones de dólares, pues no respetó el estudio encargado por él mismo.


La estimación de Cochilco para calcular el precio de la Fundición y Refinería Las Ventanas considera el proyecto en función de la fundición y refinería de Mejillones. Sin embargo, la evaluación de la Enami sin la Fundición y Refinería Las Ventanas no considera dicho proyecto, lo cual arroja conclusiones distintas y contradictorias.


Los ahorros de fletes estimados (<75%) son inferiores a los obtenidos históricamente (87% real Enami), lo que implica un castigo en el precio de 10 millones de dólares.


Además, Cochilco estima el precio del ácido de la Fundición y Refinería Las Ventanas inferior al ya contratado por la Enami para el período 2004-2005, en niveles de 29 US$/ton, lo que significa castigar el precio de venta en 30 millones de dólares.


Por otra parte, Codelco estima inversiones de 40 millones de dólares para solucionar el “problema ambiental” de la Fundición y Refinería Las Ventanas, lo cual se contradice con la realidad, pues las inversiones ya han sido efectuadas. Se espera que la autoridad ambiental dictamine en este sentido en el corto plazo. Esto implica un castigo en el precio de la Fundición y Refinería Las Ventanas de otros 40 millones de dólares.


Finalmente, el plan de egreso de trabajadores de la Fundición y Refinería Las Ventanas mejora el negocio en 6 millones de dólares.


En consecuencia, el valor es castigado en a lo menos 86 millones de dólares.

3)
Viabilidad de Enami sin Las Ventanas.

a)
Considerando el precio de venta en 373 millones de dólares y la vigencia del proyecto de fundición y refinería de Mejillones, se proyectan los siguientes resultados:


-La deuda bancaria se reduce de 122 millones de dólares en 2004 a 96 millones de dólares en 2013.


-El patrimonio se eleva de 162 millones de dólares en 2004 a 252 millones de dólares en 2013.


-La relación deuda-patrimonio se mantiene en rangos de 0,6 a 0,7 millones de dólares en el tiempo.


-Las utilidades se mantienen negativas, aunque reduciéndose en el tiempo. Van de los 19 millones de dólares de pérdidas en 2004 a los 3 millones de dólares de pérdida en 2013.

b)
Considerando el precio de venta en 373 millones de dólares, sin el proyecto de fundición y refinería de Mejillones, los resultados varían:


-La deuda bancaria se reduce de 115 millones de dólares en 2004 a 42 millones de dólares en 2013.


-El patrimonio se mantiene cercano a los 300 millones de dólares en forma constante en el tiempo.


-La relación deuda-patrimonio baja a 0,4 millones de dólares en el año 2013.


-Por último, las utilidades se transforman en positivas a contar del año 2009, llegando a 3 millones de dólares en 2013.


El cambio en los resultados se debe a los siguientes factores: sube el precio del ácido de Paipote, se reduce la dotación de la casa matriz, se aumenta el abastecimiento de la planta Matta y se reestructura el saldo de la deuda.

4)
Conclusiones.


El precio actual de venta (373 millones de dólares) no es solución para la estabilidad y viabilidad de Enami, según lo indicado en el “protocolo de acuerdo” y en el proyecto de ley. La base de cálculo es distinta y Paipote no podrá pagar el saldo de la deuda.


La Enami debe vender su principal activo sólo cuando no exista otra solución. Pero hoy en día hay otra solución: existe interés real de los acreedores para renegociar la deuda, lo que debe ser efectuado y puede ser respaldado por un estudio financiero en el corto plazo. Sin embargo, la realización del estudio no ha sido autorizada.


Como ejemplo alternativo de análisis, se propone:

1°
Que la Enami haga una emisión de bonos, con aval del Estado, por 164 millones de dólares, a un plazo de entre ocho y doce años, con dos años de gracia.

2°
Que se elimine la figura del crédito fiscal, pero el fisco realice las amortizaciones anuales del bono.

3°
Que la Enami pague parte de su deuda y refinancie en el largo plazo el resto, devolviendo las utilidades generadas al fisco.


Si el estudio de esa alternativa o de otra resultare negativo, sólo después de este hecho quedará constancia técnica y política de que efectivamente se realizaron todos los esfuerzos posibles por no desmantelar a la Enami.

-o-


La Directora del Programa de Medio Ambiente del Instituto Libertad y Desarrollo, doña Ana Luisa Covarrubias, efectuó su exposición sobre la base de cuatro temas.

1.
Función de la Enami.


Planteó que la función de la Enami es de fomento a la pequeña y mediana minería –financiada por la ley de Presupuestos, consistente en asistencia crediticia y en la compra a precios de sustentación debido a su baja competitividad-, así como la fundición, refinación e industrialización de minerales –financiada con cargos de tratamiento.

2.
Situación financiera.


La Enami se encuentra en una situación financiera deficitaria. Su pasivo financiero es de US$ 480 millones, el que reconoce principalmente las siguientes causas:


-Inversiones medioambientales por US$ 240 millones (de los cuales se gastaron US$ 55 millones en la Fundición y Refinería Las Ventanas).


-Baja en el precio del cobre, lo que impactó negativamente en los resultados de la empresa.


-Retiro anticipado de utilidades a contar de 1994 por US$ 164 millones.


Datos más precisos sobre la situación financiera son difíciles de obtener, debido a que no existe contabilidad separada de la función de fomento y de la labor productiva de la Enami, lo que dificulta la evaluación del traspaso de la Fundición y Refinería Las Ventanas.

3.
Proyecto de ley.


Los principales puntos del proyecto son:


Autoriza a la Enami para vender a Codelco la Fundición y Refinería Las Ventanas.


El precio de venta lo establecerán ambos directorios.


Prohíbe a Codelco vender la refinería, sin autorización legal, a entes no estatales.


Exige que los contratos de refinación de la pequeña y mediana minería, se suscriban tanto por la Enami como por Codelco.


Asegura la continuidad laboral de los trabajadores de la Fundición y Refinería Las Ventanas.


Faculta a la Enami para revalorizar los activos de la refinería.


Es del caso preguntarse si es necesaria una ley para vender la Fundición y Refinería Las Ventanas. Al respecto, debe tenerse presente que los estatutos de ambas empresas permiten celebrar todo tipo de actos y contratos para el cumplimiento de sus fines. Por ende, la autorización legal no es necesaria.


Por otro lado, la ley orgánica de la Enami establece que ella no puede enajenar si ello restringe el ejercicio de sus funciones, relativas a la compra de minerales a la pequeña y mediana industria. Esta norma constituiría un impedimento para vender un activo sin la previa autorización legal. Sin embargo, este obstáculo se podría solucionar mediante la subcontratación con terceros de la función de compra de minerales.


También es bueno preguntarse si es la Enami el instrumento más adecuado para el fomento minero. La Enami es una empresa del Estado, y las empresas del Estado están concebidas para proporcionar recursos al fisco, no para ejecutar acciones de fomento. Las labores de fomento deberían llevarse a cabo por medio de fondos concursables, asignados con criterios técnicos. Así, se debería subcontratar el servicio en refinerías de terceros, sean éstos públicos o privados.

4.
Comentarios sobre el proyecto de ley.

a)
En cuanto a la venta directa a Codelco, llama la atención que no se establece un precio de venta. Sin embargo, de acuerdo con la información proporcionada por el Ministro de Minería, el precio de venta se estima en US$ 370 millones. Pero el déficit de la Enami asciende a US$ 480 millones. Por ende, la venta de la Fundición y Refinería Las Ventanas no cubre la deuda de la Enami. Entonces, surge naturalmente la pregunta sobre si se modificará la organización interna y las funciones de la Enami para revertir esa situación deficitaria o si, por el contrario, el déficit se mantendrá.


La única condición existente hoy distinta de la que había en el año 2003 es el precio del cobre, que ha aumentado en forma importante, pero eso no influye en la disminución del pasivo restante.


A juicio del Instituto Libertad y Desarrollo, se debería licitar la enajenación de las refinerías de Enami y adjudicarlas al mejor postor. Así, se obtendría un mejor precio de venta, a la vez que el comprador absorbería el déficit de la empresa.

b)
La prohibición de vender la refinería sin autorización legal a entes no estatales, sin duda, restringe el derecho de propiedad de Codelco, toda vez que no le permite ejercer uno de los atributos esenciales del dominio; el de disposición. Desde este punto de vista, es necesaria la existencia de ley. Sin esa restricción, la autorización legal no habría sido necesaria. Además, dicha prohibición podría significar la existencia de subsidios cruzados, en el sentido de que Codelco estaría subsidiando a la Enami en su labor de fomento, al cubrir los eventuales déficit de la Fundición y Refinería Las Ventanas.

5.
Conclusiones.


Concluyó, finalmente, que es recomendable separar la función de fundición de la función de fomento. La labor de fundición debería enajenarse por licitación pública, mientras que la de fomento debiera radicarse en la Subsecretaría de Minería, la que habría de licitar la refinación y comercialización de minerales de la pequeña y mediana industria, sobre la base del mayor precio de venta de minerales.

-o-


Durante la discusión en general del proyecto de ley habida en el seno de vuestra Comisión, existió amplio acuerdo entre sus miembros en legislar sobre la materia.


Sin embargo, el Diputado señor García Huidobro manifestó dudas respecto de la conveniencia de adoptar esa decisión, en razón de que se puede afectar a la pequeña y mediana minería. Explicó que los pequeños mineros de la Sexta Región están muy temerosos de lo que pueda suceder con sus productos, debido a que Codelco se encuentra en un fuerte proceso de expansión de su producción. Dijo no creer que una gran empresa como Codelco vaya a privilegiar a los pequeños y medianos mineros frente a su propia producción. Agregó que Codelco tiene su propia manera de actuar y, por lo general, en su política no tiene considerado hacer trabajos para terceros. Además, no se han hecho recientes actualizaciones de las condiciones de mercado, lo que podría incidir en el precio de la Fundición y Refinería Las Ventanas, el que perfectamente bien podría ser distinto del previamente acordado por las dos empresas estatales.


Por lo tanto, anunció su voto negativo al proyecto de ley en estudio.


-Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado con los votos favorables de los Diputados señores Bertolino, Encina, Kuschel, Leal, Leay, Mora, Mulet, Robles (reemplazó al Diputado señor Jarpa), Rojas, Valenzuela y Vilches, y el voto en contra del Diputado señor García-Huidobro.

VIII. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN PARTICULAR DEL PROYECTO.


El proyecto enviado por el Ejecutivo consta de cuatro artículos permanentes y uno transitorio.

ARTÍCULO 1º.


“Autorízase a la Empresa Nacional de Minería, Enami, para transferir, a título oneroso, la propiedad de los inmuebles, así como las instalaciones, equipos, laboratorios, mobiliario y vehículos, derechos y patentes y demás bienes muebles, corporales e incorporales, que conforman el complejo industrial minero metalúrgico denominado Fundición y Refinería Las Ventanas, ubicado en la Comuna de Puchuncaví, Vª Región de Valparaíso, a la Corporación Nacional del Cobre de Chile, Codelco-Chile.”


Este artículo autoriza expresamente a la Enami para transferir a Codelco, a título oneroso, la Fundición y Refinería Las Ventanas con todos sus accesorios (inmuebles, dependencias, laboratorios, instalaciones industriales, equipos, vehículos, derechos y patentes).


-Puesto en votación el artículo 1º, fue aprobado, sin debate, por 11 votos a favor y 1 en contra.

ARTÍCULO 2º.


“La autorización que se concede por la presente ley a la Empresa Nacional de Minería, se entenderá sin perjuicio de las funciones sobre fomento a la pequeña y mediana minería que el DFL 153 del Ministerio de Hacienda de 1960 y sus modificaciones posteriores establecen para dicha empresa del Estado.


Ambas instituciones deberán suscribir los convenios que sean necesarios para la contratación, a precios de mercado, de servicios suministrados por la Fundición y Refinería Las Ventanas, para asegurar el cumplimiento por parte de la empresa Nacional de Minería, de la atención y fomento que su estatuto orgánico dispone respecto de la pequeña y mediana minería. 


Codelco-Chile no podrá transferir o dar en aporte a terceros todo o parte de la Fundición y Refinería Las Ventanas, sin autorización legal previa otorgada al efecto. Sin embargo, no requerirá dicha autorización para transferir o aportar el todo o parte de dicho bien, en la medida que se trate de órganos del Estado facultados legalmente para su adquisición y uso. 


A su vez, los órganos del Estado que adquieran o reciban en aporte el todo o parte de la Fundición y Refinería Las Ventanas, sólo podrán disponer de esta en la forma prevista en la presente ley.


La restricción impuesta en los incisos anteriores se entenderá sin perjuicio de la necesaria reposición y renovación de bienes muebles y equipos que la operación industrial del complejo demande.”


Esta norma dispone lo siguiente:


-El inciso primero reconoce que la transacción que autoriza no afecta a las funciones de la Enami de fomento a la pequeña y mediana minería.


-El inciso segundo impone a la Enami y a Codelco la suscripción de los convenios que sean necesarios para la contratación de los servicios de la Fundición y Refinería Las Ventanas, de manera de asegurar las actividades de fomento de la pequeña y mediana minería.


-Los incisos tercero y cuarto se refieren a la permanencia de la propiedad de la Fundición y Refinería Las Ventanas en el patrimonio estatal, pues exigen autorización legal previa y expresa para que Codelco pueda transferir o dar en aporte a terceros todo o parte de la propiedad de ese activo. Sin embargo, el precepto siguiente estatuye que dicha autorización no se requerirá para transferir o aportar todo o parte de ese activo en la medida en que se trate de órganos del Estado facultados legalmente para su adquisición y uso, los cuales, a su vez, sólo podrán disponer de ese bien en la forma referida (con ley o sin ella, según se trate de terceros o de otro ente estatal).


*Los diputados señores Encina, García-Huidobro, Leal, Leay, Robles, Rojas y Vilches, formularon una indicación para intercalar los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos, pasando los actuales incisos tercero, cuarto y quinto a ser sexto, séptimo y octavo, respectivamente:


“Con el objeto de garantizar reglas claras y estables para el funcionamiento y operación de la pequeña y mediana minería nacional, establécese que la Empresa Nacional de Minería mantendrá íntegramente las obligaciones señaladas en el decreto supremo Nº 76, de 2003, del Ministerio de Minería. Para el cumplimiento de estas obligaciones, el adquirente Codelco-Chile deberá mantener la capacidad de fusión y refinación necesaria para garantizar el tratamiento de los productos de la pequeña y mediana minería que adquiera la Empresa Nacional de Minería.


En las transferencias o aportes que efectúe Codelco-Chile en conformidad a este artículo, los terceros adquirentes deberán obligarse, incondicional e irrevocablemente, al cumplimiento de lo dispuesto en el presente inciso.


En los convenios que deberán suscribir la Empresa Nacional de Minería y Codelco-Chile en los términos establecidos en este artículo se deberá estipular que los cargos y condiciones de tratamiento de los productos de la pequeña y mediana minería no podrán, en caso alguno, exceder de los establecidos en el referido decreto supremo.”


Los patrocinantes de la indicación señalaron que se hace demasiada referencia al decreto supremo Nº 76, de 2003, del Ministerio de Minería, que establece la política de fomento para la pequeña y mediana minería. Por lo tanto, ese decreto, que recoge el compromiso del Gobierno, debe quedar incorporado en la ley, para otorgar mayor resguardo a los pequeños y medianos mineros, ya que se suscribirán contratos entre la Enami y Codelco, y el objetivo es que las tarifas no excedan de lo establecido en ese decreto supremo.


Añadieron que la indicación tiene por objeto dejar establecido en la ley el compromiso que garantice a la pequeña y mediana minería del país la seguridad de la fundición y refinación de sus productos, es decir, la capacidad de tratamiento, y garantizar que el precio de la maquila estará en el nivel comercial (precio de mercado).


Recordaron que, en el pasado, con ocasión de la privatización de plantas de concentración de minerales, se cambiaron los precios de la maquila.


Plantearon finalmente que la indicación no hace más que recoger los principios que ya se encuentran establecidos en el “protocolo de acuerdo” de 6 de enero de 2003 y en el decreto supremo Nº 76, situación que no vulnera el proyecto de ley.


El ministro de Minería, señor Alfonso Dulanto, explicó que, con ocasión de la elaboración del decreto supremo Nº 76, se planteó claramente que su regulación no podía ser materia de ley. Con la indicación presentada se pretende hacer exactamente lo que los abogados del Ministerio de Minería señalaron que no podía hacerse: dejar fijadas por ley las políticas comerciales para una empresa, al traspasarse las normas del decreto supremo Nº 76 a la ley, idea que siempre fue planteada por la Sociedad Nacional de Minería, lo que a su parecer es inconstitucional.


Además, en la indicación se establecen aspectos que ni siquiera han sido materia del decreto, como que Codelco tiene la obligación de mantener una capacidad de fusión y refinación que garantice el tratamiento de los productos de la pequeña y mediana minería que adquiera la Enami. Eso significa que, en el futuro, Codelco también tendría que hacerse cargo de los productos de Paipote, lo cual es insólito, pues jamás ha sido tratado ni acordado así.


En definitiva, la indicación constituye un cambio sustancial en las reglas del juego.


El diputado señor Mulet planteó que la indicación formulada debería ser declarada inadmisible, por inconstitucional, por cuanto el artículo 60 de la Constitución Política de la República enumera las materias que deben ser reguladas por una ley, entre las que no figura la fijación de las políticas comerciales de una empresa del Estado. Agregó que la regla general del ordenamiento jurídico chileno es la regulación de materias a través del ejercicio de la potestad reglamentaria del Presidente de la República, ya que la enumeración del artículo 60 es taxativa. Por eso, la indicación atenta contra el citado artículo 60.


Por otro lado, la indicación establece obligaciones para una empresa del Estado, por lo que debería ser de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


-Puesta en votación la admisibilidad o inadmisibilidad de la indicación, se obtuvieron 7 votos a favor de la admisibilidad, 2 en contra y 2 abstenciones.


-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, con la siguientes enmiendas:


Intercalar, en el inciso primero, entre la expresión “de fusión y refinación” y el vocablo “necesaria”, las palabras “en Ventanas”.


Reemplazar, en el inciso segundo, la expresión “presente inciso” por las palabras “inciso anterior”.


Sustituir, en el inciso tercero, la oración “no podrán, en caso alguno, exceder a los establecidos en el referido decreto supremo” por la frase “quedarán establecidos en el referido decreto supremo y en sus eventuales modificaciones futuras”.


-Puesto en votación el artículo 2º con la indicación incorporada, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes.

ARTÍCULO 3º.


“A los trabajadores de la Empresa Nacional de Minería, que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, se desempeñen directamente en la Fundición y Refinería de Las Ventanas, les será plenamente aplicable lo dispuesto en el artículo 4º del Código del Trabajo.”


Este artículo asegura a los trabajadores de la Enami que actualmente se desempeñan en la Fundición y Refinería Las Ventanas la vigencia plena de sus derechos laborales una vez materializado el traspaso, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 4° del Código del Trabajo, vigente para la transferencia de establecimientos productivos y que resguarda los derechos laborales, especialmente los contratos colectivos.


-Puesto en votación este artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTICULO 4º.


“Autorízase a la Empresa Nacional de Minería para revalorizar los activos mencionados en el artículo primero de la presente ley. Dicha revalorización se considerará capital para todos los efectos tributarios. 


Esta revalorización se realizará, dentro del plazo de un año, mediante la dictación de decretos supremos expedidos por el Ministro de Minería, los que deberán además, ser suscritos por el ministro de Hacienda.


Los valores así determinados pasarán a constituir el nuevo valor libro de dichos bienes.”


Esta norma faculta a la Enami para revalorizar los activos objeto de transferencia, a fin de que sean considerados capital de la empresa para efectos tributarios. Lo anterior deberá concretarse a través de decretos supremos suscritos por los Ministros de Minería y de Hacienda.


El Fiscal de la Empresa Nacional de Minería, señor Sergio Hernández, expresó que el precepto autoriza hacer una revalorización de acuerdo al valor actual de los activos. Hecha esa valorización al valor que resulte, si hay un mayor valor respecto al valor libro de hoy, la consecuencia normal sin esta norma es que la diferencia –que cualquier organismo la puede hacer y la lleva a su patrimonio- no entra en los resultados de la empresa, porque no es utilidad, sino simplemente un ajuste contable del mayor valor del mercado de los bienes. La consecuencia es que, cuando esos bienes se enajenan por la entidad que los revalorizó, todo el mayor valor más alto que el valor libro previo a la tasación es, para efectos tributarios, base imponible de impuesto.


Con esta ley se dice que, no obstante autorizar la revalorización, lo que va a considerarse como utilidad para efectos tributarios de la Enami, no es el valor libro anterior “versus” el precio de venta, sino el valor revalorizado “versus” el precio de venta. Por ende, no afectará los resultados tributarios de la empresa, con lo que ésta mantendrá la pérdida, lo que permitirá que el mayor valor no esté afecto a ningún tributo.


Añadió que no debe olvidarse que se está legislando para una empresa estatal y que, en el fondo, el dinero va a manos del fisco o de la Enami. En mérito del espíritu de fortalecer la Empresa Nacional de Minería, el Estado le hace una concesión para dejar en sus manos dineros que, de otra forma, debería ingresar en arcas fiscales.


El ministro de Minería, señor Alfonso Dulanto, planteó que, en algún momento del estudio efectuado por la transferencia de la Fundición y Refinería Las Ventanas, se percibió que la Enami habría tenido que pagar impuestos a la ganancia de capitales, lo que le habría restado recursos. Por ende, la finalidad de esta norma es evitar que la Enami pague ese impuesto a la ganancia de capitales como consecuencia de la diferencia entre el valor libro y el valor comercial de la empresa.


El Analista de la Comisión Chilena del Cobre, señor Jaime Guzmán, puntualizó que la legislación permite la figura establecida en esta norma. De hecho, cualquier empresa puede pedir una revalorización de activos en cualquier momento. Por lo general, las empresas hacen ajustes cada diez años y en ese momento solicitan autorización al Servicio de Impuestos Internos para efectuar una revalorización.


-Puesto en votación el artículo 4º, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTICULO 5º, nuevo.


El Ejecutivo presentó una indicación para agregar el siguiente artículo 5º, nuevo:


“Artículo 5°.- Cuando en la anualidad anterior la relación deuda patrimonio de la Empresa Nacional de Minería sea superior a 1 y los cargos de fusión en los mercados internacionales relevantes para ese año sean inferiores a cincuenta dólares de los Estados Unidos de Norteamérica por tonelada métrica seca, TMS, el Ministerio de Hacienda incluirá en el proyecto de ley de Presupuestos del año siguiente un aporte fiscal equivalente al monto que resulte de multiplicar la diferencia entre dicha cantidad y el valor aplicado en dichos mercados en la respectiva anualidad por la cantidad de toneladas métricas de minerales procesados en la fundición de Paipote en igual período, en la parte que no exceda de trescientas veinte mil toneladas métricas. El reglamento, emanado del Ministerio de Minería y suscrito, además, por el Ministerio de Hacienda, establecerá los procedimientos y mecanismos para la determinación o fijación de los referidos valores y montos y las demás normas necesarias para la aplicación del presente artículo.


Lo dispuesto en el inciso precedente regirá a contar de la anualidad posterior a la de cumplimiento de las disposiciones de esta ley relativas a la enajenación de activos y renegociación de deudas por parte de la Empresa Nacional de Minería y hasta el término del año presupuestario en que el aporte fiscal producto de su aplicación alcance un monto acumulado en el período de vigencia equivalente a treinta millones de dólares de los Estados Unidos de Norteamérica.”


El ministro de Minería, señor Alfonso Dulanto, recordó que esta disposición es consecuencia de observaciones planteadas en la Comisión, las que se originaron por el bajo precio de los cargos de tratamiento que se pudieran producir en el mercado, situación que pudiera hacer inviable el desarrollo de la empresa. Es decir, la indicación vela por el desarrollo de la empresa en caso de malas condiciones de mercado: cargos de tratamiento inferiores a 50 dólares la tonelada métrica seca y una relación deuda/patrimonio superior a 1. La ayuda del Estado a la Enami en esos casos se concretaría en un aporte –no es un crédito- hasta por 30 millones de dólares.


El Fiscal de la Empresa Nacional de Minería, señor Sergio Hernández, precisó que los cargos de fusión y de tratamiento constituyen la remuneración de las fundiciones y refinerías. Mediante este artículo 5º, se garantiza la existencia de la fundición Hernán Videla Lira en caso de que una crisis hiciera bajar los cargos de tratamiento a menos de 50 dólares por tonelada.


-Puesta en votación la indicación que incorpora el artículo 5º, nuevo, fue aprobada por la unanimidad de los ´diputados presentes.

ARTÍCULO 6º, nuevo.


Se formularon las siguientes indicaciones para incorporar un artículo 6º , nuevo:

A) *El Ejecutivo presentó una indicación para incluir el siguiente artículo 6º, nuevo:


Artículo 6°.- Incorpórase, en el artículo 1° de la ley N° 19.847, el siguiente inciso final:


“La garantía del Estado otorgada de acuerdo con los incisos anteriores podrá ser renovada total o parcialmente en el caso de que las respectivas deudas sean objeto de renegociación o reestructuración, con o sin cambio de acreedor, lo que será determinado por decreto supremo del Ministerio de Hacienda expedido conforme a lo dispuesto en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, teniendo presente el grado de cumplimiento del correspondiente convenio de programación suscrito en los términos establecidos en el artículo siguiente.”


El artículo 1º de la ley Nº 19.847, que faculta al Presidente de la República para otorgar la garantía del Estado a las obligaciones que indica, prescribe lo que sigue: 


“Artículo 1º.- Autorízase al Presidente de la República para otorgar la garantía del Estado a los créditos que contraigan o a los bonos que emitan las empresas del sector público, incluidas las entidades a que se refiere el artículo 11 de la ley Nº 18.196, hasta por la cantidad de US$ 1.500.000.000 (un mil quinientos millones de dólares de los Estados Unidos de América), o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional. 


La autorización que se otorga al Presidente de la República, será ejercida mediante uno o más decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los cuales se identificará el destino específico de las obligaciones por contraer, indicando las fuentes de los recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda. 


Las garantías que otorgue el Estado en conformidad con este artículo, se extenderán al capital, reajustes e intereses que devenguen los créditos y los bonos mencionados precedentemente, comisiones, contratos de canje de monedas y demás gastos que irroguen, hasta el pago efectivo de dichas obligaciones. Cualquier desembolso que efectúe el Estado por concepto de dichas garantías se deducirá, en su caso, del crédito en contra del fisco que, por aplicación del inciso segundo del artículo 29 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, la respectiva empresa tenga registrado en su contabilidad.”

B)
El Ejecutivo presentó una nueva indicación para agregar el siguiente artículo 6º, nuevo:


Artículo 6°.- Incorpóranse, en el artículo 1° de la ley N° 19.847, los siguientes incisos finales:


“La garantía del Estado otorgada de acuerdo con los incisos anteriores podrá ser renovada total o parcialmente en el caso de que las respectivas deudas sean objeto de renegociación o reestructuración, con o sin cambio de acreedor, lo que será determinado por decreto supremo del Ministerio de Hacienda expedido conforme a lo dispuesto en el artículo 79 del decreto ley N° 1.263 de 1975, teniendo presente el cumplimiento satisfactorio del correspondiente convenio de programación suscrito en los términos establecidos en el artículo siguiente.


Cuando las obligaciones garantizadas por el Estado en virtud de esta disposición sean objeto de pago anticipado; de renegociación o reprogramación, sin renovación total o sólo parcial de garantía; o de amortización del capital, los montos exceptuados de garantía por tales conceptos no serán considerados en el cómputo del margen autorizado en el inciso primero a contar de las fechas en que se perfeccionen las respectivas operaciones, las que no podrán ser posteriores al 31 de diciembre de 2008. Lo anterior será determinado mediante el mismo procedimiento que el dispuesto en el inciso precedente”.

C)
Los diputados señores Bertolino, Encina, Jarpa, Leal, Robles, Rojas, Valenzuela y 
Vilches formularon una indicación para agregar el siguiente inciso final al artículo 1º de la ley Nº 19.847:


“De igual manera, el Estado propiciará los proyectos de mejoramiento de las plantas de la Empresa Nacional de Minería y la ampliación de capacidad de la fundición Hernán Videla Lira, lo que será determinado, con posterioridad a las aprobaciones de los organismos pertinentes del Estado, por decreto supremo firmado por los Ministros de Hacienda y de Minería.”


La Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Minería, señora Trinidad Hinostroza, dio a conocer que el Ejecutivo ha hecho un estudio acabado de las indicaciones presentadas por los diputados tanto respecto al artículo 6º como respecto al artículo 2º y, como resultado del mismo, ha elaborado una propuesta en conjunto con el Ministerio de Hacienda para mejorar la indicación del Ejecutivo, la que consiste en sustituir el artículo 6º de la indicación original del Ejecutivo. Si bien la nueva indicación no modifica el artículo 2º, podría significar dar solución a la inquietud planteada por los Diputados en cuanto a hacer mención en la ley de las obligaciones que emanan del decreto supremo Nº 76, de 2003, del Ministerio de Minería.


En concreto, la nueva indicación mantiene el inciso primero del artículo 6º e incorpora un inciso segundo nuevo, referido a las nuevas inversiones de la Empresa Nacional de Minería y a la deuda que deba asumir con motivo de esas inversiones, las que deberán pasar por todas las aprobaciones establecidas en la ley orgánica de la Enami para ese tipo de inversiones (Comisión Chilena del Cobre y Ministerio de Planificación y Cooperación). De su redacción se desprende que, en el evento de que se pague el todo o parte de la deuda actual de la Enami que cuenta con garantía estatal, se libera un monto por ese concepto, lo que permite que la empresa asuma nuevas deudas con garantía estatal. O sea, las inversiones futuras en las plantas de la Enami que estén debidamente aprobadas podrán ser asumidas con garantía estatal.


El ministro de Minería, señor Alfonso Dulanto, añadió que el precepto propuesto mediante la indicación B) tiene por objeto señalar que hoy el Estado tiene dado un aval por 220 millones de dólares. Mediante la aprobación del proyecto de ley, la deuda remanente de la empresa será de 70 millones de dólares. La diferencia, es decir, lo que se libera, quedará disponible para avalar futuros proyectos que sean debidamente respaldados con estudios y aprobados por las autoridades que corresponda.


Aclaró que los 1.500 millones de dólares que menciona la ley Nº 19.847 se refieren a todas las empresas públicas, y no sólo a la Enami.


También hizo un llamado a no olvidar que la ampliación y mejoramiento de las plantas de beneficio de la Enami cuentan con un financiamiento por 8 millones de dólares en el decreto supremo Nº 76, de 2003, del Ministerio de Minería, que aprueba la política de fomento para la pequeña y mediana minería. De hecho, la planta del Salado ya inició su ampliación por 2 millones de dólares con cargo a esos recursos y para eso la Enami no ha requerido el aval del Estado.


Algunos señores diputados agradecieron al ministro de Minería el esfuerzo realizado por acercar posiciones, pues, tras la redacción del inciso segundo del artículo 6º, se asegura que la Enami post transferencia de Las Ventanas a Codelco no tendrá riesgo en pagar el saldo de la deuda.


No obstante estar de acuerdo con la nueva indicación, pidieron que se añadiera una frase en la que se estableciera explícitamente la modernización de las plantas y la ampliación de la fundición de Paipote, aunque ello no se dijera tan claramente, pues basta que se haga expresa mención del decreto supremo Nº 76, de 2003, del Ministerio de Minería, ya que éste se refiere a tal modernización y ampliación.


El Fiscal de la Empresa Nacional de Minería, señor Sergio Hernández, opinó que el planteamiento hecho por los señores Diputados produce problemas, pues la indicación introduce una enmienda en la ley de garantía general del Estado, que se aplica a varias empresas estatales y no se refiere únicamente a la Enami. La introducción de un precepto especial para las inversiones en plantas de la Enami haría incurrir a esa ley en un contrasentido.


Expresó entender el fondo de lo propuesto por los señores Diputados. Sin embargo, la fortaleza de la indicación del Ejecutivo radica en el hecho de que quedará en la historia de la ley de la transferencia de la Fundición y Refinería Las Ventanas su especial aplicación a la Enami. Agregó además, que tal proposición es inconstitucional.


-Puesta en votación la indicación B), fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes. Por la misma votación, se rechazó la A).


-Puesta en votación la indicación C), fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTICULO 7º, nuevo.


Los diputados señores Bertolino, Encina, Leal, Mora, Robles y Vilches formularon una indicación para agregar el siguiente artículo 7º, nuevo:


“Artículo 7º.- La garantía que se faculta otorgar para avalar las deudas que contraiga la Empresa Nacional de Minería al amparo del artículo anterior podrá ser extendida a proyectos de modernización y ampliación, de acuerdo a lo establecido en el decreto supremo Nº 76, de 2003, del Ministerio de Minería, que aprueba la Política de Fomento para la Pequeña y Mediana Minería.”


Los diputados patrocinadores de la indicación señalaron que con este artículo se pretende vincular los recursos de la garantía estatal de la ley Nº 19.847 a los proyectos de modernización de las plantas de la Enami.


-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTICULO 7º, nuevo (pasa a ser 8º).

A)
Los diputados señores Bertolino, Jarpa, Leal, Mulet, Valenzuela y Vilches formularon una indicación para agregar el siguiente artículo 7º, nuevo:


“Artículo 7º.- Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 153, del Ministerio de Hacienda, de 1960, la expresión “la ciudad de Santiago” por la expresión “la comuna de Copiapó, en la Región de Atacama.”.

B)
El Ejecutivo propuso una indicación para agregar el siguiente artículo 7°, nuevo:


“Artículo 7º.- En el inciso segundo del artículo 1º del D.F.L. 153 del año 1960, del Ministerio de Hacienda, sustitúyase la frase “ciudad de Santiago”, por “la Comuna de Copiapó, en la Región de Atacama”.


El artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 153, 1960, del Ministerio de Hacienda, que crea la Empresa Nacional de Minería, preceptúa que lo que sigue:


“Artículo 1° Fusiónase la Caja de Crédito y Fomento Minero cuya ley orgánica está establecida en el decreto con fuerza de ley 212, de 21 de julio de 1953, a la Empresa Nacional de Fundiciones, Empresa Autónoma y Comercial del Estado, creada por el artículo 31° de la ley Nº 11.828, de 3 de mayo de 1955, y cuyos estatutos fueron aprobados por decreto supremo 100, de 14 de julio de 1955, del Ministerio de Minería.


Substitúyese el nombre de Empresa Nacional de Fundiciones por el de “Empresa Nacional de Minería”, la que continuará siendo una Empresa del Estado, con personalidad jurídica propia y que se regirá por las disposiciones de la presente ley y por los reglamentos que dicte el Directorio. Su duración será indefinida y su domicilio la ciudad de Santiago.


Las relaciones de la Empresa con el Gobierno se ejercerán por intermedio del Ministerio de Minería.”


El Presidente Accidental de la Comisión, diputado señor Carlos Vilches, expuso que, en virtud de lo dispuesto en los artículos 23 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y 267 del Reglamento de la Cámara de Diputados, ambas indicaciones son inadmisibles, por cuanto no se avienen con las ideas matrices del proyecto de ley. En efecto, éste tiene por objeto solucionar el problema del endeudamiento de la Enami, para lo cual le permite vender a Codelco la Fundición y Refinería Las Ventanas.


El ministro de Minería, señor Alfonso Dulanto, declaró que el centro de operaciones de la Enami cambia con la venta de la fundición y refinería Las Ventanas, por dos razones: porque la Enami se va a dedicar mucho más al fomento y porque su activo principal pasa a ser la fundición Hernán Videla Lira, y ambas actuaciones se ubican en la Región de Atacama. Por ende, la Enami tiene que desplazarse hacia donde se concentrarán sus actividades principales: Copiapó.


Por tales razones, el Ejecutivo ha presentado la indicación correspondiente.


-Puesta en votación la admisibilidad de las indicaciones A) y B), se obtuvieron 4 votos a favor y 2 abstenciones.


-Puesta en votación la indicación B), fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes. Por la misma votación se rechazó la indicación A).

DISPOSICIONES TRANSITORIAS.

ARTÍCULO 1º.


“Artículo 1º transitorio.- Las condiciones y términos de los contratos, así como aquellos relativos al tratamiento de minerales y productos mineros en favor de la Empresa Nacional de Minería, que se otorguen en virtud de la autorización que se concede por la presente ley, serán determinados por los Directorios de ambas corporaciones, cuyos acuerdos sobre la materia deberán ser ratificados por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Minería.”


Esta disposición hace referencia a las condiciones, términos y obligaciones, tanto de la Enami como de Codelco, para formalizar la transferencia de la Fundición y Refinería Las Ventanas, los cuales deberán ser acordados por los directorios de ambas empresas y, posteriormente, ratificados por decreto supremo del Ministerio de Minería.


-Puesto en votación el artículo 1º transitorio, fue aprobado, sin debate, por la unanimidad de los diputados presentes.

ARTÍCULO 2º.


El Ejecutivo presentó una indicación para agregar el siguiente artículo 2º transitorio:


“Artículo 2º transitorio.- El cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 7º de la presente ley, deberá ser implementado a mas tardar el día 31 de diciembre de 2005, circunstancia que, en ningún caso, podrá generar gastos extraordinarios para la empresa.”


Los diputados señores Bertolino, Jarpa, Leal, Mulet, Valenzuela y Vilches formularon una indicación para agregar el siguiente artículo 2º transitorio:


“Artículo 2º transitorio.- La Empresa Nacional de Minería tendrá el plazo de tres años, contado desde la fecha de publicación de esta ley, para implementar el traslado de su domicilio desde Santiago a la ciudad de Copiapó, el que en ningún caso podrá generar gastos extraordinarios.”


-Puesto en votación el artículo 2º transitorio propuesto por el Presidente de la República, fue aprobado, sin debate, por la unanimidad de los Diputados presentes, con el solo acuerdo de reemplazar el artículo 7º por el artículo 8º. Por la misma votación, se rechazó la indicación parlamentaria.

Constancias reglamentarias.

Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento, se hace constar lo siguiente:


-No hay artículos que deban ser calificados como normas orgánicas constitucionales o de quórum calificado.


-Todo el proyecto debe ser conocido por la Comisión de Hacienda, en razón de que las normas están relacionadas.


-Son cuatro las indicaciones rechazadas.


-La aprobación en general del proyecto se efectuó por mayoría de votos.

IX. TEXTO DEL PROYECTO APROBADO.


En mérito de las consideraciones anteriores y de las que, en su oportunidad, os podrá añadir el señor diputado informante, vuestra Comisión de Minería y Energía os recomienda la aprobación del siguiente

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.- Autorízase a la Empresa Nacional de Minería, Enami, para transferir, a título oneroso, la propiedad de los inmuebles, así como de las instalaciones, equipos, laboratorios, mobiliario y vehículos, derechos y patentes y demás bienes muebles, corporales e incorporales, que conforman el complejo industrial minero metalúrgico denominado Fundición y Refinería Las Ventanas, situado en la comuna de Puchuncaví, en la Quinta Región, de Valparaíso, a la Corporación Nacional del Cobre de Chile, Codelco-Chile.


Artículo 2º.- La autorización que se concede por esta ley a la Empresa Nacional de Minería se entenderá sin perjuicio de las funciones sobre fomento a la pequeña y la mediana minería que el decreto con fuerza de ley N° 153, de 1960, del Ministerio de Hacienda, establecen para esa empresa del Estado.


Ambas instituciones deberán suscribir los convenios que sean necesarios para la contratación, a precios de mercado, de servicios suministrados por la Fundición y Refinería Las Ventanas, para asegurar el cumplimiento, por parte de la Empresa Nacional de Minería, de la atención y fomento que su estatuto orgánico dispone respecto de la pequeña y la mediana minería. 


A efectos de garantizar reglas claras y estables para el funcionamiento y operación de la pequeña y mediana minería nacional, establécese que la Empresa Nacional de Minería mantendrá íntegramente las obligaciones señaladas en el decreto supremo Nº 76, de 2003, del Ministerio de Minería, que aprueba la Política de Fomento para la Pequeña y Mediana Minería. Para el cumplimiento de estas obligaciones, el adquirente Codelco-Chile deberá mantener, en la Fundición y Refinería Las Ventanas, la capacidad de fusión y refinación necesaria para garantizar el tratamiento de los productos de la pequeña y mediana minería que adquiera la Empresa Nacional de Minería.


En las transferencias o aportes que efectúe Codelco-Chile en conformidad a este artículo, los terceros adquirentes deberán obligarse, incondicional e irrevocablemente, al cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior.


En los convenios que deberán suscribir la Empresa Nacional de Minería y Codelco-Chile en los términos establecidos en este artículo se deberá estipular que los cargos y condiciones de tratamiento de los productos de la pequeña y mediana minería quedarán establecidos en el mencionado decreto supremo y en sus eventuales modificaciones futuras.


Codelco-Chile no podrá transferir o dar en aporte a terceros todo o parte de la Fundición y Refinería Las Ventanas sin autorización legal previa otorgada al efecto. Sin embargo, no requerirá dicha autorización para transferir o aportar el todo o parte de dicho bien, en la medida en que se trate de órganos del Estado facultados legalmente para su adquisición y uso. 


A su vez, los órganos del Estado que adquieran o reciban en aporte el todo o parte de la Fundición y Refinería Las Ventanas sólo podrán disponer de ella en la forma prevista en esta ley.


La restricción impuesta en los incisos anteriores se entenderá sin perjuicio de la necesaria reposición y renovación de bienes muebles y equipos que la operación industrial del complejo demande.


Artículo 3º.- A los trabajadores de la Empresa Nacional de Minería que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, se desempeñen directamente en la Fundición y Refinería Las Ventanas les será plenamente aplicable lo dispuesto en el artículo 4º del Código del Trabajo.


Artículo 4°.- Autorízase a la Empresa Nacional de Minería para revalorizar los activos mencionados en el artículo 1° de esta ley. Dicha revalorización se considerará capital para todos los efectos tributarios.


Esta revalorización se realizará dentro del plazo de un año, mediante la dictación de decretos supremos expedidos por el Ministro de Minería, los que deberán, además, ser suscritos por el Ministro de Hacienda.


Los valores así determinados pasarán a constituir el nuevo valor libro de dichos bienes.


Artículo 5°.- Cuando en la anualidad anterior la relación entre deuda y patrimonio de la Empresa Nacional de Minería sea superior a 1 y los cargos de fusión en los mercados internacionales relevantes para ese año sean inferiores a cincuenta dólares de los Estados Unidos de América por tonelada métrica seca, TMS, el Ministerio de Hacienda incluirá en el proyecto de ley de Presupuestos del año siguiente un aporte fiscal equivalente al monto que resulte de multiplicar la diferencia entre esa cantidad y el valor aplicado en dichos mercados en la respectiva anualidad por la cantidad de toneladas métricas de minerales procesados en la fundición de Paipote en igual período, en la parte que no exceda de trescientas veinte mil toneladas métricas. El reglamento, emanado del Ministerio de Minería y suscrito, además, por el ministro de Hacienda, establecerá los procedimientos y mecanismos para la determinación o fijación de los mencionados valores y montos y las demás normas necesarias para la aplicación de este artículo.


Lo dispuesto en el inciso precedente regirá a contar de la anualidad posterior a la de cumplimiento de las disposiciones de esta ley relativas a la enajenación de activos y renegociación de deudas por parte de la Empresa Nacional de Minería y hasta el término del año presupuestario en que el aporte fiscal derivado de su aplicación alcance un monto acumulado en el período de vigencia equivalente a treinta millones de dólares de los Estados Unidos de América.


Artículo 6°.- Incorpóranse, en el artículo 1° de la ley N° 19.847, los siguientes incisos finales:


“La garantía del Estado otorgada de acuerdo con los incisos anteriores podrá ser renovada total o parcialmente en el caso de que las respectivas deudas sean objeto de renegociación o reestructuración, con o sin cambio de acreedor, lo que será determinado por decreto supremo del Ministerio de Hacienda expedido conforme a lo dispuesto en el artículo 79 del decreto ley N° 1.263, de 1975, teniendo presente el cumplimiento satisfactorio del correspondiente convenio de programación suscrito en los términos establecidos en el artículo siguiente.


Cuando las obligaciones garantizadas por el Estado en virtud de esta disposición sean objeto de pago anticipado; de renegociación o reprogramación, sin renovación total o sólo parcial de garantía; o de amortización del capital, los montos exceptuados de garantía por tales conceptos no serán considerados en el cómputo del margen autorizado en el inciso primero a contar de las fechas en que se perfeccionen las respectivas operaciones, las que no podrán ser posteriores al 31 de diciembre de 2008. Lo anterior será determinado mediante el mismo procedimiento que el dispuesto en el inciso precedente.”.


Artículo 7º.- La garantía que se faculta otorgar para avalar las deudas que contraiga la Empresa Nacional de Minería al amparo del artículo anterior podrá ser extendida a proyectos de modernización y ampliación, de acuerdo con lo establecido en el decreto supremo Nº 76, de 2003, del Ministerio de Minería, que aprueba la Política de Fomento para la Pequeña y Mediana Minería.


Artículo 8º.- Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 153, de 1960, del Ministerio de Hacienda, la expresión “la ciudad de Santiago” por la frase “la comuna de Copiapó, en la Tercera Región, de Atacama”.

Disposiciones transitorias.


Artículo 1º transitorio.- Las condiciones y términos de los contratos que se otorguen en virtud de la autorización que se concede por esta ley, así como de aquellos relativos al tratamiento de minerales y productos mineros en favor de la Empresa Nacional de Minería, serán determinados por los directorios de ambas corporaciones, cuyos acuerdos sobre la materia deberán ser ratificados por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Minería.


Artículo 2º transitorio.- Lo dispuesto en el artículo 8º de esta ley deberá ser cumplido a más tardar el 31 de diciembre de 2005, circunstancia que, en ningún caso, podrá originar gastos extraordinarios para la empresa.”


Se designó diputado informante al señor Cristián Leay Morán.


Sala de la Comisión, a 29 de abril de 2004.


Tratado y acordado, conforme se consigna en las actas de las sesiones de fechas 12 y 19 de noviembre; 3 y 10 de diciembre de 2003; 10, 17 y 31 de marzo, y 14 y 21 de abril de 2004, con la asistencia de los diputados señores Leay, don Cristián (Presidente); Bertolino, don Mario; Encina, don Francisco; García-Huidobro, don Alejandro; Ibáñez, doña Carmen; Jarpa, don Carlos Abel; Kuschel, don Carlos; Leal, don Antonio; Mora, don Waldo; Mulet, don Jaime; Rojas, don Manuel; Valenzuela, don Esteban, y Vilches, don Carlos.


Se hace constar que en algunas sesiones el diputado señor Robles, don Alberto, reemplazó al diputado señor Jarpa, don Carlos Abel, y el diputado señor Luksic, don Zarko, reemplazó al diputado señor Mulet, don Jaime.


Se adjunta un texto comparado que contiene el mensaje del Ejecutivo y el texto aprobado por la Comisión.


(Fdo.): PATRICIO ÁLVAREZ VALENZUELA, Secretario de la Comisión”.
(CUADROS)

3.
Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que autoriza a la Empresa Nacional de Minería para transferir a la Corporación Nacional del Cobre de Chile la Fundición y Refinería Las Ventanas. (boletín Nº 3298-08)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda pasa a informar el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.

CONSTANCIAS PREVIAS

1.
Origen y urgencia.


La iniciativa tuvo su origen en la Cámara de Diputados por un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, calificada de “suma urgencia” para su tramitación legislativa.

2.
Disposiciones o indicaciones rechazadas


No hay.

3.
Disposiciones que no fueron aprobadas por unanimidad


El artículo 4° del proyecto.

-o-


Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto los señores Alfonso Dulanto, ministro de Minería; Pedro Urzúa, Jefe de Gabinete; la señora Trinidad Inostroza, Jefa de la División Jurídica; los señores Jaime Guzmán, Analista de Gestión de la Comisión Chilena del Cobre y Beltrán de Ramón, Jefe de Finanzas Públicas de la Dipres.


El propósito de la iniciativa consiste en autorizar a la Empresa Nacional de Minería (Enami) para transferir a título oneroso la fundición y refinería Las Ventanas a la Corporación Nacional de Cobre Chile (Codelco), con el objeto de establecer condiciones de viabilidad económica en la primera, a través de la inyección de recursos financieros y la reducción de sus pasivos.


La formulación de esta iniciativa se inserta en los compromisos plasmados en un Protocolo de Acuerdo firmado el 6 de enero de 2003, entre los Ministros de Hacienda y Minería, y los Presidentes de las Comisiones de Hacienda y Minería y Energía del Senado y Cámara de Diputados.


El valor acordado por la operación debía obedecer estrictamente a variables de mercado, libre de subsidios y tenía que respetar la situación laboral de los trabajadores de Ventanas. En definitiva, después de un proceso de negociación se acordó un precio de US $ 373 millones, utilizando la metodología del cálculo del valor presente de los flujos futuros en un horizonte de largo plazo.


Durante el debate de la Comisión el señor Alfonso Dulanto señaló que la principal fuente de ingresos de Enami está constituida por los cargos de tratamiento, que son el precio que se cobra en el mercado por la transformación de concentrados de cobre en productos refinados. Puntualizó que dichos cargos han experimentado una baja persistente desde 1997 en adelante, situándose en el año 2003 en niveles considerados como mínimos históricos. Esta situación habría afectado negativamente los resultados operacionales de la empresa, los que han sido superados por los gastos financieros.


Por otra parte, entre 1988 y 2001, la Enami debió realizar inversiones ambientales en sus establecimientos industriales, para dar cumplimiento con la norma ambiental exigida por el decreto supremo N° 185, de 1991, del Ministerio de Minería. Dichas inversiones ascendieron, aproximadamente, a 240 millones de dólares, las que fueron financiadas casi en su totalidad a través de créditos que la empresa contrajo con el sistema financiero externo. No obstante, hizo presente que si bien es efectivo que se han realizado retiros de la empresa por el Fisco, por un monto cercano a los 160 millones de dólares, también es cierto que se hizo un aporte fiscal a la Enami para financiar los programas de fomento, entre los años 1993 y 1999, que alcanzó a unos 150 millones de dólares.


Planteó que no sólo se requiere la normalización financiera de esa empresa estatal, sino también de reglas claras y estables para desarrollar ese sector, razón por la que el Gobierno, mediante el decreto supremo N° 76, de 2003, del Ministerio de Minería, aprobó la política de fomento de la pequeña y mediana minería.


Manifestó, además, que la transferencia de Ventanas deja a la Enami en una condición financiera que le permitirá seguir haciéndose cargo de las funciones de fomento que la ley le encomienda.


Dando respuesta a diversas inquietudes de los integrantes de la Comisión, el Ministro de Minería señaló que todas las organizaciones invitadas a la Comisión Técnica hicieron presente su apoyo al proyecto de ley.


Manifestó que el Fisco no está en condiciones de aportar directamente los recursos necesarios para sanear a la Enami y que, la operación que se propone permite el mismo fin y, al mismo tiempo, que el activo que se traspasa sea rentable en manos de la empresa que lo adquiere.


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 25 de julio de 2003, señala que los resultados económicos y financieros de Enami se han visto deteriorados en los últimos 5 años debido básicamente a: la disminución de los cargos de tratamiento que constituyen su principal fuente de ingresos, las cuantiosas inversiones medioambientales ejecutadas que alcanzaron a, aproximadamente, MMUS$ 240, y el financiamiento con recursos propios del gasto en fomento. Como consecuencia de lo anterior, Enami muestra una situación económica que dificulta el desarrollo de la función de fomento a la pequeña y mediana minería.


La venta de la fundición y refinería Las Ventanas a Codelco permitirá pagar parte importante de los pasivos de Enami y reestructurar el saldo de la deuda, de manera tal que los flujos proyectados le den viabilidad financiera a la empresa.


La situación de deuda y patrimonio de Enami es la siguiente:

(en MMUS$)

	
	Diciembre 2002
	Junio 2003 (Provisorio)

	Deuda Corto Plazo (*)
	252,4
	247,0

	Deuda Largo Plazo
	237,8
	233,5

	Deuda Total
	490,2
	480,5


	Patrimonio
	191,7
	172,4

	Deuda / Patrimonio
	2,6
	2,8


(*) Incluye deuda con sistema financiero y cesión de contratos


La aplicación del proyecto de ley no irrogará gastos fiscales directos.


La Comisión de Minería y Energía dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento de la totalidad del proyecto aprobado por ella.


En relación con la discusión particular del articulado, cabe señalar lo siguiente:


Por el artículo 1º del proyecto, se autoriza a la Empresa Nacional de Minería, Enami, para transferir, a título oneroso, la propiedad de los inmuebles, así como de las instalaciones, equipos, laboratorios, mobiliario y vehículos, derechos y patentes y demás bienes muebles, corporales e incorporales, que conforman el complejo industrial minero metalúrgico denominado Fundición y Refinería Las Ventanas, situado en la comuna de Puchuncaví, en la Quinta Región, de Valparaíso, a la Corporación Nacional del Cobre de Chile, Codelco-Chile.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


En el artículo 2º, se establece que la autorización que se concede por esta ley a la Empresa Nacional de Minería se entenderá sin perjuicio de las funciones sobre fomento a la pequeña y la mediana minería que el decreto con fuerza de ley N° 153, de 1960, del Ministerio de Hacienda, establecen para esa empresa del Estado.


En el inciso segundo, se señala que ambas instituciones deberán suscribir los convenios que sean necesarios para la contratación, a precios de mercado, de servicios suministrados por la Fundición y Refinería Las Ventanas, para asegurar el cumplimiento, por parte de la Empresa Nacional de Minería, de la atención y fomento que su estatuto orgánico dispone respecto de la pequeña y la mediana minería.


En el inciso tercero, se dispone que a efectos de garantizar reglas claras y estables para el funcionamiento y operación de la pequeña y mediana minería nacional, establécese que la Empresa Nacional de Minería mantendrá íntegramente las obligaciones señaladas en el decreto supremo Nº 76, de 2003, del Ministerio de Minería, que aprueba la Política de Fomento para la Pequeña y Mediana Minería. Para el cumplimiento de estas obligaciones, el adquirente Codelco-Chile deberá mantener, en la Fundición y Refinería Las Ventanas, la capacidad de fusión y refinación necesaria para garantizar el tratamiento de los productos de la pequeña y mediana minería que adquiera la Empresa Nacional de Minería.


En el inciso cuarto, se precisa que en las transferencias o aportes que efectúe Codelco-Chile en conformidad a este artículo, los terceros adquirentes deberán obligarse, incondicional e irrevocablemente, al cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior.


En el inciso quinto, se estipula que en los convenios que deberán suscribir la Empresa Nacional de Minería y Codelco-Chile en los términos establecidos en este artículo se deberá estipular que los cargos y condiciones de tratamiento de los productos de la pequeña y mediana minería quedarán establecidos en el mencionado decreto supremo y en sus eventuales modificaciones futuras.


En el inciso sexto, se determina que Codelco-Chile no podrá transferir o dar en aporte a terceros todo o parte de la Fundición y Refinería Las Ventanas sin autorización legal previa otorgada al efecto. Sin embargo, no requerirá dicha autorización para transferir o aportar el todo o parte de dicho bien, en la medida en que se trate de órganos del Estado facultados legalmente para su adquisición y uso.


En el inciso séptimo, se establece que, a su vez, los órganos del Estado que adquieran o reciban en aporte el todo o parte de la Fundición y Refinería Las Ventanas sólo podrán disponer de ella en la forma prevista en esta ley.


En el inciso octavo, se contempla que la restricción impuesta en los incisos anteriores se entenderá sin perjuicio de la necesaria reposición y renovación de bienes muebles y equipos que la operación industrial del complejo demande.


El Ejecutivo formuló una indicación para suprimir los incisos tercero, cuarto y quinto de este artículo, la cual se aprobó por unanimidad. El resto del artículo se aprobó por la misma votación.


En el artículo 3º, se señala que a los trabajadores de la Empresa Nacional de Minería que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, se desempeñen directamente en la Fundición y Refinería Las Ventanas les será plenamente aplicable lo dispuesto en el artículo 4º del Código del Trabajo.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


Por el artículo 4°, se autoriza a la Empresa Nacional de Minería para revalorizar los activos mencionados en el artículo 1° de esta ley. Dicha revalorización se considerará capital para todos los efectos tributarios.


En el inciso segundo, se establece que esta revalorización se realizará dentro del plazo de un año, mediante la dictación de decretos supremos expedidos por el Ministro de Minería, los que deberán, además, ser suscritos por el ministro de Hacienda.


En el inciso tercero, se señala que los valores así determinados pasarán a constituir el nuevo valor libro de dichos bienes.


El diputado Von Mühlenbrock, don Gastón, preguntó, ¿por qué se requiere de una ley para valorizar los activos?


El señor Dulanto respondió que se desea evitar que dicha valorización implique el pago de impuestos por ganancias de capital.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por 5 votos a favor y 2 votos en contra.


En el artículo 5°, se dispone que cuando en la anualidad anterior la relación entre deuda y patrimonio de la Empresa Nacional de Minería sea superior a 1 y los cargos de fusión en los mercados internacionales relevantes para ese año sean inferiores a cincuenta dólares de los Estados Unidos de América por tonelada métrica seca, TMS, el Ministerio de Hacienda incluirá en el proyecto de ley de Presupuestos del año siguiente un aporte fiscal equivalente al monto que resulte de multiplicar la diferencia entre esa cantidad y el valor aplicado en dichos mercados en la respectiva anualidad por la cantidad de toneladas métricas de minerales procesados en la fundición de Paipote en igual período, en la parte que no exceda de trescientas veinte mil toneladas métricas. El reglamento, emanado del Ministerio de Minería y suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, establecerá los procedimientos y mecanismos para la determinación o fijación de los mencionados valores y montos y las demás normas necesarias para la aplicación de este artículo.


En el inciso segundo, se contempla que lo dispuesto en el inciso precedente regirá a contar de la anualidad posterior a la de cumplimiento de las disposiciones de esta ley relativas a la enajenación de activos y renegociación de deudas por parte de la Empresa Nacional de Minería y hasta el término del año presupuestario en que el aporte fiscal derivado de su aplicación alcance un monto acumulado en el período de vigencia equivalente a treinta millones de dólares de los Estados Unidos de América.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


Por el artículo 6°, se incorporan en el artículo 1° de la ley N° 19.847, los siguientes incisos finales:


“La garantía del Estado otorgada de acuerdo con los incisos anteriores podrá ser renovada total o parcialmente en el caso de que las respectivas deudas sean objeto de renegociación o reestructuración, con o sin cambio de acreedor, lo que será determinado por decreto supremo del Ministerio de Hacienda expedido conforme a lo dispuesto en el artículo 79 del decreto ley N° 1.263, de 1975, teniendo presente el cumplimiento satisfactorio del correspondiente convenio de programación suscrito en los términos establecidos en el artículo siguiente.


Cuando las obligaciones garantizadas por el Estado en virtud de esta disposición sean objeto de pago anticipado; de renegociación o reprogramación, sin renovación total o sólo parcial de garantía; o de amortización del capital, los montos exceptuados de garantía por tales conceptos no serán considerados en el cómputo del margen autorizado en el inciso primero a contar de las fechas en que se perfeccionen las respectivas operaciones, las que no podrán ser posteriores al 31 de diciembre de 2008. Lo anterior será determinado mediante el mismo procedimiento que el dispuesto en el inciso precedente.”.


Puesto en votación este artículo se aprobó por unanimidad.


Por el artículo 7º, se establece que la garantía que se faculta otorgar para avalar las deudas que contraiga la Empresa Nacional de Minería al amparo del artículo anterior podrá ser extendida a proyectos de modernización y ampliación, de acuerdo con lo establecido en el decreto supremo Nº 76, de 2003, del Ministerio de Minería, que aprueba la Política de Fomento para la Pequeña y Mediana Minería.


El Ejecutivo formuló una indicación para suprimir este artículo, pasando el artículo 8° a ser artículo 7°.


Puesta en votación la indicación precedente fue aprobada por unanimidad.


Por el artículo 8º, que pasa a ser artículo 7°, se sustituye en el inciso segundo del artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 153, de 1960, del Ministerio de Hacienda, la expresión “la ciudad de Santiago” por la frase “la comuna de Copiapó, en la Tercera Región, de Atacama”.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


En el artículo 1º transitorio, se contempla que las condiciones y términos de los contratos que se otorguen en virtud de la autorización que se concede por esta ley, así como de aquellos relativos al tratamiento de minerales y productos mineros en favor de la Empresa Nacional de Minería, serán determinados por los directorios de ambas corporaciones, cuyos acuerdos sobre la materia deberán ser ratificados por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Minería.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


En el artículo 2º transitorio, se establece que lo dispuesto en el artículo 8º de esta ley deberá ser cumplido a más tardar el 31 de diciembre de 2005, circunstancia que, en ningún caso, podrá originar gastos extraordinarios para la empresa.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad, reemplazándose el artículo “8°” por “7°”, dada la modificación introducida al artículo 7° del proyecto.


Sala de la Comisión, a 5 de mayo de 2004.


Acordado en sesión de fecha 4 de mayo de 2004, con la asistencia de los Diputados señores Escalona, don Camilo (Presidente); Alvarado, don Claudio; Dittborn, don Julio; 
Jaramillo, don Enrique; Ortiz, don José Miguel; Silva, don Exequiel; Tuma, don Eugenio, y Von Mühlenbrock, don Gastón.


Se designó diputado informante al señor Von Mühlenbrock, don Gastón.


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión”.

4.
Moción de los diputados señores Errázuriz y Saffirio.

Modifica el artículo 24 C de la ley Nº 18.168, Ley General de Telecomunicaciones, con el objeto de proteger los derechos del usuario. (Boletín Nº 3521-15)

ANTECEDENTES LEGALES:


La ley N° 18.168, de 1982, Ley General de Telecomunicaciones regula toda transmisión, emisión o recepción de signos, señales, escritos, imágenes, sonidos e informaciones de cualquier naturaleza, por línea física, radio‑electricidad, medios ópticos u otros sistemas electromagnéticos (art 1°).


Dispone que todos los habitantes de la República tendrán libre e igualitario acceso a las telecomunicaciones y cualquier persona podrá optar a las concesiones y permisos en la forma y condiciones que establece la ley (art. 2°).


Corresponderá al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, a través de la Subsecretaria de Telecomunicaciones, la aplicación y control de la ley y sus reglamentos (art. 6).


Según el artículo 7° “El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones velará porque todos los servicios de telecomunicaciones y sistemas e instalaciones que generen ondas electromagnéticas, cualquiera sea su naturaleza, sean instalados, operados y explotados de modo que no causen lesiones a personas o daños a cosas ni interferencias perjudiciales a los servicios de telecomunicaciones nacionales o extranjeros o interrupciones en su funcionamiento.


Además, le corresponderá controlar y supervigílar el funcionamiento de los servicios públicos de telecomunicaciones y la protección de los derechas del usuario, sin perjuicio de las acciones judiciales y administrativas a que éstos tengan derecho.”


El artículo 24 B establece que las empresas concesionarias de servicio público telefónico estarán obligadas a dar servicio a los interesados que lo soliciten dentro de su zona de servicio y a los que estando fuera de ella y de la de otro concesionario, costeen las extensiones o refuerzos necesarios para llegar hasta ella.


Por su parte, el artículo 24 C dispone que el servicio deberá otorgarse tratándose de concesionario de servicio público telefónico, en el plazo de 2 años, a contar desde la fecha de la solicitud que el interesado presente a la empresa, salvo que se produjere un caso fortuito o de fuerza mayor que impida al concesionario atender la petición que se le formula.

ANTECEDENTES DE HECHO:


Permanentemente nos informamos por los medios de comunicación social, de la sorpresa de muchos usuarios de servicio telefónico al momento de recibir sus cuentas mensuales, las cuales incluyen servicios no contratados especialmente y que abultan las cantidades en forma considerable.


Nuestra normativa ha previsto que tratándose de algunos servicios especialmente onerosos, tales como llamadas larga distancia nacional e internacional, servicios complementarios (700 y otros) y llamadas a equipos móviles, el usuario tiene el derecho a solicitar su bloqueo a la compañía respectiva, lo cual demora en el tiempo e impide a los usuarios en la práctica, desde que contrata el servicio, tomar el control de los ítemes considerados en la cuenta, sorprendiéndose muchas veces de su existencia al momento de su cobro.

OBJETO DE LA INICIATIVA:


El objeto del proyecto de ley es modificar el artículo 24 C de la Ley General de Telecomunicaciones para establecer que en los contratos de telefonía, solo se entiende incorporado el servicio local, y que cualquier otro, debe ser señalado expresamente en el contrato.


En .base a las consideraciones precedentes someto a consideración de la honorable Cámara de Diputados el siguiente

PROYECTO DE LEY


“ARTÍCULO ÚNICO. Agrégase al artículo 24 C de la ley N° 18.168, de 1982, ley General de Telecomunicaciones, el siguiente inciso segundo:


“Se entenderá que el servicio contratado sólo se refiere al de carácter local. De esta manera, las inclusiones del servicio de llamadas larga distancia nacional e internacional, de servicios complementarios (700 y otros), y llamadas a equipos móviles, deberán señalarse expresamente.”

5.
Moción de la diputada señora Tohá, y de los diputados señores Espinoza, Escalona, Bustos, Jaramillo, Ortiz, Paredes, Prieto y Walker.


Modifica la ley Nº 19.327, sobre violencia en los estadios, con el objeto de establecer nuevas circunstancias modificatorias de la responsabilidad penal, entre otros cambios. (boletín Nº 3522-07)

1.
Sobre la ineficacia del control represivo en la violencia en los estadios. Derribamiento del “mito” sobre ineficacia de la legalidad vigente y el efecto “disuasivo” de las penas. Defectos de técnica legislativa, concurso aparente de leyes penales y dudosa existencia de un bien jurídico protegido. Nuevas alternativas a la pena privativa de libertad. Necesidad de ampliar las conductas agravadas a toda clase de espectáculo deportivo de cualquier naturaleza.


La actividad deportiva como expresión cultural del quehacer humano, es esencialmente contrario a todo acto de violencia que socava las bases mismas de la sana competencia y de los principios deportivos. Un especial fenómeno de violencia, ocurridos a fines de la década del 80, en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, llevo a la dictación de la ley Nº 19.327 que pese a los años de vigencia, registra escasa aplicación. Las experiencias del “mundo de la vida” demuestran la falsedad de las posturas radicales de endurecimiento de las penas, pues los hechos demuestran que la vigencia de la ley no ha detenido los actos de violencia en los estadios. La idea de vigilar y castigar ha fracasado rotundamente.


La explicación a lo anterior, no pasa, por sostener la necesidad el endurecimiento de la punibilidad, pues la severidad de los nuevos tipos penales de la ley Nº 19.327, no han surtido efecto práctico alguno, ya que desde su vigencia se siguen cometiendo actos de violencia en recintos deportivos. De esta manera queda claro que el supuesto efecto disuasivo de las penas no es más que un mito, utilizado con frecuencia por el poder con el efecto de justificar la ampliación del poder punitivo. Tampoco abona a esa idea su escasa aplicación en la jurisprudencia, -la cuál tiene otro tipo de causas- muy distantes a una supuesta benignidad de los jueces. Los problemas de. aplicación claramente obedecen a una defectuosa técnica de penalizar conductas, por el sólo hecho de cometerse en determinados lugares pero sin atender al bien jurídico protegido y sin efectuar una revisión del contexto general de la legislación penal. De esa manera resulta posible sostener la existencia de por ejemplo, problemas tales como concursos aparentes de leyes penales o derechamente tipos penales sin bien jurídico alguno, pues el lugar donde se cometan delitos como las lesiones o daños nada dicen al respecto si se tiene presente que se encuentran previstos en el viejo Código Penal desde su redacción en el año 1874.


La alternativa que parece más adecuada es suprimir tales figuras penales ambiguas y de dudosa constitucionalidad, sustituyéndolas por circunstancias agravatorias de la responsabilidad penal, de manera que el hecho de cometer delitos de lesiones o daños en recintos deportivos no sean delitos en sí, sino más bien hechos concomitantes que por el lugar de realización u otra clase de factores, modifiquen la responsabilidad penal, es decir contemplando los aspectos objetivos o materiales y subjetivos o personales en la realización de tales hechos. Cabe además señalar que “cualquiera sea la naturaleza de las circunstancias agravantes deben ser abarcadas por el dolo del agente, en el sentido que debe al menos conocer su presencia en el hecho que agravan”.


Las alternativas a las penas privativas de libertad, necesariamente significan un cambio en dos ámbitos:

a)
el establecimiento de buscar como vía alternativa la reparación en el caso de los daños, sustituyendo la sanción principal por trabajos voluntarios del autor del daño, o en casos calificados con la suspensión de la sanción impuesta;

b)
las penas accesorias requieren mayor rigurosidad evitando toda posibilidad de suspensión en su aplicación, y tal como ocurre con la suspensión para asistir a espectáculos deportivos, dependiendo de la naturaleza del delito, pueda ser por el tiempo de la condena o con el máximo de veinte años.


Finalmente atendido que los hechos que se cometan con ocasión del fútbol profesional, han proliferado en otros ámbitos, se hace necesario tutelar toda clase de actividades deportivas cualquiera sea su naturaleza (profesional o amateur) por lo que el ámbito de protección se extiende con una modalidad distinta a esta clase de recintos.

2.
Ideas matrices.

a)
Mejora la técnica legislativa, con la finalidad de despenalizar las conductas delictivas consagradas, a objeto de establecer un sistema general de agravantes para toda clase de delitos que se cometan en recintos deportivos con especial énfasis en los espectáculos de fútbol profesional, así como otros recintos en toda clase de deportes (ampliar el ámbito de aplicación de la ley);

b)
Diferenciación en las grados de la penalidad aplicable por las agravantes en los espectáculos de fútbol profesional y las actividades deportivas en general sean profesionales o amateur,

c)
Limitar la irracionalidad del sistema represivo, otorgando alternativas a las penas, evitando la predilección por la pena privativa de libertad; en otras palabras, dar una oportunidad a la reparación como una ternera vía al derecho penal y la posibilidad de suspender las sanciones en casos calificados.


El legislador no puede estar de espaldas a la realidad, aquí radica la misión del legislador crítico y democrático, esto es, la constante revisión de porqué se ha seleccionado tal relación social y se la ha fijado de una forma determinada.


Es por eso que sobre la base de estos antecedentes vengo en proponer el siguiente proyecto de ley:


ARTÍCULO PRIMERO: Agréguese el siguiente título 11 bis a la ley Nº 19.327.

TÍTULO II bis

DE LOS DELITOS COMETIDOS CON OCASIÓN DE ACTIVIDADES

DEPORTIVAS

Artículo 10 bis. Los crímenes y simples delitos cometidos con ocasión de actividades deportivas de cualquier naturaleza sean profesionales o amateur y en el recinto deportivo respectivo, surtirán el efecto de agravar la penalidad de conformidad con lo establecido en el artículo siguiente. Sin perjuicio de lo anterior, el juez deberá aplicar la pena accesoria prevista en la letra b del artículo 6 de la presente ley. Además procederá lo dispuesto en los artículos 6 bis y 6 ter para los efectos de la sentencia definitiva.


Artículo 10 ter. En los delitos a que se refiere el artículo anterior, el juez podrá aumentar la penalidad de delito en un grado si concurren las circunstancias agravantes especiales previstas en el artículo 7 de esta ley.


ARTÍCULO SEGUNDO.- Sustitúyase el artículo 6 por el siguiente:


Artículo 6°: El que, con motivo u ocasión de un espectáculo de fútbol profesional, cometiere crímenes o simples delitos, durante o después de su desarrollo, será castigado con las penas previstas en el Código Penal de conformidad con las reglas generales, sin perjuicios de las normas de determinación de la pena que establece la presente ley.


El que realizare alguna de las conductas señaladas en el inciso anterior será castigado además con las siguientes penas accesorias, las cuales no podrán ser suspendidas:

a)
La inhabilitación por quince años para ser dirigente de un club deportivo de fútbol profesional;

b)
La prohibición de asistir, durante el tiempo de la condena, a los futuros espectáculos de fútbol profesional o deportivos, con obligación de presentarse en los días y horas en que ellos se realicen en el lugar fijado por el juez. En caso de reincidencia la prohibición de asistir será de veinte años.


Están obligados a denunciar el quebrantamiento de esta prohibición los directores o dirigentes de las barras de los clubes participantes en el espectáculo de fútbol profesional en que se produzca dicha infracción;

c)
La inhabilitación absoluta, por el tiempo de la condena, para asociarse a un club de fútbol profesional o para integrar su barra;


ARTÍCULO TERCERO.- Agréguese los siguientes artículos 6 bis y 6 ter.


Artículo 6 bis. Ejecutoriada que sea la sentencia, se comunicará a las autoridades del respectivo deporte para su cumplimiento, en lo que corresponda.


Si el infractor no ha sido condenado con anterioridad por delitos de la misma especie, el juez, una vez ejecutoriada la sentencia, podrá conmutar, de acuerdo con el infractor, la pena privativa de libertad por la realización de trabajos voluntarios, determinados en beneficio de la comunidad. La resolución que otorgue la conmutación deberá señalar expresamente el tipo de trabajo, el lugar donde deba realizarse, su duración y la persona o institución encargada de controlar su cumplimiento. Los trabajos se realizarán por un tiempo no inferior al fijado para la sanción que se conmute, ni superior al doble de ella, de preferencia sin afectar la jornada laboral que tenga el infractor y en los fines de semana, con un máximo de ocho horas semanales. La no realización cabal y oportuna de los trabajos determinados por el tribunal dejará sin efecto la conmutación por el solo ministerio de la ley, y deberá cumplirse íntegramente la sanción primitivamente aplicada, a menos que el juez, por resolución fundada, determine otra cosa.


Tratándose de simples delitos respecto de los cuales resulte mérito para imponer una pena que no exceda de la de presidio o reclusión menor en su grado medio, pero concurran antecedentes favorables que no hagan aconsejable su imposición, el tribunal podrá suspenderla dictación de la sentencia por el plazo de un año.


Transcurrido el plazo previsto en el inciso anterior sin que el imputado haya sido objeto de nuevo requerimiento o de una formalización de la investigación, el tribunal declarará extinguida su responsabilidad penal y decretará el sobreseimiento definitivo de la causa. Acreditada la presentación del nuevo requerimiento o formalización de la investigación, el tribunal dictará la sentencia condenatoria cuya dictación se hubiese suspendido.


En todo caso, la suspensión de la imposición de la condena o el sobreseimiento que se dicte como consecuencia de la misma, no afectará la responsabilidad civil derivada del delito.


Artículo 6 bis. Los representantes legales de los clubes participantes en el espectáculo, que, no hubieren dado cumplimiento de las obligaciones que les impone la presente ley, sin perjuicio de la responsabilidad penal y civil que les corresponda por los hechos a que se refiere los artículos 6 y 10 bis de la presente ley, serán sancionados con multa de cien a quinientas unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, que se duplicará en caso de reincidencia.


ARTÍCULO CUARTO: Sustitúyase el artículo 7 por el siguiente:


Artículo 7°.- En los delitos que se cometan con ocasión de espectáculo de fútbol profesional el juez podrá aumentar la penalidad del delito en uno, dos o tres grados si concurren las siguientes circunstancias agravantes especiales:

1ª
El que portare armas, elementos u objetos idóneos para perpetrar actos de violencia,

2ª
Ser integrante de un grupo organizado para la realización de los hechos de violencia; miembro de la barra, o socio de alguno de los clubes de fútbol profesional que participen en el espectáculo,

3ª
Ser organizador o protagonista en el espectáculo de fútbol profesional, o dirigente de alguno de los clubes participantes en él,

4ª
Actuar bajo los efectos de bebidas alcohólicas, estupefacientes, psicotrópicos, estimulantes o sustancias análogas,

5ª
Haber causado las lesiones a jugadores, técnicos, dirigentes o protagonistas del espectáculo de fútbol profesional”.

PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente.


� 	Kunsemuller, Carlos, “Texto y Comentario al Código Penal Chileno”, Tomo I, p. 187, varios autores, obra dirigida por Sergio Politoff L., y Luis Quiroga; coordinador Jean Pierre Matus, Editorial Jurídica de Chile, 2002.
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